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EL PROBLEMA AGRARIO EN 
LOS ÚLTIMOS AÑOS DEL 
VIRREINATO, 1800-182.1 

Enrique Florescano 
El Colegio de México 


A fines del siglo xviii, junto a la vigorosa expansión del lati- 
fundismo, se presentan otros fenómenos que hacen más 
ostensibles las deformaciones creadas por esta institución: 
insuficiencia de las tierras de comunidad para satisfacer el 
incremento de la población indígena; aparición de una gene- 
ración de indios, mestizos e individuos del grupo de las castas 
que nacen sin tierras y sin posibilidad de obtenerlas por otros 
medios distintos a la usurpación, el despojo o la violencia; 
aumento del número de desocupados, vagos y “errantes”; es- 
tancamiento de los salarios de los peones del campo y aumen- 
to constante de los precios; frecuentes y devastadoras crisis 
agrícolas (1785-86, 1796-97, 1801-02 y 1809-10), que por un 
lado incrementan las ganancias de los hacendados y por otro 
sumen en la desesperación al resto de la sociedad y afectan 
a las principales actividades económicas. En la agricultura, lo 
mismo que en el comercio o en las manufacturas, el desarro- 
llo económico que se experimenta en el último cuarto del 
siglo xviii pone en cuestión las viejas estructuras y provoca 
una crisis de crecimiento. Esta crisis que desajusta y hace evi- 
dentes las contradicciones de la estructura colonial, provoca 
la aparición de la crítica, que en el caso del problema agra- 
rio centra su ataque en el sistema de la gran propiedad. 

Criticas al sistema de la gran propiedad antes 
de la guerra de independencia 

Por los años 1777-78 un fraile franciscano, Juan Agustín 
de Morfi, recorrió parte de los actuales estados de México, 
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Hidalgo, Querétaro, Guanajuato, Zacatecas, Durango, Coa- 
huila y Texas. En todas partes, pero especialmente en Que- 
rétaro y Guanajuato, observó a simple vista los males 
derivados de la concentración de la propiedad: extensas y 
fértiles tierras en posesión de un solo dueño, incultas o dedi- 
cadas al pastoreo y cría de ganado menor, casi siempre des- 
cuidadas por el ausentismo de su propietario, y pueblos de 
indios miserables, sin tierras y ahogados en sus límites por 
la presión de las haciendas. He aquí los comentarios que le 
provocó su visita a la hacienda de “La Erre”, cercana al pue- 
blo de Dolores y propiedad de don Juan Antonio Luna Go- 
rráez Beaumont y Navarra, Mariscal de Castilla, Marqués de 
Soria, Vizconde de Borobia y Alguacil Mayor del tribunal y 
real audiencia de cuentas de la ciudad de México: 

Esta hacienda es del mariscal de Castilla, que la tiene des- 
tinada para cría de ganado menor. La casa es grande con una 
plaza a su frente para jugar toros en ella cuando viene el dueño 
a visitarla; la capilla cómoda y la habitación no de las peores; 
las oficinas espaciosas y acreditando todo la opulencia que go- 
zaron sus propietarios. A poca distancia de la casa está la viña 
y huerta . . . mas todo tan desatendido y abandonado que ins- 
pira furor contra su dueño, viendo un terreno que demuestra 
de mil modos su feracidad, despreciado de quien más se interesa 
en su cultivo. Seguramente que bien cultivado aquel solo pe- 
dazo que circula el casco de la hacienda pudiera hacer un opu- 
lento mayorazgo... pero todo se sacrifica a la desidia que 
causan a los propietarios estas dilatadas posesiones, cuyo desor- 
den es la principal causa de la despoblación de las Américas. .. 
[Después de salir de la hacienda de “La Erre”, dice Morfi], 
llegamos al pueblo de Dolores. . . está situado a las orillas del 
río en un terreno muy hermoso con todas las condiciones para 
hacer felices a sus habitantes; mas por un abuso insoportable 
de las haciendas no tienen aquellos miserables un palmo de 
tierra para hacer sus siembras, pues las pertenencias de la "R” 
llegan hasta las goteras del lugar. 1 


i Juan Acustín de Morfi, Viaje de indios y diario del Nuevo México. 
México, Antigua Librería Robredo, 1935, pp. 46-47. Véase también Fran- 
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Las críticas de Morfi son apenas una muestra de lo que 
vendría después, sobre todo a partir de la gran crisis agrícola 
de 1785-86. En esos años los habitantes de la Nueva España 
comprendieron de inmediato “que aún más que la parcial 
pérdida de las cosechas’’, lo que hizo intolerable los efectos 
de la crisis fue “la ilimitada libertad de los labradores . . 
[para elevar al máximo] los precios del maíz y. . . los abusos 
de vender o no según su arbitrio”. Si en ocasiones anteriores 
los intereses políticos y sociales que mantenían unida a la 
oligarquía habían silenciado la crítica, esta vez, como sus 
miembros resultaron afectados, la condenación contra los 
“agricultores monopolistas y ocultadores de semillas” fue ge- 
neral. El virrey, todos los miembros de la Iglesia, los comer- 
ciantes, los mineros, el “común de la ciudad”, la sociedad 
entera participó en el ataque contra los hacendados. Y natu- 
ralmente, la causa de los mineros, de los comerciantes y de 
la oligarquía se convirtió en la causa de los pobres: 

La causa de que se trata [decía el obispo de Puebla el 9 de 
noviembre de 1785], es de Dios, del Rey, del bien público y 
común de los pueblos, y principalmente de los pobres, cuyo 
socorro y alivio en sus respectivas necesidades nos está expresa- 
mente mandado por las sagradas escrituras . . . [Por ello condena 
como] reprobadas e ilícitas, todas las especies de estancos o 
monipolios (sic), o cualesquiera otra negociación dirigida a abar- 
car, los granos y semillas a fin de venderlas a precios más 
subidos cuando sea mayor su escasez. 2 

Pocos años más tarde, el tono y la profundidad de la crí- 
tica contra la gran hacienda se vuelven más severos. En 1791 
el virrey Revillagigedo escribió: 


901S Chevauer, "Survivances seigneuriales et présages de la revolution 
agraire dans le nord du Mexique (Fin du xvme et xixe siécles)”, Revue 
Historique, CCXXII, julio-sept., 1959, pp. 1-18. 

2 Gazetas de Aléxico. Suplemento del martes 6 de diciembre de 1785, 
t. I, pp. 451-453. 
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. . . las tierras realengas [tierras baldías pertenecientes a la coro- 
na] sufren notables usurpaciones y las de privado dominio están 
distribuidas en grandes haciendas que abrazan centenares de 
leguas, correspondientes a casas religiosas, clérigos, mayorazgos y 
sujetos particulares cuyo número es muy menor comparado . . . 
con el de los demás vasallos. Hay pueblos españoles, y aún de 
indios, que permitidas sus erecciones en distritos de las grandes 
haciendas, no tienen otros términos que el de los canales de sus 
casas, y en una palabra, la agricultura es un ramo estancado 
en manos muertas y en pocos contribuyentes. Perjudicada la 
causa pública, no lo está menos el Real interés, cuyos fomentos 
se experimentarían a medida de los que recibiesen los vasallos 
pobres dándoles tierras para el cultivo y cría de ganados. . . 

En 1793, Revillagigedo volvió sobre el mismo tema en un 
informe al rey sobre la situación de la Nueva España: 

... la mala distribución de las tierras es también un obstáculo 
para los progresos de la agricultura y comercio en estos reinos, 
y más cuando pertenecen a mayorazgos cuyos poseedores están 
ausentes o son descuidados . 3 

Sin embargo, la crítica más certera y profunda del lati- 
fundio y sus deformaciones vino directamente del obispado 
de Michoacán. En 1799, Manuel Abad y Queipo, por encar- 
go del obispo fray Antonio de San Miguel, escribió una 
Representación sobre la inmunidad personal del clero en la 
que se lee lo que sigue sobre el problema agrario: 

Ya dijimos que la Nueva España se componía con corta di- 
ferencia de cuatro millones y medio de habitantes, que se pue- 
den dividir en tres clases: españoles, indios y castas. Los espa- 
ñoles componían un décimo del total de la población y ellos 
solos tienen casi toda la propiedad y riquezas del reino. Las 
otras dos clases, que componen los nueve décimos, se pueden 


3 Eduardo Arcila Farías, El Siglo ilustrado en América. Reformas 
económicas del siglo XVIII en Nueva España. Caracas, Ediciones del Mi- 
nisterio de Educación, 1955; cita los dos textos en las pp. 271-272. 
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dividir en dos tercios, los dos de castas y uno de indios puros. 
Indios y castas se ocupan en los servicios domésticos, en la agri- 
cultura y en los ministerios ordinarios del comercio y de las 
artes y oficios. Es decir, que son criados, sirvientes o jornaleros 
de la primera clase. Por consiguiente, resulta entre ellos y la 
primera clase aquella oposición de intereses y de afectos que 
es regular en los que nada tienen y los que lo tienen todo, entre 
los dependientes y los señores. . . [Por ello, para remediar esa 
situación, proponía] lo primero, la abolición general de tribu- 
tos en las dos clases de indios y castas. Lo segundo, la abolición 
de infamia de derecho que afecta las referidas castas; que se 
declararán honestas y honradas, capaces de obtener los empleos 
civiles que no requieren nobleza, si los mereciesen por sus bue- 
nas costumbres. Lo tercero, división gratuita de todas las tierras 
realengas entre los indios y las castas. Lo cuarto, división gra- 
tuita de las tierras de comunidades de indios entre los de cada 
pueblo. Lo quinto, una ley agraria semejante a la de Asturias 
y Galicia, en que por medio de locaciones y conducciones de 
veinte o treinta años, en que no se adeude el real derecho 
de alcabala, se permita al pueblo la apertura de tierras incul- 
tas de los grandes propietarios, a justa tasación en caso de 
desavenencia, con la condición de cercarlas y las demás que pa- 
rezcan convenientes para conservar ileso el derecho de propie- 
dad . 4 

En 1804, el obispo fray Antonio de San Miguel, en un in- 
forme que dejó inconcluso al morir, le proponía al rey nueve 
“leyes capaces de sacar al pueblo americano del estado mise- 
rable de inercia en que yace’’. Estas leyes son, en lo esencial, 
las mismas que proponía Abad y Queipo en 1799, como puede 
comprobarse por su lectura: 

Primera. Una ley para dividir las tierras de las comunidades 
de los indios en dominio y propiedad entre ellos mismos, de- 
jando sólo en común los ejidos y montes que los pueblos nece- 
sitan, a juicio de los intendentes. 


4 José María Luis Mora, Obras sueltas. México, Editorial Porrúa, 
1063; incluye la Representación completa en las pp. 175-213. 
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Cuarta. División gratuita de las tierras realengas entre in- 
dios, castas y españoles pobres. . . 

Quinta. Una ley agraria que conceda al pueblo una equi- 
valencia que le falta, permitiéndole abrir las tierras incultas 
por medio de locaciones y conducciones (sic) de veinte o treinta 
años, exenta del derecho de alcabala por convenir con los gran- 
des propietarios, o por justa tasación en caso de desavenencia, 
con la condición de cercarlas y con todas las demás condiciones 
convenientes para conservar ilesa la propiedad misma, cuyo va- 
lor intrínseco tomará necesariamente un incremento grande por 
este medio en beneficio de los señores . 3 

La afirmación de Abad y Queipo en el sentido de que él 
redactó el escrito sobre la inmunidad personal del clero “por 
encargo del limo, señor don fray Antonio de San Miguel’’, 
la similitud en la letra y en el espíritu de las leyes que pro- 
pone San Miguel con las de Abad y Queipo y la siguiente 
aclaración que San Miguel apunta en el escrito de 1804: “Ya 
propuse a S. M., el asunto de cinco leyes, en el informe que 
le hice con mi cabildo (del cual formaba parte Abad y Quei- 
po) , en noviembre 11 de 1799, sobre la inmunidad personal 
del clero americano”, son pruebas que parecen otorgarle a 
Abad y Queipo la paternidad sobre estas leyes. Sin embar- 
go, Abad y Queipo no se conformó con “proponer por pri- 
mera vez —como él dice— ideas liberales y benéficas en favor 
de las Américas y de sus habitantes, especialmente de aquellos 
que no tienen propiedad y en favor de los indios y las cas- 
tas”. Convencido de que esas ideas “constituyen la base prin- 
cipal de un gobierno liberal y benéfico”, siguió “promovién- 
dolas con celo y energía”, hasta que en diciembre de 1804, en 
una representación que hizo el rey a nombre de los labra- 
dores y comerciantes de Valladolid, redactó la mejor y más 
acabada crítica que un hombre de su tiempo escribiera con- 


s Ernesto Lemoine, “Un notable escrito póstumo del obispo de Mi- 
choacán, fray Antonio de San Miguel, sobre la situación social, econó- 
mica y eclesiástica de la Nueva España en 1804". Boletín del Archivo 
General de la Nación. Segunda Serie, t. V, 1964, Núm. 1, pp. 33-55. 
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tra el sistema de la gran propiedad. He aquí una parte de 
ese documento: 

Las tierras mal divididas desde el principio se acumularon 
en pocas manos, tomando la propiedad de un particular (que 
debía ser la propiedad de un pueblo entero) , cierta forma in- 
dividual opuesta en gran manera a la división y que por tanto 
siempre ha exigido y exige en el dueño facultades cuantiosas. 

26. La indivisibilidad de las haciendas, dificultad de su ma- 
nejo y falta de propiedad en el pueblo, produjeron y aún pro- 
ducen efectos muy funestos a la agricultura misma, a la pobla- 
ción y al Estado en general. A la agricultura, por la imperfección 
y crecidos costos de su cultivo y beneficio y aún mucho más por 
el poco consumo de sus frutos, a causa de la escasez y miseria 
de los consumidores. A la población, porque privado el pue- 
blo de medios de subsistencia, no ha podido ni puede aumen- 
tarse en la tercera parte que exige la feracidad y abundancia 
de este suelo. Y al Estado en general, porque resultó y resulta 
todavía de este sistema de cosas un pueblo dividido en dos 
clases de indios y castas, la primera aislada por unos privilegios 
de protección, que si le fueron útiles en los momentos de la 
opresión, comenzaron a serle nocivos desde el instante mismo 
que cesó, que ha estado y está imposibilitada de tratar y con- 
tratar y mejorar su fortuna, y por consiguiente envilecida en la 
indigencia y la miseria; y la otra, que descendiente de esclavos, 
lleva consigo la marca de la esclavitud y de la infamia, que hace 
indeleble y perpetúa la sujeción al tributo; un pueblo seme- 
jante y que por otra parte se halla generalmente disperso en 
montes y barrancas, es claro por sí mismo, que no puede tener 
actividad ni energía, costumbres, ni instrucción. Es claro que 
debe estar en contradicción continua con los mismos labradores, 
que trabajará poco y mal y se robará todo lo que pueda, como 
sucede de ordinario y es un prodigio que no haya en esta ma- 
teria mucho más excesos. 6 

Sin embargo, a pesar de que Abad y Queipo percibió con 
gran lucidez las contradicciones económicas y sociales que ha- 


6 José María Luis Mora, Obras sueltas ; incluye la Representación 
completa. Véanse las pp. 223-224. 
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bía engendrado el sistema de la gran propiedad, sus leyes 
agrarias no contienen ningún ataque sustancial al latifundio. 
Ninguna de las tres leyes que propone en su escrito de 1799 
y que el obispo San Miguel adoptará como suyas en el ma- 
nuscrito de 1804, atacan el mal en su raíz. Sólo la ley que 
Abad y Queipo y San Miguel enumeran en quinto lugar 
afecta, pero muy ligeramente, la gran propiedad. En esta ley 
ambos proponen que se permita al pueblo ocupar las tierras 
incultas de los grandes propietarios mediante arrendamientos 
(o locaciones como se dice en la ley) de 20 a 30 años, indi- 
cando con la expresión “a justa tasación en caso de desave- 
nencia”, que ese arrendamiento podría ser impuesto por el 
gobierno en caso que los propietarios no accedieran a ello 
voluntariamente. Salvo esta proposición. Abad y San Miguel 
dejan, como ellos dicen, “ileso el derecho de propiedad”. 
Nada hay pues en estas leyes que de verdad inquietara a los 
propietarios. 

En cambio, en las otras dos leyes. Abad y San Miguel 
sientan las soluciones a que acudirá el pensamiento liberal 
del siglo xix para "resolver” el problema agrario: 1) reparto 
gratuito de las tierras baldías que sean pertenencia de la Co- 
rona a los indios, castas y españoles que carecieran de ellas 
(ley segunda de Abad y cuarta de San Miguel) ; y 2) división 
de las tierras de comunidad de los pueblos y reparto gra- 
tuito de ellas, en propiedad particular, a los indios de cada 
pueblo (ley cuarta de Abad y primera de San Miguel) . 

La primera solución no era nueva, pues a principios del 
siglo xvi fue frecuentemente utilizada por la Corona para 
dotar, mediante mercedes, a pueblos e individuos indígenas 
que carecían de tierras; más tarde, cuando en 1687 se limitó 
el fundo legal de los pueblos a 600 varas (504 metros) , se 
dispuso que si el pueblo era más grande de lo normal, o si 
aumentaba la población, el virrey o la audiencia le reparti- 
rían la tierra necesaria. Sin embargo, si en 1799 y 1804 Abad 
y San Miguel proponen nuevamente el reparto de tierras del 
Estado es porque además de que las disposiciones anteriores 
no se cumplían, la hacienda había despojado o cercado en 
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límites muy estrechos a muchos pueblos, y sobre todo, por- 
que la población de indios y castas había aumentado bastante 
entre 1750 y 1800 y no disponía de tierras. 

La segunda solución fue más radical, novedosa y trascen- 
dente. Radical porque afectaba la integridad, la base funda- 
mental de los pueblos de indios, que, como se ha dicho, resi- 
día en la propiedad comunal de la tierra. Novedosa porque 
contra la tendencia de toda la legislación colonial que bus- 
caba conservar y proteger la propiedad comunal, esta ley pro- 
ponía la repartición a título individual de esa propiedad. Y 
trascendente, porque fue esta idea la que finalmente adopta- 
ron los hombres de la Reforma al decretar, en 1857, la des- 
amortización de la propiedad comunal indígena. 

Pero Abad y Queipo no sólo propuso ideas que más tarde 
serían representativas del pensamiento liberal mexicano; las 
explica y las razona con los argumentos propios del liberalis- 
mo. La mejor prueba de esto la encontramos precisamente 
en las razones que expone para proponer la división de las 
tierras de comunidad. En la parte de su Representación que 
precede a las leyes agrarias dice: 

El color, la ignorancia y la miseria de los indios los colocan 
a una distancia infinita de un español. El favor de las leyes en 
esta parte les aprovecha poco y en todas las demás les daña 
mucho. Circunscriptos en el círculo que forma un radio de seis- 
cientas varas que señala la ley a sus pueblos , no tienen propie- 
dad individual La de sus comunidades, que cultivan apremiados 
y sin interés inmediato, debe ser para ellos una carga tanto más 
odiosa, cuanto más ha ido creciendo de día en día la dificultad 
de aprovecharse de sus productos. . . Separados por la ley de la 
cohabitación y enlace con las otras castas, se hallan privados de 
las luces y auxilios que debían recibir por la comunicación y 
trato con ellas y con las demás gentes. Aislados por su idioma 
y por su gobierno el más inútil y tirano, se perpetúan en sus 
costumbres, usos y supersticiones groseras, que procuran man- 
tener misteriosamente ocho a diez indios viejos que viven ocio- 
sos a expensas del sudor de los otros, dominándolos con el más 
puro despotismo. Inhabilitados por la ley de hacer un contrato 
subsistente, de empeñarse en más de cinco pesos, y en una pala- 
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bra de tratar y contratar, es imposible que adelanten en su ins- 
trucción, que mejoren de fortuna, ni den un paso adelante para 
levantarse de su miseria. Solórzano, Fraso y los demás autores 
regnicoletas, admiran la causa oculta que convierte en daño de 
los individuos todos los privilegios librados en su favor. Pero 
es más de admirar que Unos hombres como estos no hayan per- 
cibido que la causa de aquel daño existe en los mismos privile- 
gios. Ellos son una arma ofensiva... (contra) los indios sin que 
jamás sirva para defensa de ellos. Esta concurrencia de causas 
constituyó a los indios en un estado verdaderamente apático, 
inerte e indiferente para lo futuro, y para casi todo aquello que 
no fomenta las pasiones groseras del momento S 

Del texto anterior resulta que Abad y Queipo ve en la 
propiedad comunal de los pueblos y en la legislación protec- 
tora que mantiene a los indios en calidad de menores de 
edad, la causa fundamental de su situación “inerte”, de su 
falta de interés por “progresar” y lo que los ciñe poderosa- 
mente a sus tradiciones. Pero lo curioso es que para sacar al 
indio “del miserable abatimiento en que se halla y condu- 
cirlo a la felicidad”, Abad y Queipo y el obispo San Miguel 
proponen las mismas medidas que harán suyas los hombres 
de la Reforma: división de las tierras comunales, “una ley 
que establezca una igualdad civil absoluta de la clase de los 
indios con la clase de los españoles” (segunda ley de Abad 
y primera de San Miguel) , y “libre permisión de avecindarse 
en los pueblos de indios y construir en ellos casas y edificios 
pagando el suelo, a todas las clases de españoles, castas e in- 
dios de otros pueblos” (sexta ley de Abad y Queipo) . En 
suma, para Abad y Queipo, San Miguel, y más tarde para 
el grupo de liberales, la solución de la miseria, degradación y 
atraso en que vivían los indios no estaba en la gran hacienda 
que los explotaba y les robaba sus tierras, sino en los mismos 
indios y en la legislación que los protegía. Por ello, en lugar 
de atacar el latifundio, propusieron leyes que al destruir la 
barrera material (tierras de comunidad) y legal (leyes pro- 


t Ibid., p. 205. 



1-OS ÚLTIMOS AÑOS DEL VIRREINATO 


487 


teccionistas) que aseguraba al menos su subsistencia, crearía 
la situación adecuada para que abandonaran sus tradiciones 
milenarias y se “incorporaran a la civilización”. La liga entre 
las ideas de Abad y Queipo con las ideas agrarias, y sociales 
en general, del liberalismo mexicano del siglo xix, es eviden- 
te. Sólo el maniqueísmo y la demonología que hace presa de 
nuestros historiadores después de cada triunfo de eso que se 
ha dado en llamar “nuestra trayectoria revolucionaria” (In- 
dependencia, Reforma y Revolución) , ha impedido reconocer 
esa filiación y explicar su significado. Los liberales, por lo 
demás, no la negaron tan enfáticamente. José María Luis 
Mora, llamado “el teórico del liberalismo mexicano”, no sólo 
no vio en Abad y Queipo el sombrío excomulgador de Hi- 
dalgo que nos han pintado los historiadores posrevolucio- 
narios, sino que además de incorporar sus escritos en la edi- 
ción de 1837 en su Obras sueltas, reconoció en él a un 
“hombre de talento claro, de comprensión vastísima y de pro- 
fundos conocimientos sobre el estado moral y político del 
país”. 

Pero además de los dos caminos propuestos por Abad y 
San Miguel para resolver el problema agrario, los años cru- 
ciales que van de 1799 a 1809 vieron germinar una tercera 
vía, ésta sí revolucionaria, puesto que planteó la posibilidad 
de confiscar los latifundios cuando su existencia se opusiera 
“al bien general” o cuando vulnerara los derechos “supremos 
de la sociedad”. La aparición de esta tercera solución, que 
sólo triunfaría un siglo más tarde, como la aparición de ata- 
ques cada vez más violentos contra el latifundio, son otras 
tantas manifestaciones del desajuste social producido por el 
crecimiento económico desequilibrado del último cuarto 
del siglo xvin. Nada tiene pues de extraño que esa tercera 
vía la genere el grupo de criollos liberales, los hombres que 
sin estar en la situación del indígena, sentían, por su ilustra- 
ción y por su condición de ciudadanos de tercera clase, más 
terrible y vivamente la opresión del español. 

En los primeros meses del año de 1806, el editor del pe- 
riódico de la naciente oposición, el Diario de México, Carlos 
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María Bustamante, futuro insurgente y amigo de “hombres 
subversivos” como el licenciado Francisco Primo de Verdad 
y Ramos, dirigió al virrey un escrito en el que atacaba vio- 
lentamente al “corto número de crueles monopolistas que en 
los años de escasez aumentan su fortuna a expensas de la 
sangre del desvalido” y proponía la creación de graneros pú- 
blicos y de una especie de banco refaccionario que protegiese 
a los agricultores pobres y acabara con el “monopolista la- 
brador”. Sin embargo, como su proyecto no fue atendido, o 
para presionar a que se le escuchara, en marzo del mismo 
año publicó en el Diario de México un escrito titulado “Re- 
flexiones sobre el derecho de propiedad”, que seguramente 
debió haber provocado el efecto de una bomba entre los ha- 
cendados. El artículo no tiene firma. Pero como Bustamante 
alude en una nota adjunta al proyecto que envió al virrey 
a otros “papeles útiles” sobre el problema agrario y como 
antes de publicar las Reflexiones se las envió a su amigo y 
protector el licenciado Verdad, que era Síndico Procurador 
del Común de la Ciudad de México, y éste las aprobó, todo 
hace pensar que el autor de las Reflexiones es el mismo Bus- 
tamante. He aquí las partes esenciales de este documento 
revolucionario que por primera vez plantea, en relación con 
el latifundio y el monopolio de granos, el dilema de interés 
particular versus interés general de la sociedad: 

Los hombres, en la mayor parte, viven engañados sobre la 
idea que se forman del derecho de propiedad, creyendo que, a 
excepción de ciertas infracciones demasiado visibles de la ley 
natural o de la religión, en cualquier otro caso les es permitido 
disponer arbitrariamente de sus intereses. . . 

Entre los bienes que poseemos hay unos que son siempre 
necesarios, o que lo son solamente para cierta clase de personas; 
hay otros que son necesarios a todas, y a la sociedad en gene- 
ral en todo tiempo. No tiene nada de extraño el retener los 
primeros en algunas circunstancias, reservando el expendio o 
uso de ellos para cuando la ocasión lo exija; pero llegada ésta 
(aquí el autor se refiere a la retención y ocultamiento que ha- 
cían los hacendados de sus granos en tiempos de escasez y ca- 
restía) , la retención es viciosa, cruel e inhumana; es emplear 
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el derecho de propiedad, protegido por la legislación, en per- 
juicio del público, cuyo beneficio es el principal objeto de las 
leyes. . . 

El hombre no puede vivir sin alimentarse, y entre los ali- 
mentos hay algunos . . . que son siempre indispensables. Ejercer 
sobre éstos aquellos arbitrios que emplea ordinariamente la 
codicia para hartarse de dinero, es un atentado superior a toda 
expresión . . . 

Es preciso, pues, confesar que hay en toda sociedad un dere- 
cho ingénito e inenajenable, un derecho preminente sobre los 
bienes que son necesarios a su conservación . . . 

Todos los políticos están convenidos en que los bienes territo- 
riales, fuera de los que se llaman comunes, pertenecen por un 
derecho superior a toda excepción, a las sociedades o cuerpos 
políticos establecidos en su recinto, y este es el fundamento de 
esas leyes sabias y humanas que señalan una porción de tierra 
competente a los pueblos que carezcan de ellas, aún cuando esas 
tierras pertenezcan a otros particulares por una posesión inme- 
morial... Pues si las leyes no refrenasen oportunamente esos 
excesos y se dejase a los propietarios una libertad ilimitada en 
virtud del derecho de propiedad ¿no se seguirían las terribles 
calamidades que son consiguientes a la hambre y escasez? ¿No 
se verían violadas las leyes, atropelladas las autoridades, expues- 
tas la seguridad personal y la muchedumbre incapaz de sujeción 
por ser compelida de la indigencia? 

En vista de unas verdades tan manifiestas es difícil encon- 
trar la razón en que se fundan algunos labradores y cosecheros 
para ocultar sus semillas, esperando el tiempo de la mejor 

Los primeros expendedores de granos son ordinariamente los 
hacenderos pobres que necesitan dinero para la habilitación de 
sus labores; son aquellos que poseen pequeños terrenos y que 
hallándose alcanzados las más veces no pueden sacar de sus po- 
sesiones todo el (beneficio) que ellas darían teniendo los soco- 
rros necesarios. Al contrario, el hacendado opulento, el que 
tiene proveídas sus arcas de moneda, el que habiendo ocurrido 
a todos los gastos que exige una grande hacienda ha sacado de 
ella todo lo que puede producir, el que por último ni dejará 
de subsistir con esplendidez ni hará parar las labores por fal- 
ta de venta, éste es el que suele incurrir en la retención de 
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granos y el que acostumbrado al regalo se ha hecho insensible 
a la miseria en que por su causa yacen sumergidos los demás. . . 

Fácilmente se conoce ya que tas ventajas que logran los 
ocultadores de granos en sus ventas tardías son el resultado de 
la estudiosa retardación de éstas, son el fruto de los criminales 
arbitrios que para ello emplean, y no, como aseguran, de las 
circunstancias del tiempo* 

Así, a fines de la Colonia, al mismo tiempo que el lati- 
fundio se expande, que se suceden terribles y devastadoras 
crisis agrícolas y que las prácticas monopólicas se vuelven 
más intolerables, crecen el número y el tono de las críticas 
contra el latifundio y sus deformaciones, hasta culminar con 
el ataque a su fundamento: el derecho de propiedad. 

La critica de la situación agraria y el rompimiento 
de la unidad en la oligarquía 

Por otra parte, lo importante en esas críticas no es su vo- 
lumen, sino su procedencia. Los críticos del latifundio y del 
acaparamiento de granos en esta época son principalmente 
los miembros de la oligarquía colonial. Por primera vez algu- 
nos de sus miembros más prominentes expresan que sus inte- 
reses no coinciden con el de los hacendados y manifiestan 
públicamente su desacuerdo contra el latifundio y las prác- 
ticas monopólicas. La respuesta de los hacendados, que no 
tarda en venir, hace todavía más profundas esas diferencias 
en el seno de la oligarquía. 

Entre 1785 y 1810 los grandes hacendados hablan en efec- 
to de “ruina y decadencia” de la agricultura. Pero las razo- 
nes que dan para explicar esa ruina son todas ajenas al 
“esforzado gremio de labradores”. He aquí la primera, que 
repetirán incansablemente sus sucesores en el siglo xix: la 
ociosidad, desidia, indolencia, y en suma, “la ninguna apli- 


* Diario de México. Marzo de 1806, núnis. 157, 159, 161, 163, 165, 
166 y 171. Artículo titulado “Reflexiones sobre el derecho de propiedad”. 
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cación que ponen los indios y demás castas en la agricultura”. 
Algunos hacendados dirán también, como los liberales del 
siglo xix, que la causa de que los indios “se entreguen a la 
ociosidad y abandonen el cultivo de las tierras” radica en 
la excesiva protección que les otorgan las leyes. Pero la ma- 
yoría coincidirá en afirmar que una de las principales causas 
de la “decadencia de la agricultura y carestía de las cosas más 
necesarias”. 


. . .ha sido la prohibición que últimamente se publicó (1785) de 
no poder fiar a los indios de cinco pesos para arriba. Ellos, con- 
forme a una antigua costumbre, pedían habilitación anticipada 
de mayor cantidad a cuenta de su trabajo y los labradores y 
ganaderos, por no carecer de gente en sus operaciones precisas, 
hacían esos préstamos, en unas partes en reales efectivos y en 
otras en ropas..., pero habiendo faltado esa habilitación, ha 
fallado también el trabajo de los indios, porque éstos en mu- 
chas partes del reino nada quieren hacer sino se les anticipa 
abundantemente la paga, a no ser en aquellos casos que los 
precisa la necesidad de mal comer... por este motivo... hay 
algunos labradores... resueltos a abandonar la agricultura... 9 

A veces los agricultores se quejan también del desinterés 
y ociosidad de los españoles recién llegados, que repelen los 
oficios y el trabajo de los campos. Pero estas críticas pronto 
van dejando el lugar a otras más trascendentes, que atacan 
las deformaciones del sistema colonial. Así, cuando los agri- 
cultores se ven por un lado abrumados por las quejas que 
despiertan sus prácticas monopólicas, y por otro impotentes 
para evitar los efectos de la caída brutal de los precios en los 
años de buenas cosechas, se vuelven no contra las limitacio- 
nes estructurales del mercado que no pueden modificar, sino 
contra la política de la Corona que hace más difícil el co- 


9 Luis Chávez Orozco (Ed.) , Cuadro de la situación económica novo- 
hispana (Documentos para la Historia Económica de México, Vol. II, 
1934) , pp. 69-70. 
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mercio interior y opone una barrera a la exportación de los 
excedentes. 10 

La crítica mayor de los hacendados, sin embargo, no se 
concentró tanto en las limitaciones del comercio interior, como 
en los obstáculos que la Corona oponía al “comercio de unas 
posesiones con otras”. Para los agricultores de la Nueva Es- 
paña eran "infinitos los ramos que con aplicación podrían 
enriquecer el reino y dar salida a varios frutos para las islas 
[del Caribe] y aún para la Europa. . . ¿Cuántos surtimientos 
tan cuantiosos de harinas podrían hacer los cosecheros para 
la Habana y demás Islas si se les auxiliase y se les quitase los 
impedimentos que tienen para poderlo ejecutar?” Al reflexio- 
nar sobre estas limitaciones, un contemporáneo llegó a decir: 

Lo que se saca... de las observaciones referidas es que, a 
excepción de las granas y añiles que se extraen en retorno de 
los géneros y frutos de la Europa, los demás ramos que debían 
hacer un comercio recíproco entre los dos reinos apenas alcan- 
zan al surtimiento de este. . . Dios no lo permita, pero el des- 
cuido con que se miran estos dominios en estos puntos tan 
esenciales, no indica otros fines que la desolación y una catás- 
trofe funesta. . . ¡Pobre reino! 11 

Esos impedimentos, como lo señalaban los hacendados, no 
los había creado la Naturaleza, sino la política comercial de 
la Corona: eran las alcabalas e impuestos que gravaban la 
extracción de los productos; la política de favorecer a unas 
colonias en detrimento de otras; la prohibición de intercam- 
biar productos entre las colonias, y las guerras en que se em- 
peñaba la metrópoli y que elevaban excesivamente los artícu- 
los de importación e impedían la salida de los productos 
nativos. Por ello, para sacar a la agricultura de la decadencia 
en que decían que se encontraba, pedían la supresión de to- 
das las limitaciones originadas por esa política: que “se prohi- 


10 ibid p. 75. 

n Hipólito Villarroel, México por dentro y fuera bajo el gobierno 
de los virreyes. México, Imprenta del C. Alejandro Valdez, 1831, p. 140. 
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ban rigurosamente las introducciones extranjeras en nuestras 
islas de Barlovento de aquellos frutos que perjudican a los 
de este reino”; que se quiten las trabas al comercio exterior 
y se reduzcan los impuestos y “derechos [principalmente el 
de alcabala], suprimiendo totalmente los del maíz y los que se 
cargan sobre aquellos efectos [utensilios de labranza] que 
se dirigen a las haciendas y labores”; y “libertad conveniente 
de emplear la tierra en los usos más provechosos para el 
reino”. 

De esta manera, al buscar los hacendados argumentos que 
los defendieran de la creciente crítica que se abatía sobre 
ellos, poco a poco fueron pasando a la disidencia, pero mu- 
cho más seria, porque atacaba los intereses de la metrópoli 
y abría un boquete más en la unidad de la oligarquía. 

Los hacendados no eran los únicos que se sentían agra- 
viados por la política de la metrópoli. Los comerciantes del 
poderoso Consulado de la ciudad de México habían hecho 
de la crítica una actividad política y algunos no ocultaban su 
franca rebeldía a las leyes sobre libertad de comercio impues- 
tos por la Corona. Los mineros, que estaban en mejor situa- 
ción, continuamente se quejaban por las pérdidas que les 
ocasionaba el monopolio del azogue o las frecuentes guerras 
que les impedían exportar sus metales y recibir instrumentos 
europeos. Nada tiene pues de extraño que en los escritos que 
critican las trabas que se oponen al desarrollo de la Colonia, 
aparezcan unidos comerciantes, mineros y hacendados, aun- 
que siempre encabezados por los primeros. Un ejemplo es el 
famoso informe que el Consulado de comerciantes de Mé- 
xico envió al rey en 1788 (editado por Luis Chávez Orozco 
con el título de Cuadro de la economía novo-hispana en 
1788). Otro, más ampliamente divulgado, lo constituyen los 
escritos de Abad y Queipo y de Humboldt, cuyas críticas a 
la política económica de la metrópoli reproducen las que re- 
cogieron directamente de los miembros de la oligarquía. 

Por otra parte, el desarrollo económico de los años 1770- 
1800 y la política de libre comercio a la que entró la Nueva 
España desde 1789, impulsaron y fortalecieron intereses eco- 
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nómicos que pronto se opusieron a los de la metrópoli. Un 
ejemplo, aunque todavía no estudiado, es el de los propie- 
tarios de obrajes y talleres de manufacturas populares de 
algodón y lana que, gracias a las guerras en que se vio com- 
prometida la metrópoli en el último cuarto del siglo xvm, 
gozaron de una barrera proteccionista que alentó la expansión 
de sus productos. En 1802, cuando los comerciantes de la 
península se enteraron de que los obrajes y artesanías de 
la Nueva España se habían multiplicado enormemente y esta- 
ban produciendo artículos que antes se importaban, pidieron 
que se suprimieran. Este problema, y la controversia que sus- 
citó, mostró una vez más a los novohispanos que el desarrollo 
de la Colonia chocaba abiertamente con el interés de la me- 
trópoli. 

Otro caso, más conocido, fue el ascenso de un nuevo grupo 
de comerciantes criollos y provincianos, como consecuencia de 
las leyes sobre libertad de comercio que arrebataron el mo- 
nopolio de la venta de productos importados a los comercian- 
tes de la ciudad de México. A partir de entonces (1789) , los 
comerciantes de Veracruz, Puebla, Guadalajara y otras regio- 
nes del norte demandaron la creación de consulados inde- 
pendientes en sus propias provincias, entraron en pugna con 
los “monopolistas de la ciudad de México”, que estaban uni- 
dos con los monopolistas de Cádiz, e integraron un grupo 
desligado de los intereses de la metrópoli. 

La oposición de intereses metrópoli-colonia y el surgi- 
miento de nuevos grupos cuyas actividades entraban en con- 
flicto con los intereses de la oligarquía colonial, favoreció la 
causa de los criollos. Para éstos, en tanto que desplazados por 
los españoles de los principales cargos civiles, militares y reli- 
giosos, era evidente que había una oposición fundamental 
entre el interés de la metrópoli y el de la Colonia. Pero los 
nuevos grupos emergentes, y algunos miembros importantes 
de la oligarquía sólo empezaron a aceptar esa realidad cuan- 
do vieron que la Colonia, a pesar de las guerras que la man- 
tenían prácticamente incomunicada de la península, se des- 
arrollaba a un ritmo sorprendente. A fines del siglo xvm, la 
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certidumbre de que la Colonia podía sobrevivir indepen- 
dientemente de la metrópoli había cobrado adeptos en los 
principales grupos y clases de la Nueva España. Y precisa- 
mente en el momento en que esta idea comenzaba a echar 
raíces firmes entre los americanos, la Corona les proporcionó 
el argumento que convirtió esa idea en una verdad irreba- 
tible. 

El 12 de diciembre de 1804 estalló la guerra entre España 
e Inglaterra y esto agudizó la ya precaria situación económi- 
ca de la metrópoli. Como otras veces, la Corona buscó resol- 
ver sus dificultades financieras acudiendo a las colonias. Pero 
en esta ocasión, en lugar de los préstamos voluntarios o for- 
zosos a que generalmente recurría, el 26 de diciembre de 1804 
expidió una real cédula que mandaba recoger, en calidad 
tle préstamo, el capital que se sacara de la venta de los bienes 
raíces que poseía la Iglesia, así como el capital circulante que 
ésta poseía o administraba en las colonias. A cambio de ello 
ofrecía regresar los capitales y pagar un tres por ciento anual 
sobre la cantidad total tomada en préstamo, garantizando el 
pago de la deuda mediante la hipoteca de la renta del tabaco, 
del impuesto de alcabalas y del resto de sus ingresos hacen- 
darios. 

La Real cédula de Consolidación, o Real cédula sobre ena- 
jenación de bienes raíces y cobro de capitales de capellanías 
y obras pías para la consolidación de vales se había aplicado 
ya en España, en 1798. Ahí tuvo al parecer buenos resultados 
porque la principal riqueza de la Iglesia la constituían sus 
bienes raíces y no sus capitales; de manera que al confiscar 
y vender esas propiedades el Estado obtuvo un doble bene- 
ficio: por un lado conseguir dinero para sus arcas, y por otro 
transferir la propiedad de “manos muertas” a “manos vivas”, 
es decir, a los particulares, a quienes para alentarlos a la 
compra de las propiedades confiscadas se les eximió del pago 
de impuestos. Pero en la Nueva España la situación era ra- 
dicalmente diferente. Mientras que la propiedad raíz de la 
Iglesia se estimaba entre 3 y 5 millones de pesos (cifra muy 
discutible) , los capitales por concepto de capellanías y obras 
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pías que ella administraba se calculaban en más de 45 millo- 
nes. Pero la diferencia mayor entre la Iglesia de la metrópoli 
y la de la Colonia era que en la Nueva España esos capi- 
tales, en lugar de permanecer inmóviles o consumirse en 
‘manos muertas”, eran prestados por los juzgados de cape- 
llanías y conventos a miles de agricultores y a un número 
más reducido pero importante de mineros, artesanos y co- 
merciantes. En otras palabras, la aplicación en la Nueva 
España de la real cédula de consolidación equivalía a segar 
la principal fuente de crédito de la agricultura y de otras 
actividades económicas importantes. Peor todavía: como la 
mayoría de las haciendas y ranchos de la Colonia estaban 
sobrecargadas de censos y capellanías y una gran parte de sus 
dueños eran insolventes o incapaces de redimir esas hipote- 
cas, la exigencia de pagar esas deudas para enviar el capital 
a la Corona equivalía a incautar esas propiedades y arrui- 
nar a sus propietarios de una vez y para siempre. Por últi- 
mo, la real cédula, además de poner en crisis la economía, se 
presentaba como el golpe más terrible y jamás osado antes 
contra la Iglesia novohispana, el pilar más estable y respe- 
tado de la sociedad colonial. De ahí que, como lo expresara 
Abad y Queipo, la expedición de esta cédula fuera consi- 
derada por los novohispanos como “el más grande, el más 
grave y el más interesante de cuantos [problemas] ... se han 
ofrecido en la Nueva España desde la conquista hasta hoy”. 12 

El resultado fue impresionante: por primera vez una de- 
cisión de la Corona casi produjo la unanimidad en la Co- 
lonia . . . pero contra la metrópoli. Con la excepción del alto 
clero, de los funcionarios y del consulado de comerciantes 
de México, casi todos los grupos y clases de la sociedad 
colonial olvidaron por un momento las diferencias que los 
separaban y presentaron un frente unido a la aplicación de 


52 Para lo anterior y lo que sigue sobre la Real Cédula de Conso- 
lidación, véanse Romeo Flores Caballero, La contrarrevolución en la 
Independencia. México, El Colegio de México, 1969, pp. 28-65. Estas pá- 
ginas contienen el único estudio publicado sobre un tema tan importante. 
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la real cédula. El rechazo y la protesta se expresaron en di- 
versas formas que todavía no han sido estudiadas, pero su 
manifestación más conocida fueron las famosas Representa- 
ciones dirigidas al rey y al virrey por los grupos más afecta- 
dos: representación de los labradores y comerciantes de 
Valladolid de Michoacán; del Real Tribunal de Minería; 
del Ayuntamiento de la ciudad de México; del cabildo ecle- 
siástico de Michoacán; de los labradores y comerciantes de 
Tehuacán; de los labradores de México; del Ayuntamiento 
de Puebla; del Ayuntamiento de Pátzcuaro; del Ayunta- 
miento de Valladolid ... En todas esas Representaciones 
(todavía no publicadas, a pesar de su importancia enorme) , 
las protestas contra la aplicación de la real cédula se dieron la 
mano con viejos y grandes agravios que los afectados se sin- 
tieron obligados a representar en ese momento: Se acusa al 
rey de desconocimiento de la realidad novohispana; se pone 
en duda su catolicismo; se hace burla de los “beneficios” 
que otorga a las colonias; le advierten que la real cédula 
sólo producirá la pérdida de vasallos y fieles para el Estado 
y la Iglesia; le recuerdan que la Nueva España contribuía 
más de lo que debía a la metrópoli (más de 8 millones anua- 
les) sin recibir beneficios; le anuncian la ruina inminente 
que afectará a la agricultura y a la economía en general como 
consecuencia de la aplicación del real decreto; y de paso 
analizan la situación de la Colonia y proponen otras medi- 
das para impulsar su desarrollo y ayudar a la Corona. 

Con todo, ni esas ni otras protestas impidieron que se 
aplicara en la Nueva España la real cédula de consolidación, 
que estuvo vigente del 6 de septiembre de 1805 al 14 de 
enero de 1809, en que la Regencia, después de examinar 
“muy detenidamente las representaciones de varios cuerpos 
y muchos particulares”, ordenó que cesaran sus efectos. En 
ese lapso se depositaron en las cajas de consolidación alre- 
dedor de 12 millones de pesos, según las estimaciones más 
fundadas. Esa cantidad no resolvió, ni mucho menos, los pro- 
blemas económicos de la metrópoli. En cambio, como lo 
advertían las representaciones, provocó una crisis económica, 
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llenó de temor a los novohispanos por el futuro del país, 
creó desafecciones y aceleró los procesos que se venían ges- 
tando. 

Para la agricultura de la Nueva España, la aplicación de 
la real cédula fue una catástrofe que afectó tanto a los gran- 
des hacendados como a los pequeños labradores, pero espe- 
cialmente a estos últimos. La real cédula disponía que todas 
las fincas urbanas y rurales gravadas con hipotecas o censos 
pertenecientes a capitales de capellanías y obras pías, debe- 
rían cubrir de inmediato el importe de los réditos vencidos, 
entregando una parte del adeudo al contado y la otra en 
plazos. En caso de que los adeudos no fueran pagados pol- 
lo menos hasta una tercera parte del total, la real cédula 
ordenaba que se remataran las propiedades. Así, por efecto 
de la voluntad de un monarca distante que ignoraba la si- 
tuación de la Colonia, los agricultores se enfrentaron a la 
mayor crisis de su historia, pues la mayoría tenía gravadas 
sus haciendas y ranchos con censos e hipotecas que databan 
de muchos años atrás. Los más ricos, como el heredero del 
marqués de Santa Cruz de Jguanzo, el marqués de San Mi- 
guel de Aguayo, el mariscal de Castilla, los herederos del 
marqués del Valle y del marqués de Rivascacho, el marqués 
de la Colina, Gabriel de Yermo, Diego Rull, Manuel Rincón 
Gallardo, los hermanos Fagoaga, el marqués de Uluapa y 
muchos otros grandes propietarios fueron obligados a pagar 
cantidades que fluctuaban entre 450 000 y 20 000 pesos. 
Pero estos ricos propietarios, aunque protestaron y entabla- 
ron pleitos, pudieron pagar esas sumas porque sus propie- 
dades, además de inmensas, eran de las mejores del país, y 
porque muchos de ellos eran acaudalados mineros y comer- 
ciantes. En cambio, para los medianos y pequeños agricul- 
tores la real cédula no podía significar otra cosa más que 
ruina o pérdida de sus propiedades, como lo prueba la larga 
serie de noticias publicadas en las Gazetas de México y el 
Diario de México sobre remates y subastas de ranchos, ha- 
ciendas y ganado. Muchos de ellos, como decían franca- 
mente los labradores de Tepeaca, no podían pagar sus hi- 
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potecas “ni en uno, ni en diez, ni en cincuenta años”; pero 
sometiéndose a la real orden, ponían sus propiedades a dis- 
posición del monarca para “venderlas, quemarlas, y use de 
ellas”. Por otra parte, los que pudieron pagarlas vendiendo 
otros bienes, quedaron sin fondos para habilitarlas, de ma- 
nera que gran parte de las medianas y pequeñas propiedades 
que no fueron rematadas redujeron sus cultivos o quedaron 
eriazas. Esta situación terrible que padeció la agricultura 
entre 1805 y 1809 explica en parte el ascenso incontenible 
de los precios de los productos agrícolas en esos años, que 
a su vez provocó mayor tensión y descontento en el campo y 
en las ciudades. 

La minería, el comercio y las manufacturas, aunque me- 
nos afectadas que la agricultura, resintieron sin embargo la 
reducción del capital circulante por causa de los pagos a las 
cajas de consolidación, lo cual “minoró el giro de los nego- 
cios” y paralizó muchas actividades. Además, como algunos 
de los más prominentes mineros y comerciantes poseían enor- 
mes haciendas cargadas de hipotecas, tuvieron que sustraer 
capital de sus actividades productivas para redimir sus deu- 
das. Con todo, puede decirse que los efectos más sensibles 
de la aplicación de la real cédula de consolidación no fueron 
económicos, sino más bien sociales y políticos. 

Pasado el momento en que los grupos afectados por la 
real cédula parecieron unirse para protestar contra su apli- 
cación, cada uno aprovechó el malestar que ésta había pro- 
pagado para promover sus intereses y afirmar su situación 
política en relación con los otros grupos y la metrópoli. En 
este sentido la real cédula de consolidación fue un reactivo 
que definió los grupos en pugna y clarificó sus intenciones. 

La real cédula de consolidación volvió nítida, por ejem- 
plo, la profunda división que escindía a la Iglesia, tanto 
en el aspecto económico y social (alto y bajo clero) , como en 
las ideas que sustentaban algunos de sus miembros. Con 
excepción de los obispos y cabildos eclesiásticos de Michoa- 
cán y Puebla, que se manifestaron en contra de la real orden, 
los demás miembros del alto clero la apoyaron expresamente, 
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o le dieron su apoyo tácito, reconociendo así su liga con los 
intereses de la metrópoli, a los que debían su posición pri- 
vilegiada. El arzobispo, Francisco Javier Lizana, quien poco 
más tarde sería nombrado virrey, formó parte incluso de la 
junta encargada de hacer cumplir la real orden. En cambio, 
la Representación firmada por Abad y Queipo, que expre- 
saba la opinión de los hacendados y comerciantes de Valla- 
dolid, pero sobre todo las ideas liberales de la Iglesia de esa 
región, fue considerada por los encargados de aplicar la 
orden como “sumamente irrespetuosa e insolente”, casi sub- 
versiva, pues hacía un repaso de los males que padecía 
la Colonia atribuyendo su origen a la administración de la 
metrópoli. Esa crítica, no hay que olvidarlo, debió ser 
escuchada por los curas y párrocos de las villas y pueblos 
más pobres; debió de haber alentado a curas que, como Hi- 
dalgo, además de participar de esas ideas, fueron también 
afectados en sus bienes por la real cédula de consolidación. 
Por último, esa división de intereses e ideas que minaba a 
la Iglesia le impidió considerar, en tanto que cuerpo e ins- 
titución, el significado profundo que entrañaba la real cé- 
dula: el ataque del Estado a los privilegios tradicionales de 
la Iglesia. Sólo el cabildo eclesiástico de Valladolid aludió al 
tema sobre el cual giraría gran parte de la vida del país 
después de consumada la independencia: “¿Y nos podremos 
lisonjear [decían sus representantes] con la seguridad de que 
no se pensará en nuevas exacciones, y que en lo sucesivo 
gozaremos de quieta y pacífica posesión del resto de nues- 
tros bienes?” 

Por su parte, el grupo de criollos que se había atrinche- 
rado en el cabildo de la ciudad de México, encontró en el 
descontento que produjo la real cédula de consolidación la 
oportunidad de hacer escuchar su voz. En su Representación 
los criollos hicieron constar su oposición a la real orden, fun- 
dados en los múltiples daños que recibiría el país y solici- 
taron que fuera revocada. El virrey respondió que las órde- 
nes eran terminantes, les recomendó se excusaran de tomar 
“voz por el reino todo”, y los acusó de emitir juicios “de- 
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masiado avanzados” en relación a los daños que produciría 
el cumplimiento de la real orden. No obstante, la autoridad 
del virrey también fue puesta a prueba en esta ocasión, y no 
tanto por los criollos, como por los comerciantes del Consu- 
lado de México, los oidores de la real audiencia y los altos 
funcionarios que integraban la élite de la oligarquía espa- 
ñola en la Colonia. Este grupo poderoso si bien aprobó la 
ejecución de la orden, acusó al virrey de llevarla a cabo con 
demasiada rigidez y de aumentar el descontento contra la 
metrópoli. Detrás de esas acusaciones estaba el hecho de que 
el virrey Iturrigaray, apoyado en España por el grupo de 
Godoy, que era opuesto al de los comerciantes y funciona- 
rios, se resistía a plegarse a los intereses de éstos, que tradi- 
cionalmente orientaban la política de los virreyes en la 
Colonia. Esta pugna sorda entre criollos, españoles y virrey 
fue una premonición de lo que ocurriría más tarde. En 1808, 
el ejército francés invadió España y obligó a los reyes a 
abdicar la Corona en favor de Napoleón. Los criollos, to- 
mando otra vez la “voz por todo el reino”, solicitaron la 
reunión de un congreso integrado por los cabildos que diera 
solución al problema creado por la prisión de los reyes. El 
virrey Iturrigaray, sin apoyo firme en España, pareció acce- 
der a la petión de los criollos y esto provocó la reacción 
unificada del grupo español (comerciantes, funcionarios, la- 
tifundistas y alto clero) , que por mano precisamente 
de un latifundista, Gabriel de Yermo, depuso al virrey y 
encarceló a los criollos del cabildo de México que ya ma- 
quinaban una conspiración. 

Entre los papeles incautados al padre Melchor de Tala- 
mantes, principal conspirador junto con el licenciado Primo 
de Verdad y Francisco Azcárate, se encontró un proyecto al 
que se ha llamado “Plan de Independencia”. En él se apun- 
tan algunas ideas que habrían de ejecutarse en caso de triun- 
far la causa de los conspiradores. Las únicas que se refieren 
al problema de la tierra son las siguientes: 
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8. Extinguir todos los mayorazgos, vínculos, capellanías y 
cualquiera otras pensiones pertenecientes a individuos existen- 
tes en Europa, incluso el estado y marquesado del Valle. 

10. Extinguir la consolidación, arbitrar medios de indemni- 
zar a los perjudicados, y restituir las cosas a su estado primitivo. 

11. Extinguir todos los subsidios y contribuciones eclesiás- 
ticas, excepto las de media anata y dos novenos. 

12. Arreglar los ramos de comercio, minería, agricultura e 
industria, quitándoles las trabas. 13 

Es evidente que en el texto citado no figuran los dos 
problemas agrarios principales de la época: el latifundismo 
y la situación de los indios. El punto 8 se refiere a una de 
las formas que asumió el latifundio, el mayorazgo, pero sólo 
propone la supresión de los pertenecientes a individuos ra- 
dicados en Europa. El 10 parece querer restaurar la influen- 
cia que tenía la Iglesia sobre el crédito agrícola, al reco- 
mendar “restituir las cosas a su estado primitivo”. El 11, sin 
embargo, parece sugerir la supresión del diezmo, que era una 
de las principales contribuciones que se pagaban a la Igle- 
sia. Por último, las expresiones del punto 12, “arreglar” las 
principales actividades económicas de la Colonia, entre 
ellas la agricultura, “quitándoles las trabas”, parecen refe- 
rirse a las alcabalas y demás derechos que las entorpecían. 
En suma, nada hay aquí sobre el problema de los indios sin 
tierras; nada sobre el latifundio; nada sobre los peones de 
las haciendas; nada sobre el monopolio de granos que ejer- 
cían los hacendados y acaparadores en todas las ciudades del 
reino. Claro, se trataba de un proyecto de conspiradores y no 
de un programa de gobierno. Sin embargo, en todo él se per- 
cibe esa reticencia que mostrará más tarde el criollo para 
abordar el problema agrario. 


u* J. E. Hernández y Dávalos, Colección de documentos para la his- 
toria de la guerra de Independencia de México de 1808 a 1821. México, 
1877, 6 vols. t. I, p. 493. 
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De la esperanza a la frustración , 1810-1821 

El problema agrario, sin embargo, estaba más presente 
que nunca en la Nueva España de esos años. Desde 1790 los 
precios de los productos agrícolas no habían cesado de au- 
mentar y en todas las ciudades crecía el número de reven- 
dedores y las críticas contra ellos. En el campo, una sequía 
tenaz abatió las sementeras en 1808, 1809 y 1810 y convirtió 
a los indios en hombres hambrientos y desesperados. En sep- 
tiembre de ese último año, cuando la crisis agrícola era más 
intensa, el cura Hidalgo lanzó en Dolores el grito que des- 
ató la esperanza en esa masa de miserables. No pronunció 
la palabra tierra; bastó con que denominara al opresor para 
que los indios de los pueblos y los sin tierra, los vagabundos 
y los peones de las haciendas, se unieran a él e integraran 
ese grupo que sólo los insurgentes se atrevieron a llamar 
ejército. El contingente que salió con Hidalgo de Dolores 
apenas sumaba 600 hombres semidesnudos y casi sin armas; 
dos días después llegaba a 5 000; a los cinco días de campaña 
eran 8 000 y al mes componían un ejército de 80 000 hom- 
bres, en su mayor parte de indios e individuos de las castas. 
Sus capitanes y oficiales, en cambio, eran todos criollos. En 
Valladolid (hoy Morelia) , el centro de donde salieron las 
ideas liberales de Abad y Queipo y del obispo San Miguel 
y donde fue educado Hidalgo, se proclamaron los primeros 
decretos sociales de la insurgencia: abolición de la esclavi- 
tud, del tributo y de las cargas que pesaban sobre indios y 
castas. Pero nada se dijo de la tierra. Sin embargo, los indios 
siguieron combatiendo. Sólo hasta llegar a Guadalajara, casi 
al cumplirse tres meses de campaña. Hidalgo tocó el pro- 
blema de la tierra en el siguiente decreto: 

Don Miguel Hidalgo y Costilla, Generalísimo de América, etc. 

Por el presente mando a los jueces y justicias del distrito de 
esta capital, que inmediatamente procedan a la recaudación 
de las rentas vencidas hasta el día, por los arrendamientos de las 
tierras pertenecientes a las comunidades de los naturales, para 
que enterándolas en la caja Nacional se entreguen a los refe- 
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ridos naturales las tierras para su cultivo, sin que para lo suce- 
sivo puedan arrendarse, pues es mi voluntad que su goce sea 
únicamente de los naturales en sus respectivos pueblos. 

Dado en mi Cuartel General de Guadalajara el 5 de Di- 
ciembre de 1810. 

Por mandato de su Alteza 
Lie. Ignacio Rayón, Secretario 34 

Este decreto no es, ni de lejos, el documento agrario de 
donde arranca “el pensamiento social mexicano”, como afir- 
man algunos historiadores; tampoco puede servir de base 
para calificar de “revolución agraria” al movimiento insur- 
gente. El decreto de Hidalgo, el único por cierto que se co- 
noce de él sobre el problema de la tierra, se limita a ordenar 
que los justicias cobren las rentas vencidas hasta esa fecha 
a las personas que tenían arrendadas las tierras de los in- 
dios; y que en lo sucesivo no se arrienden más porque es su 
voluntad que sean cultivadas únicamente por los indios de 
los pueblos. Es decir, Hidalgo no manda restituir las tierras 
despojadas a los indios, ni ordena que se les dote de nuevas 
tierras (como proponían las leyes agrarias de Abad y Queipo 
y del obispo San Miguel) , ni ataca el latifundio. Simple- 
mente se limita a corregir una situación que observó en los 
alrededores de Guadalajara y por ello su decreto sólo obli- 
gaba a las justicias “del distrito de esta capital”. 

Sin embargo, quienes violentando la historia han querido 
ver en Hidalgo “un Zapata de sotana”, han encontrado en 
el siguiente comentario de Abad y Queipo sobre el movi- 
miento que dirigía Hidalgo la prueba de que los insurgen- 
tes estaban animados por “motivaciones agrarias”: 

. . .en cuanto el cura Hidalgo y sus secuaces intentan persuadir 
y persuaden a los indios que son los dueños y señores de la 
tierra, de la cual los despojaron los españoles por conquista y 
que por el mismo medio ellos la restituirán a los mismos indios. 


Documentos para la guerra de Independencia. México, Secretaria 
de Educación Pública, 1945, p. 19. 
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el proyecto del cura Hidalgo constituye una causa particular de 
guerra civil, de anarquía y destrucción . . . 15 

Pero esta afirmación de Abad y Queipo, ya convertido 
en enemigo de la causa insurgente, como otras referencias 
de la prensa insurgente y española al problema de la tierra, 
sólo confirman la utilización de ésta como arma política 
circunstancial, como instrumento para atraer a los indios o 
espantar a los criollos y españoles. Dentro de esta caracte- 
rización cae también el famoso “plan de completa desola- 
ción” que algunos historiadores le atribuyen a Morelos, y que 
mandaba destruir “todas las obras de presas, acueductos, 
caseríos y demás oficinas de los hacendados pudientes, crio- 
llos o gachupines, porque como se ha dicho, a la corta o a la 
larga han de proteger con sus bienes las ideas del déspota 
que aflige al reino”. Este plan, como se ve, es un recurso 
táctico y no un programa agrario. La prueba es que cuando 
en el mismo documento se habla del latifundio y de la con- 
veniencia de dividir las grandes haciendas entre pequeños 
propietarios, no se alude a los indios. He aquí la parte alu- 
dida de ese documento: 

Deben también inutilizarse todas las haciendas grandes cu- 
yos terrenos laboríos pasen de dos leguas cuando mucho, porque 
el beneficio positivo de la agricultura consiste en que muchos 
se dediquen con separación a beneficiar un corto terreno que 
pueda asistir con su trabajo e industria, y no en que un sólo 
particular tenga mucha extensión de tierras infructíferas, es- 
clavizando millares de gentes para que las cultiven por fuerza 
en la clase de gañanes o esclavos, cuando pueden hacerlo como 
propietarios de un terreno limitado, con libertad y beneficio 
suyo y del público. 16 

Con todo, la verdad es que Hidalgo y Morelos fueron 
los caudillos de la insurgencia que más cerca estuvieron de 


15 Lucas AlamAn, Historia de México. México, Ed. Jus, 1942, 5 vols. 
t. III, p. 531. 

ts Documentos para la guerra de Independencia, Op. cit., pp. 60-64. 
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la masa andrajosa y desesperada que los seguía. Esos indios 
y castas sin tierras, abatidos por tres siglos de servidumbre, 
fueron los que le dieron al movimiento insurgente su con- 
tenido popular, su fuerza y su carácter telúrico. 

Esa fuerza era algo que brotaba en efecto de la tierra. 
Pero no pasó más allá de incendiar haciendas y descabezar 
gachupines porque sus dirigentes, los criollos, lo impidieron. 
Desde el primer instante, cuando Hidalgo cae en el vértigo 
de la revolución y se identifica con el pueblo y accede a sus 
violencias, Allende y los demás criollos le reclaman su adhe- 
sión a la fuerza salvaje que amenaza con arrastrarlo y mo- 
dificar el sentido de la revolución. Lo mismo harán más 
tarde con Morelos los licenciados criollos que lo rodean y 
que acabarán por destituirlo como caudillo de la causa po- 
pular. Y es que los criollos, como repetidamente lo expresan 
en sus proclamas y manifiestos, sólo querían despojar a los 
gachupines del mando, “sin ultrajar sus personas y hacien- 
das”, sin modificar el orden de cosas establecido. En primer 
lugar porque lo que ellos buscaban en la independencia era 
sobre todo un cambio político, no social; en segundo, por- 
que temían, quizá tanto como los españoles, el desbordamien- 
to de esa masa de desesperados; y en tercero, porque muchos 
de ellos eran hacendados o hijos de latifundistas. Por eso, a 
medida que se fueron alejando de la causa popular le dieron 
la mano a los miembros de la oligarquía que estaban dis- 
puestos a consumar la independencia sin modificar el orden 
existente. En cambio, la causa de los hombres sin tierra se 
refugió en las montañas, se fragmentó en pequeñas partidas 
de jefes y caudillos locales y finalmente fue aniquilada por 
el compromiso que en 1821 sellaron los criollos y los miem- 
bros de la oligarquía. Los historiadores, más interesados en 
los aspectos políticos de “nuestra gesta revolucionaria”, y 
en aportar su contribución a la ideología oficial, han olvi- 
dado, al igual que los criollos de entonces, esas partidas de 
desarrapados que con sus guerrillas mantuvieron la lucha 
cuando los ejércitos insurgentes fueron derrotados. 

En todo caso, si en algo influyó la causa popular, fue 
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en la unión entre criollos y realistas. Fue a partir de las 
depredaciones que los ejércitos de Hidalgo cometieron en 
los bienes, propiedades y vidas de los blancos, cuando los 
criollos que dirigían la insurgencia, y los españoles y crio- 
llos que la combatían, comprendieron que aquello podía de- 
generar en una lucha de “proletarios contra propietarios’’, 
como decía Alamán. La prueba de que ninguno de los dos 
bandos estaba dispuesto a llegar a esos extremos, es que al 
consumar juntos la independencia en 1821 ni siquiera toma- 
ron en cuenta los acuerdos que sobre la tierra propusieron 
los diputados a las Cortes de Cádiz, ni los que se promul- 
garan en la Constitución de 1812. 

El 26 de mayo de 1810, las Cortes, reunidas entonces en 
la isla de León, expidieron un real decreto que liberaba a los 
indios de los tributos y cargas que pesaban sobre ellos y or- 
denaba que se les repartieran tierras en los siguientes tér- 
minos: 

Y en cuanto a repartimiento de tierras y de aguas, es igual- 
mente nuestra voluntad que el virrey, a la mayor brevedad 
posible, tome las más exactas noticias de los pueblos que tengan 
necesidad de ellas, y con arreglo a las leyes, a las diversas y 
repetidas cédulas de la materia, y a nuestra Real y decidida vo- 
luntad, proceda inmediatamente a repartirlas con el menor per- 
juicio que sea posible de tercero, y con la obligación a los pue- 
blos de ponerlas sin la menor dilación en cultivo. 17 

Este decreto de las Cortes no fue divulgado en la Nueva 
España sino hasta que los indios sin tierra abrazaron la 
causa de Hidalgo. El intendente de Guanajuato, Juan Ma- 
nuel Riaño, lo dio a conocer en el momento preciso en que 
las tropas de Hidalgo se disponían a tomar por asalto a Gua- 
najuato, el 26 de septiembre de 1810, “para volver a ganar, 
si era posible, los ánimos de la gente del pueblo”. Más tar- 


17 Rafael de Alba, La Constitución de 1812 
tico, 1912-13, 2 vols., t. II, pp. 79-81. 


Nueva España. Mé- 
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de, el 5 de octubre de ese mismo año, fue publicado por el 
virrey Venegas en la capital con el mismo propósito. 

El 19 de diciembre de 1810, mientras la revolución se 
propagaba con gran ímpetu en la Nueva España, se leyó 
en las Cortes un papel de Juan López de Cancelada, enemigo 
jurado de los insurgentes , en que solicitaba “que se conce- 
diesen ejidos a los pueblos de América que no los tienen”. 
El sentido de esta proposición, como de otras semejantes, lo 
reveló el diputado mexicano Guiridi y Alcocer en su inter- 
vención del 9 de enero de 1811: 

¿Y cuál es la causa de que haya desaparecido en América la 
tranquilidad? No es otra que las quejas de sus habitantes . . . 
Señor, las prohibiciones, las limitaciones embarazan mucho a los 
americanos: su terreno es feraz en la superficie y riquísimo en 
sus entrañas; mas se les ha prohibido criar muchas plantas ¡y 
aún se les ha mandado muchas veces aserrar las cepas! Están 
dotados de talento perspicaz y de ilustración nada vulgar, y con 
todo, es muy corto el número de americanos que están coloca- 
dos con respecto de los europeos, que allá ocupan los puestos 
superiores, virreinatos, intendencias, togas, grados militares... 
El único modo de salvar las Américas es acudir a curar esta lla- 
ga... 18 

Así, más con el deseo de apagar la revolución que de ha- 
cer justicia, las Cortes otorgaron el 9 de febrero de 1811 
libertad a “los naturales y habitantes de América” para “sem- 
brar y cultivar cuanto la naturaleza y el arte les proporcio- 
nase en aquellos climas y del mismo modo promover la 
industria, manufactura y las artes en toda su extensión”. 
Pero aparte de conceder libertad a los criollos para empren- 
der en las colonias todo tipo de actividades, las Cortes, y 
los diputados mexicanos en particular, se ocuparon del pro- 
blema de la tierra, pues lo consideraban esencial para impe- 
dir que los indios se sumaran a los ejércitos de la insurgen- 


Diario de las sesiones y actas 
318-319. 


de las Cortes 1810-1813, t. II, pp. 
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cia. Así, en la sesión del 4 de abril de 1812, el diputado 
Castillo propuso: 

Que con el objeto de hacer a los indios propietarios y estimu- 
larlos al trabajo, se les repartan porciones de tierra a cada indi- 
viduo que sea casado o mayor de veinticinco años ... el cual 
repartimiento deberá hacerse de la mitad de tierras de comuni- 
dad de cada pueblo, y donde no alcanzare se podrán repartir 
las realengas o baldías. 19 

Esta solución es semejante a la que proponían Abad y 
Queipo y el obispo de San Miguel, pues dispone el reparto 
individual de las tierras de comunidad y la utilización de 
las realengas o baldías cuando aquéllas no fueran suficien- 
tes. Pero para esas fechas (1812) , el problema no sólo era 
otorgar tierras a los indios, sino a las castas, que con entu- 
siasmo y en gran número se sumaban a la revolución. Por 
eso, en la sesión del 20 de noviembre de ese año, el dipu- 
tado por Nuevo México, Pedro Bautista Pino, decía: 

Las castas, Señor, los originarios del Africa, que sin ellos ni 
los cabecillas atizadores hubieran podido dar un paso a la inde- 
pendencia . . . Estos, que son millones, se hallaban sin propiedad 
territorial y ahora sin esperanza de tenerla jamás, según el de- 
creto de V. M. de 13 de marzo de 1811 [que concedía el reparto 
de tierras a los indios pero excluía a las castas] . . . 

En consecuencia, el diputado Pino proponía que todos 
los habitantes de América, especialmente las castas y los in- 
dios, vivieran en poblaciones y que a “cada familia se le 
señalara el terreno competente a la subsistencia necesaria”. 20 

Sin embargo, ni éstas ni otras medidas que las Cortes 
propusieron para dotar de propiedad a los indios y las cas- 
tas se hicieron efectivas. Ni durante la guerra de indepen- 
dencia, ni cuando se consumó ésta. Por otra parte, las Cortes 


i» Ibid., t. XII, p. 407. 

Ibid., pp. 161-163. Texto de las dos citas anteriores. 
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silenciaron el problema del latifundio. Sólo se atacó a los 
mayorazgos, que eran un problema grave en España. Sobre 
los de Nueva España, los diputados José Ignacio Beye de 
Cisneros, José Eduardo Cárdenas y Mariano Mendiola dije- 
ron, en la sesión del 29 de febrero de 1812, que su valor 
excedía los 30 millones de pesos fuertes y propusieron su 
venta por el estado de todos los que no fueran cultivados o 
habitados por sus dueños. Pero todavía en 1822, una comi- 
sión encargada de estudiarlos proponía al emperador Itur- 
bide que los suprimiera, alegando que su existencia estaba 
“en contradicción con nuestra gloriosa independencia". 

En suma: en 1808 un grupo de criollos fraguó una cons- 
piración con el propósito de suplantar a los españoles en los 
puestos de dirección de la Colonia. En ese mismo año la 
oligarquía española, y los criollos unidos a ella, descubrieron 
el complot, encarcelaron a los sediciosos y pusieron ellos a 
su virrey. En 1810 otros criollos, aprovechando la confusión 
que estos acontecimientos y los de España habían creado en 
la Colonia, decidieron que había llegado el momento de 
realizar su viejo anhelo. Pero esta vez, en lugar del complot 
citadino, llamaron en su auxilio a los indios y castas, a los 
hombres más desesperados de la Colonia, y promovieron una 
guerra general. Durante ésta, las banderas que elevaron no 
fueron las de los hombres sin tierras que les daban su fuerza 
y su sangre, sino otra vez la vieja bandera de los criollos. 
Con Hidalgo y con Morelos tuvieron la oportunidad de en- 
cabezar y hacer triunfar una guerra de “proletarios contra 
propietarios”, pero sus intereses fueron más fuertes y al fin, 
sin la fuerza de los hombres sin tierra, que habían perdido 
la esperanza en ellos y los habían abandonado o luchaban 
solos por su causa, firmaron un pacto con sus enemigos. En 
todo ello poco tuvo que ver el problema de la tierra, salvo 
como recurso para atraer a los indios y castas a los campos 
de batalla. 
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Una incógnita más importante que la concerniente a la pu- 
blicación de la Constitución de Apatzingán (véase Historia 
Mexicana , Vol. XIX, Núm. 1, jul.-sep. 1969, pp. 11-22) es la 
de sus verdaderos autores. Los historiadores del movimien- 
to de independencia han ignorado el tema de la paternidad 
de la Constitución, 1 o han atribuido prácticamente a todos 
los miembros del Congreso alguna participación. 2 Importa 
determinar quién redactó la Constitución, porque sin ha- 
cerlo es difícil entender por qué resultan de ella cuestiones 
tan peculiares como una legislatura omnipotente, un ejecu- 
tivo sin poder y el control de las fuerzas armadas por la 


3 Este es el caso de historiadores del siglo xix tales como Carlos 
María Bustamante, Lucas Alamán, José María Mora, Lorenzo de Za- 
vala y Julio Zárate. 

2 Véanse, José Miranda, Las ideas y las instituciones politicas mexi- 
canas. Primera parte: 1521-1820 (México, 1952) , pp. 353-354 (citadas 
en adelante como Ideas e instituciones); W. H. Timmons, “The Political 
and Social Ideas of José María Morelos, 1810-1814”, en T. E. Cotner y 
C. Castañeda, eds. Essays in Mexican History (Austin, 1958) , p. 87; 
Jesús Reyes Heroles, El liberalismo mexicano (3 vols. México, 1957- 
61) , I, pp. 24-25; Ernesto de ea Torre Villar, La Constitución de 
Apatzingán y los creadores del Estado mexicano, p. 77; Jesús Castañón 
Rodríguez, “Los constituyentes” en Estudios sobre el decreto constitu- 
cional de Apatzingán (México, UNAM, 1964) , pp. 9-41. Por otra parte, 
Manuel Miranda Marrón en Vida y escritos del héroe insurgente An- 
drés Quintana Roo (México, 1910) , p. 32, hace la aseveración, no docu- 
mentada, de que Quintana fue el único autor de la Constitución de 
Apatzingán. 
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autoridad civil. Estas características indican que la Consti- 
tución fue probablemente la obra de hombres que habían 
servido a la Independencia fundamentalmente como civiles 
y que, además, deseaban mantener un liderazgo colectivo. La 
presencia de un ejecutivo débil revela también que los re- 
dactores estaban decididos —como Rayón y Morelos lo ha- 
bían estado antes— a impedir que un solo hombre dominara 
el gobierno. 

Aunque es todavía imposible señalar con certeza cuáles 
legisladores redactaron la Constitución de Apatzingán, algu- 
nos documentos publicados y otros inéditos permiten restrin- 
gir su paternidad a una media docena de hombres intere- 
sados en preservar la supremacía del Congreso, y que 
estuvieron presentes en Tiripitío y en la hacienda de Santa 
Efigenia, donde residió el Congreso y se redactó la Consti- 
tución durante los meses de junio a agosto de 1814. 

Los documentos inéditos revelan que entre junio 7 y 
agosto 9 de 1814, los miembros del Congreso presentes en 
Tiripitío y Santa Efigenia, salvo breves ausencias, fueron: 
el licenciado Manuel de Alderete y Soria, el doctor José 
Sixto Berduzco, el licenciado José Sotero Castañeda, el doc- 
tor José Manuel de Herrera, el doctor José María Liceaga, 
el licenciado José María Ponce de León, el licenciado Andrés 
Quintana Roo, Antonio Sesma y el licenciado Cornelio Ortiz 
de Zárate. 3 Otros documentos revelan que tres de estos dipu- 
tados, los señores Liceaga, Berduzco y Sesma fungieron como 
miembros de la Comisión de Hacienda del Congreso durante 
los meses en que se redactaba la Constitución. El “Cuaderno 
de las disposiciones de la Comisión de Hacienda” indica que 
Berduzco, Liceaga y Sesma sostuvieron una correspondencia 
voluminosa con agentes y guerrilleros del sur de Michoacán, 
norte de Guerrero y Guanajuato, y que los problemas fi- 


3 Esto se demuestra en el documento "Cuenta de los gastos eroga- 
dos por los Excmos. Sres. Vocales que componen el Supremo Congreso 
Nacional”, 7 de junio-9 de agosto de 1814, en AGN, Ramo de Historia: 
Operaciones de Guerra, vol. 923, ff. 160-170. 
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nancieros que les ocupaban probablemente impidieron su 
participación en la redacción de la Constitución. 4 Más aún, 
ninguno de los tres había dado muestra de interés o aptitud 
en la legislación o la teoría política, y sí en la organización 
y la administración de las finanzas. 5 * 7 

En el testimonio dado a sus captores realistas en noviem- 
bre de 1815, Morelos reveló en un momento dado que la 
comisión nombrada originalmente —en noviembre de 181 3 — 
para redactar una constitución, incluía a José Sotero de Cas- 
tañeda, a José Manuel de Herrera y a Andrés Quintana 
Roo. 0 Días más tarde, ante la misma pregunta, Morelos re- 
pitió los nombres de Quintana y Herrera pero identificó al 
tercer miembro de la Comisión Redactor a como Carlos Ma- 
ría Bustamanted La discrepancia en el testimonio de More- 
los se debió probablemente a que a principios de enero de 
1814, Bustamante dejó el Congreso en Chilpancingo para 
regresar con Rayón a su ciudad natal, Oaxaca, y se nombró 
a Castañeda para sustituirle en su trabajo de redactor de la 
Constitución. 

La evidencia documental existente indica que sólo la 
Comisión de Hacienda y la Comisión Redactora funciona- 


4 “Cuaderno de las disposiciones de la Comisión de Hacienda, com- 
puesta de los Sres. Presidente Liceaga, y vocales Berduzco y Sesma”, 
21 de mayo a 27 de septiembre de 1814, en, Ibid., vol. 923, ff. 128-154. 

Antonio Sesma fungió como tesorero de Morelos hasta su nom- 
bramiento al Congreso a principios de 1814. En noviembre de 1811 
I.iceaga presentó un proyecto detallado de reformas fiscales a sus cole- 
gas de la Junta de Zitácuaro; Ibid., Ramo de Historia, Vol. 116, sección 
7, ff. 179-184. Después de la separación de los miembros de la Junta, 
Berduzco llevó cuenta cuidadosa de cada peso que gastó; Ibid., Ramo 
de Historia: Operaciones de Guerra, vol. 911, ff. 27-80; vol. 922, passim. 

>'• Testimonio de Morelos del 25 de noviembre de 1815, “El promotor 
fiscal de este Santo Oficio contra D. José María Morelos”, en Boletín 
del Archivo General de la Nación, XXIX (1958), pp. 229-230. 

7 Testimonio de Morelos ante el juez de Audiencia Miguel Bataller 
del 30 de noviembre de 1815 en Juan E. Hernández y Dávalos (ed.) , Co- 
lección de documentos para la historia de la guerra de Independencia 
de México de 1808 a 1821 (6 vols.; México, 1887-1892) , VI, 29. De aquí 
en adelante citada como CDH. 
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ron durante los meses de junio a agosto de 1814 y que los 
tres delegados restantes, los abogados Alderete, Ponce y 
Zarate, no eran miembros de la Comisión de Hacienda. 
Ellos, o bien desarrollaron funciones diversas, o ayudaron 
a Castañeda, Herrera y Quintana en la redacción de la Cons- 
titución. La posibilidad de que ayudaran a la redacción 
aumenta si se toma en cuenta que los tres eran abogados 
y por tanto, calificados para participar en la tarea. Por otra 
parte, en 1816, después de la dispersión del Congreso de 
Chilpancingo, Castañeda, Ponce y Zárate (Alderete murió 
en diciembre de 1814) se refugiaron en territorio controlado 
por el guerrillero Guadalupe Victoria y formularon un plan 
detallado de gobierno que Victoria apoyó por algún tiempo. s 

Aunque no es posible precisar las contribuciones de He- 
rrera, Quintana, Castañeda, Alderete, Ponce y Zárate en la 
Constitución de Apatzingán, es probable que Quintana y 
Herrera dominaran la Comisión Redactora. Ambos habían 
adquirido prominencia como editores de periódicos, el pri- 
mero como editor del periódico de Rayón, Semanario Pa- 
triótico Americano , y el último, como el primer editor del 
Correo Americano del Sur , de Morelos. Sus artículos indican 
que ambos conocían y se interesaban en los acontecimientos 
políticos y constitucionales de Francia, España, y en menor 
grado, de Estados Unidos.® 

La evidencia que proporciona la Constitución de Apat- 
zingán misma, apuntala la idea de que Castañeda, Herrera 
y Quintana con la ayuda de Alderete, Ponce y Zárate, fue- 
ron sus autores probables. Como se mencionó anteriormente, 
la forma de gobierno delineada en la Constitución de Apat- 
zingán proveía de una legislatura omnipotente, un poder 


s “Proyecto de gobierno de las Provincias Orientales de México", 
del 24 de agosto de 1816, en AGN, Ramo de Historia: Operaciones de 
Guerra, vol. 931, ff. 283-289. 

9 Herrera, por ejemplo, confundió la Constitución de Pennsylvania 
redactarla por William Penn con la Constitución de 1789. Véase su ar- 
tículo en el Correo Americano del Sur, núm. 9, 22 de abril de 1813, 
pp. 71-72. 
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ejecutivo débil y el control civil del esfuerzo bélico. Estas 
medidas sugieren que los redactores de la Constitución fue- 
ron hombres cuyas intenciones eran preservar y aumentar los 
poderes del Congreso de Chilpancingo, y que no tenían 
deseos de regresar al caudillismo militar de Rayón o de Mo- 
relos. De los seis considerados aquí como probables autores 
de la Constitución, ninguno, salvo Ponce, había ocupado un 
puesto militar o había aspirado a tal posición. Antes de par- 
ticipar en el Congreso habían ocupado sólo puestos civiles, 
ya fuera con Rayón o Morelos y, en la mayoría de los 
casos, con ambos. Carecían de una base de poder propio 
y cada uno de ellos tenía intereses creados en la preserva- 
ción e incremento de los poderes del legislativo. Si conti- 
nuaban sirviendo a la causa independentista tenían la alter- 
nativa de reforzar al Congreso o de aceptar una posición 
subordinada ante Rayón o algún otro guerrillero indepen- 
diente. El hecho de que los seis hubieran escogido perma- 
necer en el legislativo y de que soportaran nueve meses de 
penalidades después de su dispersión en Chilpancingo, prue- 
ba su lealtad a ese organismo y su deseo de preservarlo. Sólo 
un miembro del grupo. Quintana, abandonó el Congreso 
antes de la promulgación de la Constitución en el mes de 
octubre; el resto se quedó para asumir puestos en el nuevo 
gobierno inaugurado por la Constitución. 10 

La mayoría de los autores que se han avocado al estudio 
del problema de la paternidad de la Constitución de Apat- 


10 El lo de diciembre de 1814 Quintana escribió al presidente del 
Congreso, Liceaga, que dadas las circunstancias, rehusaba reunirse 
al Congreso, desoyendo sus dos llamados al efecto. En un pasaje espe- 
cialmente amargo, escribió: “¡Cuánto sentiré que esos señores insistan 
en llamarme para hacerme el objeto de sus burletas y desprecios! Se 
equivocan torpemente si creen que he de ir a ver las inepcias y juegos 
pueriles con que se divierten en las discusiones a expensas tal vez de 
los hombres de bien que están animados de las mejores intenciones.” 
Quintana a Liceaga, Laureles, lo de diciembre de 1814. En Box 18, 
Latín American Manuscript Collection, Yale University Library. Hasta 
donde sabe la autora, esta carta nunca había sido citada. 
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zingán incluyen a Carlos María Bustamante entre sus auto- 
res. Hay razones para pensar que el proyecto de constitu- 
ción hecho por Bustamante en Oaxaca en junio de 1813 y 
que estipulaba una residencia o juicio legal para los fun- 
cionarios públicos al final de su ejercicio, pudo haber sido 
utilizado por Quintana y sus colegas. 11 Aun así, la Comisión 
Redactora utilizó otra fuente, los artículos del liberal espa- 
ñol Alberto Sista en El Espectador Sevillano que se reimpri- 
mieron en México a principios de 1810 por J. Arizpe, y que 
también recomendaban la residencia. Parece pues improba- 
ble que la idea de Bustamante haya sido la única utilizada 
por la Comisión Redactora. Desafortunadamente, todavía no 
se encuentra una copia del proyecto de constitución de Bus- 
tamante de junio de 1813 y es por tanto imposible evaluar 
su contribución total a la Constitución de Apatzingán. 12 
Todo lo que se puede asegurar es que abandonó el Congreso 
en enero de 1814, que no se hallaba en él cuando se redactó 
la Constitución en los meses de junio a agosto de ese año y 
que de hecho nunca regresó al Congreso mientras éste con- 
tinuó funcionando durante 1814 y 1815. 13 


n El 26 de mayo de 1813 Bustamante escribió a Morelos que los 
miembros del nuevo Congreso deberían estar "sujetos a un juicio inexo- 
rable de residencia”, CDH, V, 50-51. El 13 de julio de 1813 Quin- 
tana escribió a Bustamante diciéndole que estaba impresionado con su 
proyecto de constitución "especialmente el capítulo referente a la orga- 
nización de juicios”, lbid., V, 145. 

’2 En su Cuadro Histórico Bustamante se refirió sólo una vez a su 
proyecto de constitución de 1813 y para nada mencionó a la Constitu- 
ción de Apatzingán. Con respecto a su proyecto anotó en el vol. I de 
su Cuadro histórico: "Yo remití al Sr. Morelos un proyecto de consti- 
tución del que por entonces no se hizo caso.” Citado por Ernesto 
Lemoine Villalcana, "Zitácuaro, Chilpancingo y Apatzingán, tres gran- 
des momentos de la insuigencia mexicana”. Boletín del Archivo Gene- 
ral de la Nación (julio-agosto de 1963) , vol. IV, núm. 3, p. 420. 

13 Como su amigo Quintana, Bustamante no estaba en buenos tér- 
minos con el Congreso de Chilpancingo, y el señor Lemoine Villalcaba 
observa con razón que: “muy parca y malhumorada es la relación que 
del Congreso hace don Carlos María en estas pocas páginas” (En la 
décima carta del Cuadro histórico), lbid., p. 421. 
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La paternidad de la Constitución se ha atribuido tam- 
bién a Morelos, a Rayón y a Cos, pero ninguno de los tres 
estaba presente en las haciendas de Tiripitío y Santa Efi- 
genia cuando la carta fue redactada. No hay evidencia de 
que alguno de ellos comunicara sus ideas a la Comisión 
Redactora en 1814, o de que hayan pretendido participar 
en la redacción del código de Apatzingán. 

De los tres, sólo Morelos aclaró su papel en la redacción 
de la Constitución. El 24 de noviembre de 1815 después de 
su captura por los realistas, al ser interrogado por el inqui- 
sidor Manuel de Flores, Morelos declaró que sus únicas con- 
tribuciones a la Constitución fueron proveer a la Comisión 
de una copia de seis números del periódico español El Es- 
pectador Sevillano, mencionado arriba, y dar a sus colegas 
una copia de la Constitución de Cádiz de 18 12. 14 Es cierto 
que varios de los principios generales enunciados por Mo- 
relos en sus “Sentimientos de la Nación” se encuentran en 
la carta de Apatzingán, pero estos principios fueron pro- 
piedad común de todos los liberales de los siglos xvm y xix. 
La idea de una dictadura militar, sostenida por Morelos 
hasta su derrota, era precisamente el concepto más ardua- 
mente rechazado por los autores de la Constitución de Apat- 
zingán. Wilbert H. Timmons está probablemente en lo 
cierto cuando concluye que “sólo en un sentido negativo, 
juzgando por el miedo al militarismo y a la dictadura es 
evidente en la Constitución [de Apatzingán], que Morelos 
ejerció influencia sobre ella”. 15 

¿Qué papel, si alguno, jugó Rayón en la redacción de la 
Constitución de Apatzingán? José Miranda detectó la in- 
fluencia de Rayón en las estipulaciones relativas a un ejecu- 
tivo compuesto por tres miembros. Esto se debe a que Ra- 
yón en su Junta y en sus Elementos Constitucionales 


14 “El promotor fiscal de este Santo Oficio contra Don José María 
Morelos”, Boletín del Archivo General de la Nación, XIX (1958) , p. 229. 

15 Timmons, "The Political and Social Ideas of José María Morelos”, 
p. 87. 
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establecía esa forma de gobierno. 16 Sin embargo, Miranda 
no tomó en cuenta que Rayón había deseado un gobierno 
de tres hombres y no meramente un ejecutivo compuesto 
por tres miembros. Tampoco tomó en consideración que Ra- 
yón se había unido al Congreso contra su voluntad, que había 
partido a la primera oportunidad y se había pronunciado 
desde el principio contra las pretensiones del Congreso a 
convertirse en la autoridad suprema. Aún más, la Constitu- 
ción de Apatzingán no reconoció la pretensión de Rayón al 
liderazgo vitalicio de la revolución de independencia, con 
base en los títulos que heredara de Hidalgo, Allende y Al- 
dama y sí en cambio estipuló, que todos los diputados serían 
elegidos por un período de tiempo limitado y que todos se- 
rían absolutamente iguales en el ejercicio del poder. En 
general, parece ser que Rayón, al igual que Morelos, ejerció 
influencia sobre la Constitución de Apatzingán sólo en un 
sentido negativo. El artículo cuarto de ese código estableció 
llanamente que los gobiernos no se instituyen para honrar 
o servir los intereses privados de ninguna familia, individuo o 
clase de individuos. Por su parte, el artículo décimo segundo 
señaló que el gobierno se dividiría en las tres ramas tra- 
dicionales y que los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, 
no podían ser ejercidos por una sola persona o corporación. 
El artículo vigésimo quinto de la Constitución de Apatzingán 
declaró que ningún ciudadano podría obtener otras ventajas 
que las ganadas en virtud de sus servicios al Estado y que 
éstas no constituirían títulos transferibles o hereditarios. Asi- 
mismo declaró que la idea de un legislador o magistrado 
nato era contraria a la razón. 17 Estos tres artículos iban di- 
rigidos contra Rayón y Morelos, y contra cualquier otro in- 


16 José Miranda, Ideas e instituciones, pp. 353-354. 
n El título completo de la Constitución de Apatzingán es Decreto 
constitucional para la libertad de la América mexicana. Sancionado en 
Apatzingán a 22 de octubre de 1814. La edición utilizada aquí, es la 
original de 1814, una copia de la cual se encuentra en la Bancroft 
Library de la Universidad de California en Berkeley. 
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tentó futuro de establecer un gobierno dominado por un 
solo hombre. 

Es difícil esclarecer el papel de José María Cos en la re- 
dacción de la Constitución de Apatzingán. Como uno de los 
propagandistas más originales y creativos del derecho a la 
revolución, Cos estaba, por experiencia e inclinación, tan 
calificado como Quintana para participar en las labores de 
la Comisión Redactora. Sin embargo, después de la separa- 
ción de los miembros de la Junta de Zitácuaro, Cos se con- 
virtió en un guerrillero independiente, activo en Guanajuato, 
y al parecer encontró agradable esta nueva vida. Al igual 
que Rayón, sólo con gran renuencia se unió al Congreso de 
Chilpancingo en enero de 1814, cuatro meses después del 
inicio de sus sesiones. 18 Escasamente un mes más tarde, dejó 
el Congreso para hacerse cargo de un mando militar en el 
norte de Michoacán y no regresó sino hasta octubre de 1814. 
No hay prueba de que Cos haya ofrecido alguna sugestión 
específica a los redactores o siquiera de que se haya comu- 
nicado con uno o varios de los miembros del Congreso du- 
rante los meses de junio a septiembre de 1814. Más tarde, en 
agosto de 1815, Cos rechazó el gobierno establecido por el 
código de Apatzingán arguyendo que sólo los militares te- 
nían apoyo popular y que, por tanto, éste era el grupo que 
debía gobernar. 19 Esto parece indicar que Cos, aunque faci- 
litó la imprenta que editara la Constitución de Apatzingán, 
probablemente tuvo muy poco o nada que ver con su re- 
dacción. 

Se nos asegura a menudo que todos los insurgentes impor- 
tantes aún vivos en 1814, tuvieron algo que ver con la redac- 
ción de la Constitución de Apatzingán. Un bajorrelieve del 
monumento a la Constitución de 1814 situado en la plaza 


18 De acuerdo con Bustamante, Cos siempre manifestó un deseo de 
estar a la cabeza de un ejército. Bustamante, La Constitución de Apat- 
zingán, pp. 240-241. 

u> Cos a Encarnación López el 30 de agosto de 1815 en AGN Ramo 
de Historia: Operaciones de Guerra, vol. 940, f. 94. 
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central de Apatzingán, refuerza esta tradición. En él se ve 
a Morelos como director de la Comisión Redactora, con 
Rayón, Berduzco, Liceaga, Bustamante y Cos, entre otros, 
ocupando lugares prominentes en el Ayuntamiento de Apat- 
zingán donde se supone que se redactó la Constitución. Los 
documentos, sin embargo, revelan otra historia. En primer 
lugar, la Constitución no se redactó, sólo se promulgó en 
Apatzingán. En segundo lugar. Rayón, Bustamante, Cos y 
Morelos, nunca participaron en las reuniones de la Comi- 
sión Redactora llevadas a cabo en las haciendas de Tiripitío 
y Santa Efigenia. Por su parte, Berduzco y Liceaga estaban 
demasiado ocupados con problemas financieros para parti- 
cipar en la labor redactora. 

Los autores probables de la Constitución de Apatzingán 
fueron cinco abogados y un clérigo, quienes como resultado 
de las faltas tanto de Rayón como de Morelos, decidieron 
prevenir el surgimiento de otra dictadura. Aunque menos 
conocidos que Hidalgo, Rayón y Morelos, los principales 
miembros de la Comisión Redactora de la Constitución de 
Apatzingán no eran unos desconocidos. Antes de 1814 tanto 
Quintana como Herrera se habían hecho famosos como 
editores de periódicos, y después de la Independencia, el 
segundo sirvió como secretario de Relaciones Exteriores de 
Iturbide y Quintana como subsecretario de la misma depen- 
dencia. 20 Castañeda se distinguió después de la Independen- 
cia como miembro de la Suprema Corte de Justicia. 21 Alde- 
rete y Zárate murieron antes de que se consumara la 


20 Una descripción breve de los servicios públicos prestados por 
Herrera puede encontrarse en la obra de Urbina, et al. (eds.) , Antolo- 
gía del centenario, II, 827-828. En la obra de Miranda Marrón intitu- 
lada Vida y escritos del héroe insurgente licenciado D. Andrés Quintana 
Roo se puede encontrar una descripción más detallada de la carrera 
de Quintana Roo. 

Véase, “José Sotero Castañeda”, en: Alberto Leduc, Luis Lara 
y Pardo, y Carlos Roumagnac (eds.) , Diccionario de geografía, histo- 
ria y biografía mexicanas (México: Librería de la Vda. de C. Bouret, 
1910) , p. 151. 
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Independencia y sólo Ponce de León, el sexto miembro pro- 
bable de la Comisión Redactara de 1814, se hundió en el 
olvido después de conquistada la Independencia. 

Uno quisiera creer que, como lo pinta el bajorrelieve de 
Apatzingán, todos los líderes de la Independencia trabajaron 
unidos en paz y armonía en la preparación de una consti- 
tución que estableciera un gobierno aceptado por todos. 
Pero no fue ése el caso. La Constitución de Apatzingán fue 
la obra de un puñado de teóricos civiles convencidos de que 
el gobierno dominado por un caudillo militar no era sólo 
ineficiente o desmoralizador sino que era, para usar la ex- 
presión de los constitucionalistas mexicanos, “contrario a la 
razón”. 
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Este trabajo es el resultado del examen y análisis del pen- 
samiento impreso de algunos de los participantes históricos 
de la independencia mexicana . 1 

Hacia fines del siglo xvm y principios del xix, existía 
en Hispanoamérica una distinción entre una minoría culta 
y una mayoría iletrada. Para el caso de este estudio tal dis- 
tinción no invalida, como podría suceder en otras situaciones 
históricas, el proceso de inferir los factores dinámicos del 
pasado, exclusivamente de los textos escritos. Muchas cosas 
parecen indicar que los movimientos de independencia his- 
panoamericanos, lejos de haber sido levantamientos inspi- 
rados por las masas, fueron revoluciones políticas organiza- 
das y propulsadas por las clases medias cultas y algunos 
grupos de las altas. Investigaciones recientes señalan que la 
Independencia se orientó hacia la transferencia de la auto- 
ridad, de los administradores políticos y económicos espa- 
ñoles, a los administradores nativos. En lo tocante a la ini- 
ciativa, el papel de las masas fue menor . 2 Si aceptamos estos 


1 La fuente primaria de este estudio es la colección de panfletos 
latinoamericanos de la Universidad de Yale, en New Haven, Connecticut. 
Para el uso de quien deseara consultar tales panfletos, diré aquí que 
están guardados en dos lugares de los pabellones de la Sterling Library: 
una primera colección grande, sin clasificar, de panfletos (relativos pri- 
mordialmente a México y el Perú) archivados en una jaula cerrada en 
el sótano; y una muestra de esta colección, catalogada en cajas por país 
y año, en el último piso de la torre de archivo. Los panfletos fueron 
accesibles para mí a través del señor Lee Williams, del personal de la 
librería de Yale. 

2 Jaime Delgado, La Independencia hispanoamericana (Madrid, Ins- 
tituto de Cultura, 1960) , pp. 35-46; Charles C. Griffin, introducción a 
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supuestos, deja de parecer impropio el intento de compren- 
der la razón teórica del movimiento de Independencia, a 
través del examen de la literatura que produjeron los grupos 
sociales más altos. 

¿Qué inspiró la determinación de los mexicanos cultos 
del primer cuarto del xix, para modificar primero y final- 
mente romper el sistema político que España mantenía con 
sus colonias? 

La literatura panfletaria señala dos temas generales: pri- 
mero, que las condiciones del período alentaron el surgi- 
miento de un nuevo conjunto de ideas sobre España; 
y segundo, que estas ideas modificaron la concepción de 
América. 


La idea de España 

Los panfletos reflejan actitudes contrastantes hacia Es- 
paña: amor y respeto; odio y degradación. Los panfletistas 
insistieron en los valores tradicionales de la cultura y las ins- 
tituciones españolas, y en su superposición a la experiencia 
del nuevo mundo. Al mismo tiempo sus críticas expresaban 
una convicción en torno al reciente deterioro de los valores 
de España. 

Un comentador de los vicios del poder español, el autor 
anónimo del Articulo comunicado al redactor general, es- 
cribió: “El altar y el trono. . . en una monarquía justa, son 
los reguladores de las costumbres políticas, el barómetro 
exacto del mérito y la justicia, y el más sólido apoyo de la 
razón y el orden ...” 3 El amante de la Constitución , descri- 


l.as actas de independencia, editadas por Javier Malagón Barceló (Wash- 
ington, D. C., Unión Panamericana, 1955) , XVIII; y Francisco Mateos, 
S. J., “Influencia del Despotismo Ilustrado Español en la Emancipación 
Americana”, Revista Chilena de Historia y Geografía, nüm. 126, 1958, 
pp. 128-179. 

• ! D. A. y C., Articulo Comunicado al Redactor General, México, 1813, 
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bía la tradición de las instituciones monárquicas como un 
contrato de “...recíproco amor entre los pueblos y el prín- 
cipe... la mejor garantía de la prosperidad del estado”. 4 
Tales testimonios sugieren la existencia de un respeto por 
las tradiciones nacionales españolas, en materia de autoridad 
religiosa y secular. 

Estas tradiciones identificaban los conceptos de trono y 
de altar, con el de justicia; el fundamento del Estado residía 
en las relaciones del rey con el pueblo; la monarquía pare- 
cía legítima y ajustada a la estructura de la mentalidad po- 
pular. 

Los escritores de los panfletos sentían que el orden pos- 
napoleónico, debía tener sus orígenes, por necesidad, en el 
pasado español. 

De acuerdo con un escritor de 1810, España y América 
no debían olvidar sus tradiciones comunes y su historia mu- 
tua, como bases para dar solución a los problemas que pu- 
diera plantear el futuro. 5 

Otro escritor esperaba ver una reunificación de los inte- 
reses españoles y americanos fundamentales, preservando los 
valores hispánicos y asegurando a los americanos la libertad 
y el derecho a prosperar. 6 Incluso algunos de los panfletistas 
que negaron la posibilidad de una nueva unión política con 
España, reafirmaron los lazos tradicionales como cimientos 
del pasado y de los acontecimientos futuros. Un panfletista de 
Puebla esperaba que con un Estado nuevo e independiente, 
las tierras americanas y las peninsulares pudieran llegar a 
asociarse en un trato recíproco, dentro del mundo hispá- 
nico. 7 


* "El Amante de la Constitución”, Discurso Segundo. México, im- 
prenta de D. Mariano de Ontiveros, 1820, p. 1. 

5 Exhortación que dirige a los Habitantes de Valladolid su Diptitado. 
México, la Imprenta de Jáuregui, 1810. 

6 Profecías Políticas a Favor de Nuestra Independencia, México, Im- 
prenta (contraria al despotismo) de D. J. M. Benavente y Socios, 1821, 
p. 9. 

r M. de B., Manifiesto al Mundo; la Justicia y la Necesidad de la 
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Salvador María Jesuelenc, escribió que la vieja España 
siempre había creído que las Américas se volverían indepen- 
dientes en cuanto maduraran, y que después de ello, América 
y España construirían entre sí nuevos vínculos. 8 Los actores 
de la Independencia mexicana fueron conscientes de la con- 
tinuidad de las tradiciones españolas que compartían. En el 
caso de México, esto podría limitar la observación de Jaime 
Delgado sobre “...la aparición (en la Independencia) de 
un modo o tipo de hombre que es y se siente distinto al 
europeo, y al español muy concretamente ...” 9 

Para los panfletistas, la grieta primaria del viejo sistema 
residía en el deterioro de la monarquía. Aseveraron repeti- 
damente la transición de una administración del imperio 
español relativamente equilibrada, a una época de degene- 
ración. 10 

El amante de la Constitución lamentaba que los vicios de 
los hombres, a lo largo de los años, hubieran destruido el 
nexo contractual entre el rey y el pueblo. 11 Los ataques 
de estos críticos se dirigían específicamente a la decaden- 
cia de la monarquía bajo el poder de los Borbones. El mismo 
escritor que había descrito el ideal monárquico como “. . .el 
barómetro exacto del mérito y la justicia...”, se quejaba 
de los Borbones en términos ásperos: 

... el vergonzoso cúmulo de hechos que (para eterno oprobio 
de España) será cruel testigo de la degradación del precedente 


Independencia de la Nueva España, Puebla, Imprenta Liberal de Mo- 
reno Hermanos, 1821, pp. 18-19. 

s Salvador María Jesuelenc, Felicidad General e Individual por la 
Independencia, México, Imprenta de d. Celestino de la Torre, 1821, 
PP. 1-2. 

s> Jaime Delgado, Introducción a la Historia de América, Madrid, 
Ediciones de Cultura Hispánica, 1957, p. 161. 

10 Quirino Sánchez, Documentos para la Historia General de la Re- 
volución de la América Española, México, Imprenta de d. J. M. Bena- 
vente y Socios, 1821, p. 1. 

11 El Amante de la Constitución, p. 1. 
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reynado; dinastía cuyas feas manchas sólo han podido lavarse 
con la noble resolución de la heroycidad nacional ... 12 

La Suprema Junta Gubernativa del Reyno, enfilaba contra 

una tiranía de veinte años, ejercitada por las manos más inep- 
tas que jamás se conocieron (que) había puesto a nuestra 
patria en las orillas del precipicio. 

Para esta concepción, fueron los Borbones quienes crearon 
una situación de la medida de la invasión napoleónica. 

El opresor de la Europa vio llegado el momento de arro- 
jarse sobre una presa que tanto ha codiciado, y de añadir el 
florón más brillante y rico a su ensangrentada corona. Todo 
al parecer halagaba su esperanza: la Nación desunida de su 
gobierno por odio y por desprecio: la Familia Real dividida: 
el suspirado Heredero del trono, acusado, calumniado y, si 
posible fuera, envilecido: la fuerza pública dispersa y desor- 
ganizada: apurados los recursos... 13 

Los panfletistas condenaron a los consejeros reales y a 
la Iglesia establecida, más que a los reyes individualmente. 
Un escritor describió la constitución propuesta en 1820, 
como un árbitro bienvenido del poder real: restringiría a 
los consejeros que, de otra forma, podrían usurpar la auto- 
ridad real y convertirse en déspotas. 14 Los Escribanos Nacio- 
nales, reaccionando contra la influencia de la Ilustración 
francesa en España, criticaron al Conde de Aranda y le 
imputaron su proximidad con enciclopedistas como D’Alam- 
bert, Voltaire, y otros “...sectarios de la impiedad”. 

Aliado con esos “patriarcas de la incredulidad”, Aranda 


12 Articulo Comunicado al Redactor General, p. 2. 

13 La Suprema Junta Gubernativa del Reyno, A la Nación Española , 
México, sin pie de imprenta, pp. 1-2. 

11 Manifiesto Satisfactorio a la Fidelidad y Desengaño de Algunos 
Errores sobre la Constitución, México, Oficina de Juan Bautista de Ariz- 
pe, 1820. 
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pretendía “ . . . acabar con la religión de J. C. ... como saté- 
lite de Satanás . . . atropellando todos los respetos, conside- 
raciones y voto universal de la nación. . .” 15 Culparon a 
Manuel Godoy por la destrucción fundamental de la sobe- 
ranía española. Sus intrigas con María Luisa, según los pan- 
fletistas, habían llevado a la ruina a la monarquía. El “in- 
famoso Godoy” había depositado a la nación española en las 
manos de Napoleón. Los escritores consideraban a Godoy 
como el arquetipo de los consejeros ambiciosos y perversos 
que habían corrompido y destruido la monarquía. 16 

Los libelistas mexicanos sentían también que la Iglesia 
compartía la responsabilidad en la conducción de la nación 
y de la monarquía a la decadencia. Refiriéndose a la expe- 
riencia de su persecución, fray Servando Teresa de Mier ha- 
bía revelado la corrupción de la Inquisición en España y 
en América. En su opinión, la Inquisición “ . . . ayudó pode- 
rosamente a Felipe II para remachar a la nación los grillos 
que aún no hemos acabado de limar”. 17 Para tipificar el ca- 
rácter injusto de la Iglesia, un panfletista anónimo utilizó 
el archivo de un proceso injusto y falaz que se había segui- 
do en 1757 contra un ciudadano acusado de masonería. 18 

Arthur Whitaker ha descrito la Ilustración Española 
como un intento de España por mejorarse, reduciendo a las 
colonias americanas a una condición verdaderamente co- 


is Los Escribanos Nacionales (Ignacio Reyes Mendizábal y Pliego, 
Ignacio de Urrutia, José María de Torres) , Defensa de los Padres Je- 
suítas por los Poblanos, México, La Oficina de D. Pedro de la Rosa, 1820, 
pp. 14-15, 26. 

18 Ver por ejemplo: Un Catalán Zeloso, amante de su patria, Bona- 
parciana, Cádiz y México, 1809, p. 8; y Articulo Comunicado al Redactor 
General, p. 2. 

17 Mier Noriega y Guerra, Fray José Servando Teresa de, Escritos 
Inéditos de Fray Servando Teresa de Mier, México, El Colegio de México, 
1944, p. 87. 

18 Proceso del Francmasón Pedro Tournou, juzgado por la Inquisición 
de Madrid, el año de 1757, México, La Oficina de D. J. M. Benavente 
y Socios, 1822. 
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lonial. 19 Los criollos fueron conscientes de ese cambio. Lo 
entendieron como el resultado de la decadencia monárquica. 
El Observador Independiente sostuvo que la casa dé los Bor- 
bones había transformado la relación de España con sus 
colonias, desatando los lazos que las unían con la madre 
patria. 20 Los criollos sentían que la Corona no tenía interés 
por la vida de las provincias americanas. Los Escribanos Na- 
cionales se quejaron de que las potencias europeas fueron 
incapaces de entender las necesidades de sus posesiones de 
ultramar, 21 mientras que otro escritor se refirió a la falla 
de la monarquía para implantar niveles proporcionales de 
bienestar entre las colonias y la península. 2 - 

En algunos casos, los panfletistas detallaron los efectos 
que tuvo en Nueva España el deterioro monárquico, men- 
cionando invariablemente incidentes de la última década del 
siglo xvm. Refiriéndose a la injusticia general de la política 
económica de España en América, un autor citaba como caso 
ilustrativo, el descubierto por Humboldt: la Corona había 
girado una orden al virrey de Nueva España, exigiendo una 
reducción de la cosecha de uva, a causa de que la producción 
americana haría tambalearse los precios de la uva en el mer- 
cado doméstico de España. El autor certificaba el caso, como 
uno de los muchos que revelaban la explotación despótica. 
Temeroso de la reacción popular contra una injusticia más 
en la serie de nuevas imposiciones, el virrey tuvo que aban- 
donar esta vez el cumplimiento de la real orden. 23 


i» Arthur P. Whitaker, Enlighment and Spanish American Indepen- 
dence. El movimiento Emancipador de Hispanoamérica. Actas y Ponen- 
cias, vol. IV, Caracas, Academia Nacional de Historia, 1961. 

20 El Observador Independiente, México, Imprenta del Ejército Im- 
perial Mexicano, 1821, p. 9. 

oí Los Escribanos Nacionales, Defensa de los padres. . ., p. 5. 

22 Articulo sobre la Suerte Futura de América Comunicado al Uni- 
versal para Insertarlo en su Número 200, pero el Universal no lo hizo, 
México, Imprenta de la Miscelánea, 1817, p. 1. 

23 Idem., p. 4. Esto podría llevar a una revaluación de los efectos 
que tuvo en Nueva España la política económica de España en el siglo 



LOS PANFLETOS DE LA INDEPENDENCIA 


529 


Otra señal de la incapacidad o la inhabilidad de la Co- 
rona para entender los requerimientos de la América espa- 
ñola fue, en la concepción de estos escritores, la expulsión 
de los jesuítas en 1767. 

Juan Manuel Riesgo pidió la restauración de los jesuítas 
en 1820, argumentando que, mientras que España podía re- 
solver sus necesidades sin los jesuítas en 1767, su expulsión 
de Nueva España en el mismo año había coincidido con el 
pináculo de las buenas obras y las contribuciones prácticas 
de la orden, a la vida de la Colonia. 24 

Los Escribanos Nacionales subrayaron el papel vital que 
los jesuítas jugaban en la educación y destacaron el apoyo 
local, popular, que tenían. 25 

La expulsión de la orden en 1767, también ejemplifi- 
caba, para los criollos, la debilidad de la Corona. Creían que 
Carlos III había favorecido personalmente a los jesuítas, 
pero que el Conde de Aranda había hecho uso de su perni- 
ciosa influencia para persuadir al soberano de que los 
expulsara. La influencia de Aranda era tan grande que Car- 
los III había rehusado incluso consultar al Consejo de Cas- 
tilla sobre la materia. 26 

Así, la literatura panfletaria revela una dicotomía: un 
fuerte residuo de sincera solidaridad a las instituciones espa- 


xvni. Arthur Whitaker, por ejemplo, ha minimizado los efectos antagó- 
nicos que los factores económicos' crearon en áreas como la ciudad de 
México, donde los vínculos y la tradición eran más fuertes. C. W. Ar- 
nande y A. P. Whitaker, “Causes os the Spanish American Wars os In- 
dependence", Journal of Interamerican Studies, XI, núm. 2, 1960, p. 133. 
Quizá tal interpretación debiera ser reexaminada. 

24 Juan Miguel de Riesgo, Justo Reclamo de la América a las Cortes, 
México, La Oficina del Gobierno, 1820. 

25 Los Escribanos Nacionales, Defensa de los padres..., p. 5. Es inte- 
resante señalar que los autores publicaron este panfleto como la petición 
de “...mil cuatrocientos veintisiete individuos de esta ciudad (Puebla), 
todos seculares. . . y de todas clases, del Comercio, Milicia, Gefes, Em- 
pleados, Letrados, Artesanos y Gobernadores de Repúblicas de Natu- 
rales. . .” 

26 Idem., pp. 14-15. 
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ñolas y la convicción de una reciente decadencia de la ins- 
titución medular: la monarquía. Esta convicción fue el punto 
focal en la expresión del descontento. Ni aun así los panfle- 
tistas llegaron a golpear al rey: centro absoluto del poder 
monárquico. El rey era el epítome de los valores tradicio- 
nales que ellos suscribían. Aislaron al rey de la institución 
monárquica, y al excluirlo, depositaron la responsabilidad 
por el deterioro, sobre otros personajes: los consejeros y la 
Iglesia establecida. 

La idea de América 

En contraste con la idea de una España venerable, aun- 
que en reciente decadencia, a los ojos de los panfletistas 
América ofrecía el más grande potencial. 

Los radicales 27 imaginaron un nuevo derrotero histórico 
para Hispanoamérica, en cuanto fuese relevada de la noria 
del liderato español. Para Quirino Sánchez, las provincias de 
ultramar habían podido sortear los errores de España, e His- 
panoamérica podría desarrollar nuevas formas de pensamien- 
to. Nuevos líderes políticos llenarían el vacío creado con la 
pérdida de la soberanía española. 23 Otro escritor indicaba 
que la progresiva madurez natural de las provincias, en sin- 
cronía con el surgimiento del despotismo español, había pro- 
vocado cambios en la vida política hispanoamericana: la 
infancia de América había durado trescientos años; hacia 
finales del siglo xviii, el niño había adquirido la rebeldía 
adolescente y en ese momento tenía que afirmar su indepen- 
dencia. En este tiempo la intransigencia española empujaba 
al niño rebelde hacia su decisión final. 29 Los años de la 


27 He clasificado a los panfletistas en tres categorías: tradicionalistas 
(quienes abogaban porque no hubiera cambio en las relaciones coloniales 
de España y América) ; reformadores (quienes urgían a una reunificación 
general con España, pero demandaban variaciones favorables a Hispano- 
américa) ; y radicales (quienes exigían la independencia completa) . 

28 Sánchez, Documentos para la Historia..., pp. 5-6. 

29 Justicia de la Independencia o Apuntamientos sobre los derechos 
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Colonia de América fueron descritos por un panfletista anó- 
nimo de Puebla como una época de crecimiento y de medi- 
tación. En el siglo xvm, la imposición de todo un nuevo 
cuerpo de leyes y reglamentos había forzado a los americanos 
a abrir los ojos y a percibir la justicia de sus derechos. Amé- 
rica cayó en la cuenta de que la madre España se había 
prostituido sola; había permitido la usurpación del trono 
por una camarilla de filósofos, que con la pretensión de 
reformarlo, en realidad habían roto con todas las costum- 
bres del pasado. 30 

El repudio extremo de España, sólo encontrado en dos 
folletos, negaba incluso que España hubiera tenido algún 
derecho a imponer su dominio sobre América. Aun sin la 
decadencia de la monarquía, esta usurpación inicial bastaba 
para justificar la Independencia. 31 

En contraste con los demás, estos dos panfletos surgieron 
quizás de las circunstancias incendiarias de los años de 1821 
y 1822. Publicados cuando la ruptura total con España era 
inminente, fueron un intento por lograr que la opinión pú- 
blica cristalizara en favor de la Independencia. El objetivo 
requería pues, una exageración deliberada de los vicios y de 
la maldad españoles. 

Los ánimos vindicativos soslayaron algunas veces los sen- 
timientos verdaderos. Las impugnaciones al derecho inicial 
de España en América y las arengas halladas en Las Actas de 
la Independencia , 3,2 son más el reflejo de las exigencias 
del momento, que de los sentimientos subyacentes reales. 

Otros panfletistas no adoptaron un punto de vista tan 
radical. Los escritores reformistas tenían esperanza en una 


de los Americanos, México, Oficina de D. José María Bctancourt, 1822, 
pp. 8-9. 

3 ° Lo Muy Necesario, Puebla, la Oficina de Don Pedro de la Rosa, 
1821, pp. 1-2. 

31 Justicia de la Independencia o Apuntamientos..., pp. 1-5; M. de 
B., Manifiesto al Mundo..., pp. 1-9. 

32 Malagón Barceló, Las Actas de Independencia. 
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reconciliación modificada con España. Manuel de Vidaurre, 
por ejemplo, expuso una teoría política parecida a la de sus 
compatriotas radicales, sobre la maduración natural de Amé- 
rica hacia la independencia, pero agregó el concepto de re- 
conciliación. 

Cuando una parte del estado es de tal modo fuerte que puede 
resistir con las armas al gefe que antes la gobernaba, se cons- 
tituye, o para siempre, o hasta la reunión, en la clase de un 
estado distinto. 33 

Vidaurre destacó que los americanos amaban y respeta- 
ban a Fernando VII y que en él se encarnaban las esperanzas 
de una reconciliación basada en el principio de la igualdad 
entre España y América. 34 En los panfletos reformistas pre- 
domina esta visión del rey. Algunos escritores se referían a 
él en términos casi de santificación. En un breve sainete que 
se ofrecía como el eventual registro de una conversación en- 
tre Napoleón y su consejero Beauliarnais; Beauharnais expli- 
ca que los españoles aman a Fernando porque es el primer 
rey autóctono en décadas y porque su sufrimiento resume el 
de ellos. 

El español, dechado de lealtad, acostumbrado a reverenciar 
hasta los caprichos de sus Monarcas, no veía más males que 
el desobedecerlos. . . Fernando era el primer rey que nacía en 
España después de medio siglo: Fernando había sufrido una 
larga y despiadada persecución y aprendía en la escuela de los 
infortunios y las injusticias, la dulzura y la prudencia: Fernan- 
do en su corta edad, arrostraba al modo que podía y le per- 
mitía el amor filial... 35 


33 Manuel de Vidaurre, Votos de los Americanos a la Nación Espa- 
ñola y a Nuestro Amado Monarca el Señor Don Fernando VII, México; 
la Oficina de Don Alejandro Valdés, 1820, pp. 3-4. 

34 Idem, p. 5. 

35 Diálogo que supone un Curioso Mexicano entre Napoleón y su 
senador Beauharnais, México, Oficina de Doña María Fernández de 
Jáuregui, 1809, pp. 1-2. 
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De Puebla venían estas palabras: 

...no queremos ser independientes, queremos y nos gloriamos 
de ser hijos de Fernando el benigno, y hermanos de los de 
Europa. . , 36 

Pero este escritor hada hincapié en que España y Amé- 
rica nunca podrían reunificarse con arreglo a las viejas 
condiciones de esclavitud que, según él, caracterizaban la 
posición de América en el siglo xvm. 37 De acuerdo con El 
Observador Independiente podría levantarse un nuevo im- 
perio español en torno a una monarquía constitudonal con 
Fernando como rey, ya que todos coincidían con la idea de 
un monarca no despótico. 38 Los Escribanos Nacionales, que 
veían al Conde de Aranda como a un anticristo (por su 
papel en la expulsión de los jesuítas) , percibían a Fernando 
desde otro ángulo: lo describían como un hombre moderado, 
afable, sostenedor de la causa jesuíta y esperaban que Fer- 
nando afirmaría su verdadera naturaleza, acordando un tra- 
to igualitario para España y para ultramar. 39 

Los panfletos incluyen algunas menciones de filósofos de 
la Ilustrarión, como Montesquieu, Rousseau y Voltaire. Sin 
embargo, en la mayoría de los casos, son sólo menciones al 
paso. En los escritos de Montesquieu parece haber tenido 
su origen la idea de una maduración natural de América 
rumbo a la Independencia. 40 

La difusión y los efectos de las ideas ilustradas en His- 
panoamérica han sido objeto de estudio considerable. Es 
digna de atención para este caso la monografía de Monelisa 
Lina Pérez-Marchand Dos etapas ideológicas del siglo XVIII 
en México. 


36 J. M. D. N., Animo a los Liberales y Azotes a los Seniles, Puebla, 
Imprenta Liberal, 1820, pp. 7-8. 

37 Idem. 

33 El Observador Independiente, pp. 4-5; El Amante de la Constitu- 
ción, p. 8. 

33 Los Escribanos Nacionales, Defensa de los Padres..., p. 26. 

« Justicia de la Independencia o Apuntamientos. .. , pp, 8-9. 
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Pérez-Marchand indica que un amplio sector de mexica- 
nos cultos conoció las obras francesas una generación o menos 
después de que fueron publicadas en Europa. 41 El aserto 
recibe apoyo en las reacciones contra las ideas ilustradas, 
que, en forma de cartas pastorales, oraciones fúnebres y ser- 
mones, fueron expedidas por los tradicionalistas del xvm. 
Muchos de estos escritos contienen denuncias paranoicas de 
las amenazadoras influencias extranjeras. Fray Antonio de Je- 
sús Sacedón predicó la necesidad de destruir las ideas inco- 
herentes y las nociones libertinas que amenazaban con minar 
las costumbres y la religión. 42 El doctor Juan de Sarria y 
Aldrete se sumaba al clamor condenando a aquellos que 
justificarían las peores atrocidades y defendiendo el derecho 
natural de los príncipes legales. 43 Se refería a Voltaire y a 
Rousseau diciendo que sus nombres debían inspirar terror 
en el corazón de todos los cristianos. 44 Los panfletos y los 
discursos deben haber ayudado, tanto como las denuncias, a 
popularizar las ideas ilustradas, inspirando en los hombres 
el deseo de informarse por sí mismos de las amenazas que 
¡rendían sobre su sociedad. 

¿En qué medida las ideas ilustradas fueron un elemento 
que influyó en la Independencia? De acuerdo con Pérez- 
Marchand, tales ideas alteraron en general los patrones de 
pensamiento de los mexicanos cultos, situándolos en el dile- 
ma de una transición. Casi inconscientemente, e impelidos 
por estas ideas, los hombres se apartaron del campo del pen- 
samiento orientado eclesiásticamente, y entraron en un te- 
rreno intelectual de referencias más amplias. Esto ayudó a 
abrirles nuevas perspectivas sobre su medio ambiente inme- 


41 Monelisa Lina Pérez-Marchand, Dos Etapas Ideológicas del Siglo 
XVIII en México, México, El Colegio de México, 1945. 

*- Fray Antonio de Jesús Sacedón, Carta Pastoral, México, Imprenta 
de Don Felipe de Zuñiga y Ontiveros, 1779, pp. 24-32. 

<3 Sr. Dr. D. Juan de Sarría y Alderete, Oración Fúnebre en las 
Solemnes Honras de los Difuntos Militares, México, Imprenta de Don 
Felipe Zúñiga y Ontiveros, sin fecha, pp. 24-32. 

** Idem., p. 37. 
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diato y sobre el papel que ellos debían desempeñar dentro 
de ese medio ambiental. 43 

La explicación parece lógica; enlaza la difusión de las 
ideas ilustradas, antes que con la influencia de los propó- 
sitos específicamente ilustrados, con el despertar general in- 
telectual del período preindependentista. Los mexicanos 
comprendieron sus motivos de manera peculiar. Dentro de 
sus concepciones, lo reprochable en el imperio era el dete- 
rioro de la monarquía y de la Iglesia, no las instituciones 
monárquicas y la Iglesia en sí mismas. Hacia fines del si- 
glo xviii las ideas ilustradas en boga se convirtieron en ve- 
hículos útiles para dar expresión a estas actitudes específica- 
mente hispanoamericanas. 46 

La demanda más consistente fue el establecimiento o el 
mantenimiento, en su caso, de la soberanía regional. Los 
radicales sostuvieron que las necesidades locales sólo podrían 
resolverse cuando se hubiese conseguido la completa inde- 
pendencia política de España. El escritor de Justicia de la 
Independencia, argumentaba que ni la monarquía constitu- 
cional se ajustaría adecuadamente a América: la distancia 
entre ésta y España, era demasiado grande. Como un medio 
para asegurar el bienestar de los habitantes, el escritor insis- 
tía en la independencia regional. 47 

De un modo semejante, el Decreto Constitucional, publi- 
cado en 1815, aspiraba a sustituir el poder español con 

... un sistema de administración que reintegrando a la nación 

misma en el goce de sus augustos imprescriptibles derechos, la 


45 Pérez- March and, Dos Etapas..., pp. 142-144. 

4 « No es posible extraer de estos panfletos si sus autores se inclinaban 
por un estado general de Hispanoamérica, por un estado exclusivo de 
Nueva España o por varios estados organizados alrededor de los centros 
urbanos. Aparecen referencias aisladas a cada una de estas disyuntivas, 
pero la mayoría de los escritores aluden simplemente a “América” o a 
“Hispanoamérica”. 

*• Justicia de la Independencia o Apuntamientos..., pp. 10-20. 
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conduzca a la gloria de la independencia y afiance sólidamente 

la prosperidad de los ciudadanos . 48 

La demanda mayor fue de autonomía regional, no de li- 
bertades civiles. Ningún documento especifica lo que se que- 
ría decir por prosperidad de los ciudadanos o bienestar de 
los habitantes; ninguno tampoco define las libertades indi- 
viduales. El concepto de independencia era importante por 
sobre todos los otros. Lo implícito en tales planteamientos 
era que las seguridades civiles, vendrían como consecuencia 
de la autonomía regional. Esto fortalece las afirmaciones de 
Jaime Delgado y Miguel Aguilera que han dicho que la ac- 
titud histórica de España en materia de fueros regionales, 
vino a México con la Conquista. Para Delgado y Aguilera, el 
intento borbón de extender un control universal sobre 
el mundo de habla castellana, incendió las emociones de los 
criollos lanzándolos a una defensa de los derechos que ha- 
bían adquirido hasta entonces. 40 Al parecer, la Independen- 
cia fue, parcialmente, un intento de restaurar las ideas 
españolas clásicas de autonomía regional. Las libertades in- 
dividuales, sociales y económicas, no fueron los aspectos 
básicos. 

La satisfacción de exigencias locales, preocupaba no me- 
nos que la autonomía regional a los reformadores, quienes 
argumentaban que las provincias americanas y las españolas 
debían tener un trato equitativo en todos los renglones. So- 
bre esta base podía lograrse la justicia, mediante una reuni- 
ficación con España. Vidaurre trazó una analogía de destinos 
entre los sistemas coloniales español e inglés. Si Inglaterra 
se hubiera adaptado al justo deseo de sus colonias de una 
vida autónoma —sostuvo Vidaurre—, el vínculo entre éstas y 


48 Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, 
Apatzingán, Imprenta Nacional, 1815, pp. 3-4. 

49 Miguel Aguilera, "Lo Típicamente Español”, El Movimiento Eman- 
cipador de Hispanoamérica. Actas y Ponencias, vol. IV, Caracas, Academia 
Nacional de la Historia, 1961, p. 136; y Delgado, la Independencia His- 
panoamericana, pp. 15-30. 
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su madre patria habría podido conservarse. De modo simi- 
lar, si España renunciaba a la explotación y aceptaba el prin- 
cipio de la igualdad americana, la reunificación de América 
y España podría llevarse a cabo. 00 

Don Juan de Dios Cañedo escribió que esa reintegración 
con la monarquía, era el curso deseable y natural de los 
acontecimientos, pero sólo sobre las bases de estricta igual- 
dad y de mejoramiento mutuo. Su lema fue: “Igualdad ab- 
soluta con los peninsulares, o separación de la España . . . 
este (es el) lenguaje con el que expresamos a la nación 
nuestros deseos sinceros de servirla...” 51 

El proyecto de una reforma constitucional encendía el 
ánimo de los reformadores. Fray José María Medina, con- 
denó la completa ruptura con España. Su ideal era una 
independencia en la forma de una unión política, constitu- 
cional e integracionista, de España y América, con la garan- 
tía de una mutua igualdad. Impulsó la idea de una cons- 
titución que limitara los excesos monárquicos. 52 Cuando las 
Cortes se negaron a conceder un número de representantes 
aceptable para los americanos, los reformadores propusieron 
un trato igualitario. Argumentaron que los treinta repre- 
sentantes concedidos a los americanos, eran sólo una quinta 
parte del número necesario para que la representación ame- 
ricana fuera proporcional a la española. 53 Sin igualdad de 
representación, los americanos no aceptarían la legalidad 
de los dictámenes de las Cortes. 54 


so Vidaurre, Votos de los Americanos..., p. 5. 

si Don Juan de Dios Cañedo, Manifiesto a la Nación Española sobre 
la Representación de las Provincias de Ultramar en las Próximas Cortes, 
México, en la de D. Alejandro Valdés, 1820, p. 26. 

52 Fray José María Medina, Exhortación que a sus compatriotas los 
Españoles Americanos dirige Fray José María Medina (sin fecha ni im- 
prenta) , pp. 4-5. 

53 Representación y Manifiesto de los Españoles Americanos, México, 
Imprenta de Ontiveros, sin fecha, p. 14. 

5 i Manifiesto de los Americanos que residen en Madrid a las Nacio- 
nes de la Europa y Principalmente a la España, México, La Oficina de 
Vega y Compañía, 1820, p. 14. 
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Para todos, el restablecimiento de las libertades ' ‘pre- 
napoleónicas' ’ entre América y España, ya no podía ser. 
Fuese por una reunificación modificada o por una indepen- 
dencia completa, la autonomía regional debía quedar 
garantizada mediante instituciones políticas nuevas. 

En síntesis, el conservadurismo contagió por igual las 
ideas de España y las de América que se expresaron en estos 
panfletos. Generalmente, los escritores elogiaron la cultura 
española y se admitieron como productos de esa herencia 
hispánica. La monarquía, como una institución, les pareció 
valiosa, pero atacaron la decadencia de la monarquía bajo 
la dinastía de los Borbones en el siglo xvm. Conservando 
una imagen elevada del monarca, como piedra de toque de 
sus sentimientos hacia España, exageraron los defectos de los 
consejeros reales y de la Iglesia. 

Su comprensión del deterioro de la soberanía española 
y de los problemas que ese deterioro dio por resultado, los 
condujo a afirmar que América requería nuevas formas de 
vida política. Sin embargo, mucho de lo que esperaban lo- 
grar a través de las instituciones políticas nuevas, en lo esen- 
cial, tendía a conservar los antiguos valores españoles. Exi- 
gieron los fueros como parte de su herencia española y 
quisieron restaurar estos valores tradicionales, antes que 
lanzarse a la aventura de empezar rutas nuevas. 



LAS CLASES ECONOMICAS 
Y LA DICOTOMÍA 
CRIOLLO-PENINSULAR 
EN DURANGO, 18x7 

Harold D. Sims * 


La “blancura” legítima de la mayoría de los duranguenses, 
parece haberse establecido con anterioridad a la época de la 
Independencia; en esto se diferenció el norte de México de 
las áreas sureñas como Oaxaca y el estado de México, donde la 
mayoría permaneció india si no racial, por lo menos cultu- 
ralmente. Durango constituye un área fructífera para el estu- 
dio de la dicotomía criollo-peninsular, o sea, la distinción 
mantenida mucho tiempo, entre los blancos nativos y los blan- 
cos peninsulares, pero en su forma postindependiente, previa 
a la expulsión. 1 Si la clase económica era el factor deter- 
minante de la estructura social mexicana en la víspera de la 
primera expulsión de españoles, es posible que exista una 
relación entre el cambio económico y el movimiento expul- 
sionista. 2 La posición del español en 1827 debe haber sido 


* El autor es profesor asistente de Historia en la Unversidad de Pitts- 
burg, en Pittsburg, Pennsylvania. La investigación de archivo para este 
artículo fue completada por medio de una beca del Foreign Area Fel- 
lowship Program, de Nueva York. 

1 El conflicto entre los criollos nacidos en América y los peninsulares, 
data del siglo xvi, en el que, de acuerdo con L. B. Simpson, “El abierto 
rompimiento entre los descendientes de los conquistadores y la oficiali- 
dad española fue uno de los ingredientes más activos del nacionalismo 
naciente que dividió permanentemente a la Nueva España en dos fac- 
ciones: criollos y gachupines”. Ver “The Encomienda in New Spain” 
(Beikeley, 1950) , p. 145; Luis González Obregón, Los Precursores de la 
Independencia Mexicana en el siglo XVI. 

2 Han sido escritas dos tesis en tomo a las expulsiones de los españo- 
les en México: Romeo Flores, “La expulsión de los españoles de Mé- 
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tal, que entraba en conflicto con las aspiraciones económicas 
de los criollos. ¿Pudo ser posible una coexistencia pacífica en- 
tre el español y el criollo, en una sociedad que, como la de 
Durango, era predominantemente criolla y en la que los espa- 
ñoles eran pocos en número? Este trabajo intentará demostrar 
que, aunque la expulsión de muchos españoles de Durango 
fue básicamente el resultado de un movimiento nacional anti- 
español, la raíz del sentimiento pro-expulsionista local, fue 
la competencia de criollos y españoles en el sector mercantil. 

Hacia 1810, la sociedad de Nueva España dejaba atrás la 
confianza en una estructura social derivada de “las cualidades 
étnicas y culturales reconocidas por la ley”, y veía aparecer 
una situación distinta determinada por la conciencia creciente 
de las clases económicas. 3 En el curso del siglo xvm, Nueva 
España había experimentado lo que L. N. McAlister ha des- 
crito como 

... la erosión gradual de una estructura social basada en los 
Estados, las corporaciones y la desigualdad jurídica, y la apa- 
rición de los esbozos, por lo menos, de un nuevo sistema social 
basado en las clases económicas . 4 

La revuelta fracasada de Hidalgo en 1810, demostró la in- 
satisfacción de los niveles económicos inferiores del Bajío, 
región económicamente productiva, situada al norte de la ciu- 
dad de México, donde 164 879 laboríos (trabajadores indios 


xico, 1808-36" (Universidad de Texas, Austin, 1968) , que aborda todos 
los movimientos de expulsión, y Harold Sims, “The Expulsión o£ the 
Spaniards from México, 1827-28” (Universidad de Florida, Gainesville, 
1968) , la cual analiza únicamente la primera expulsión. Además fue com- 
pilada una colección de documentos por Luis ChAvez Orozco, El Comer- 
cio Exterior y la expulsión de los españoles (México, 1966) , que mues- 
trea las publicaciones periódicas de la época así como la literatura 
histórica del siglo xix. 

3 Es el tema de L. N. McAlister, "Social Structure and Social Change 
in New Spain”, Hispanic American Historical Review, XLIII (agosto, 
1963), pp. 349-370. 

4 Ibid., p. 370. 
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emigrantes) fueron arrancados de sus comunidades en el año 
de 1806. 5 

Las frustraciones y las ambiciones de los criollos “ameri- 
canos” 6 que a diferencia de los criollos “europeos”, 7 estaban 
desilusionados con el poder español, encontraron una salida 
en la exitosa revuelta de Iturbide de 1821. Los españoles con- 
servadores y los criollos europeos, tenían también interés en 
la revuelta, en tanto que sus posiciones eran amenazadas por la 
reciente repromulgación de la constitución liberal española 
de 1812. Iturbide unió, temporalmente, a los conservadores 
españoles y a los criollos americanos, como una vía oportuna 
para darle término al estado colonial de México. La Indepen- 
dencia ofreció una solución política a las aspiraciones del crio- 
llo americano, aun cuando en la práctica, no pudo establecer 
una “sociedad jurídicamente igualitaria”. 8 Nuevos códigos de 
leyes abolieron las distinciones entre blancos, castas e indios, 
pero las actitudes tradicionales hacia los niveles sociales infe- 
riores persistieron en la cúspide de la sociedad, entre quienes 
se habían proclamado “gente de razón”. La distinción social 
entre españoles y criollos europeos, por una parte, y criollos 
americanos por la otra, fue también lenta en desaparecer. 
Durante los años 1821-1834 el término “gachupín”, utilizado 


5 E. R. Wolf, “The Mexican Bajío in the Eighteenth Century”, 
Synoptic Studies of Mexican Culture (Nueva Orleans, 1957) , p. 191; 
H. M. Hamill Jr., The Hidalgo Revolt (Gainesville, 1967) . 

6 Véase la cuidadosa distinción entre criollos “americanos” y criollos 
“europeos”, hecha por H. M. Hamill en The Hidalgo Revolt, pp. 33-35. 
Un criollo americano carecía de conexiones sociales y económicas dentro 
del sector español de la sociedad, sin excepción de los lazos matrimo- 
niales que podían haber ligado sus intereses vitales con los de los es- 
pañoles. 

7 Un criollo europeo estaba vinculado por su posición social y por 
sus intereses económicos a la élite política colonial integrada por perso- 
najes nacidos en España. Los lazos matrimoniales con familias españolas 
eran buscados después y las más de las veces de frente a las familias 
criollas europeas. Véase ibid. 

8 McAliter, p. 370; Magnus Mórner, Race Mixture in the history of 
Latín America (Boston, 1967), pp. 82-86. 
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en la Nueva España para designar a los españoles peninsu- 
lares, pudo verse impreso muchas más veces que el vocablo 
neutral peninsular . 9 En los documentos gubernamentales de 
la década de 1820, las distinciones étnicas fueron suplidas con 
un criterio de clasificación por categorías económicas. Los 
informes que los gobernadores sometieron a las legislaturas 
estatales, utilizaron ocasionalmente, por ejemplo, un criterio 
ocupacional para clasificar a los ciudadanos. Uno de estos in- 
formes, para el estado de Durango en 1827, será empleado 
adelante, junto con datos del Ramo de Espulsión, para in- 
tentar un análisis de la estructura de las clases en el Norte. 
1827 es un año conveniente para este examen, ya que cae 
entre la Independencia y la primera época de desasosiego so- 
cial en gran escala, que debía socavar la estabilidad de la pri- 
mera república federal mexicana. 

Incluso antes de la Independencia, el norte de México se 
caracterizó por la consolidación de una élite de poder dentro 
de las condiciones ecológicas locales. 10 A la Independencia del 
país, seguiría, como resultado, la autonomía estatal. Después 
de 1821 esto podía ser cierto especialmente para los estados de 
Zacatecas y Durango, estados comparativamente prósperos. 
Hacia 1827 Durango era prácticamente independiente del con- 
trol federal, como un estado dentro de la federación de los 
Estados Unidos Mexicanos. Durango estaba entonces separado 
de Chihuahua y poseía su propia administración política 
electa localmente, que incluía una Cámara de representantes 
y un Senado (con once y siete miembros, res pecti vilmente) . 
De acuerdo con H. G. Ward, el plenipotenciario británico 
que visitó Durango en 1827, la Suprema Corte del Estado in- 


9 Los periódicos de la ciudad de México expresaron los puntos de 
vista de los criollos. Al mantener sus posiciones editoriales en defensa 
de la tercera de las Tres Garantías, el periódico yorkino Correo de la 
Federación o El Aguila Mexicana, prefirieron el término “gachupín”, 
mientias un periódico escocés como El Sol, prefería la voz "peninsular”. 

10 Wolf, pp. 182-194. 
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cluía “un hombre joven, de habilidades distinguidas” que se 
había elevado hasta el puesto desde sus orígenes, en las 
castas. 11 

Aunque en general más pacífico que los estados del centro 
y del sur durante la primera república federal, el de Durango 
experimentó una “demanda” militar a principios de 1827; 
demanda que probablemente fue influida por la revelación de 
una conspiración contra el México independiente en la capi- 
tal, durante el mes de enero. 12 El teniente coronel José María 
González, un criollo, se rebeló en Durango el 10 de marzo 
y logró libertar a los criminales comunes y dispersar a la le- 
gislatura del estado. González arrestó al gobernador Santiago 
Vaca Ortiz, demandando que todos los puestos en el gobierno 
del estado fueran ocupados por centralistas y exigiendo la in- 
mediata expulsión de los españoles locales. Al siguiente día 
las tropas volvieron a ponerse a disposición del gobierno y 
González escapó del estado cuando el general Joaquín Parrez, 
con sólo cincuenta hombres, recobró el control de la ciudad 
para la república federal. 13 Aunque en 1827 el gobierno en la 
ciudad de México no hubiera tolerado ninguna petición para 
el centralismo, las demandas de expulsión de españoles en la 
república podían encontrar una respuesta menos discordante 
en la administración. 14 Los criollos americanos y los masones 
yorkinos pueden haber apoyado el efímero movimiento de 


11 H. G. Ward, México en 1827 (2 vols. Londres, 1828) , I, 35. Entre 
los numerosos relatos de viajeros del período 1827-1829, la única crónica 
testimonial de los acontecimientos en Durango, es la de Lord Ward. 

12 Sobre la conspiración de Arenas, véase el capítulo V de la tesis 
inédita del autor, citada arriba. 

13 Juan SuArez Navarro, Historia de México y del general Antonio 
López de Santa Anna (2 vols. México, 1850-1851) , I, 82; Ward, I, 313-314. 

14 Puntos de vista divergentes son los de Luis G. Cuevas, Porvenir 
de México (segunda edición, México, 1954) , pp. 274-275; Manuel Gómez 
Pedraza, Manifiesto que ... c. de la República de Méjico, dedica a sus 
compatriotas; o sea una reseña de su vida pública (Nueva Orleans) , 
p. 44. 
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González contra los españoles en Durango, como lo apoyaron 
en todas partes en 1827. 15 

De acuerdo con H. G. Ward, Durango había sido sometido 
a cambios económicos significativos desde la Independencia. 
Ward hacía notar que aunque en 1827 el Valle de Poanas 
era una importante región productora de maíz y de trigo, en 
los años posteriores a 1821, muchas grandes haciendas del 
norte habían sido arruinadas por el decaimiento de las 
minas. 10 

El monto de los diezmos recolectados por los obispados 
de la costa oeste, incluido el de Durango, había descendido 
considerablemente. 17 Para los años de 1811-1825, la produc- 
ción anual de las minas de Durango era la cuarta en promedio 
entre las mayores regiones productoras de plata en México. 

El casi medio millón de pesos de plata obtenido en pro- 
medio, por año, de las minas de Durango desde la rebelión 
de Hidalgo, representaba aproximadamente el 10 por ciento de 
la producción total de la república. Para el mismo período la 
acuñación en Durango totalizó cerca de siete millones de pe- 
sos, o sea un poco más del 4 por ciento de la acuñación total 
de México. 18 

13 El rito yorkino fue introducido en México en 1825 y fue bien 
lecibido dentro de las filas de quienes habían sido excluidos de las lo- 
gias, más aristocráticas, del rito escocés. Véase Lorenzo de Z avala, “Jui- 
cio imparcial sobre los acontecimientos de México en 1828 y 1829“ (fo- 
lleto, México, 1830), pp. 10-11; Carlos María Bustamante, Voz de la 
Patria, II, 17 de abril de 1830, 5-8 describe en detalle el movimiento 
de octubre de 1827 en Valladolid. 

10 México in 1827, I, 46. 

ir Para una información completa de este fenómeno ver Michael P. 
Costelos, Church Wealth in México: A study of the ‘Juzgado de Cape- 
llanías’ en el arzobispado de México, 1800-1856 (Cambridge, 1967) . 

18 Estos cálculos fueron apoyados en los cuadros compilados por 
Ward, II, 17, 22. Mientras que en 1827 operaban en México diez com- 
pañías mineras extranjeras, ninguna de ellas poseía minas en Durango, a 
pesar de los deseos explícitos de los propietarios de minas duranguenses 
de atraer los intereses extranjeros. El hecho facilita considerablemente 
nuestro análisis, pues nos exime de tener que considerar la presencia de 
extranjeros o de su capital dentro del estado, véase Ward, II, 64-68. 
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Las minas de Durango estaban en decadencia hacia 1827. 
H. G. Ward atribuyó este hecho a la suspensión de los traba- 
jos durante la revolución de 1821 y a un litigio jurídico entre 
los herederos y los albaceas de los primeros propietarios de las 
minas de Guarisamey y San Dimas. La muerte del jefe de 
la familia Zambrano en 1807, había conducido al cierre de las 
minas en estas dos importantes regiones y, hacia 1827, no 
había sido reabierto ni uno solo de los viejos tiros. Entre 
el año de 1823 —en que había descubierto dichas minas— y el 
de su muerte, Zambrano había extraído 55 000 000 de pesos 
en plata. 19 Todavía en 1827, el hijo de Zambrano poseía 
por lo menos “cuatro de las más grandes propiedades en Du- 
rango”. 20 

La famosa “blancura” de Durango, reportada pronto por 
Humboldt, 21 fue corroborada por Ward, quien encontró en 
ella la causa de la prosperidad de Durango, si se la compa- 
raba, en 1827, con las regiones del centro y del sur: 

(Durango está) poblado por los descendientes de una raza 
de colonos oriundos de las provincias más industriosas de Es- 
paña (Biscaya, Navarra y Cataluña) , los cuales han preservado 
su sangre incontaminada por ninguna cruza con los aborígenes; 
y quienes, con esta pureza genealógica (de la cual están justifi- 
cadamente orgullosos) conservan la mayoría de los hábitos y 
sentimientos de sus ancestros. 22 


19 Según los archivos revisados por Lord Ward, Zambrano había pa- 
gado 11000 000 de pesos por concepto del quinto real. Véase ibid., II, 
130-131. 

-■o Ibid., II, 126, 149-150, 152. 

21 Humboldt visitó Durango en 1803 e hizo notar que “no había 
un solo subordinado, todos los habitantes eran blancos o al menos eran 
considerados como tales”. Todos esos blancos se sentían con el derecho 
de usar el título de Don, “...aunque no deben haber sido más que 
los de las islas francesas, ...son llamados petits blancs o messieurs pas- 
sables". Véase Ensayo Político sobre el Reino de la Nueva España, tra- 
ducción de Vicente González Arrao (4 vols., París, 1822) , II, 98-99. 

Ibid., II, 556. 
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Los “blancos” de Durango se sostuvieron por entero con 
los productos de las minas y la agricultura, actividades carac- 
terísticas de la economía local. 

La producción agrícola fue tan considerable en Durango 
que en 1827 “las tierras de hecho dedicadas al cultivo”, eran 
suficientes, se decía, para mantener cinco veces la población 
del estado. 23 Las grandes haciendas estaban “dedicadas a la 
cría de ganado vacuno, muías y ovejas, de las cuales son en- 
viadas cada año al mercado mexicano, por lo menos 150 000”. 24 
La más rica de las grandes haciendas, la hacienda de la 
Sarca, tenía 200 000 ovejas y 40 000 muías y caballos. Cinco 
haciendas de trigo ubicadas en el Valle de Poanas, cerca de 
quince leguas al este de la capital, proveía esta dudad con 
trigo y maíz “de la más alta calidad”. 23 

La economía durangueña no estaba paralizada en 1827, 
pero había sido fuertemente limitada por la falta de diversi- 
ficación. Los minerales de hierro de Durango por ejemplo 
eran muy ricos, ya que contenían entre el 60 y el 70% de 
hierro puro. ¡Y el estado no era autosufidente en acero y hie- 
rro! En la década de 1820 había sido establecida una fundición 
de hierro a veinte leguas de la capital; esta inidativa de dos 
nativos de Vizcaya (Urquiaga y Arechevala) , habla fracasado 
debido a que los propietarios desconodan el método adecuado 
para el tratamiento de los minerales. El famoso Cerro del 
Mercado, permanecía imperforado. 2 * 

Como resultado de los cambios que siguieron a la Inde- 
pendencia, sin embargo, se incrementó el comerdo; los co- 
merciantes de Durango fueron beneficiados por las institu- 
ciones republicanas. 27 

Afortunadamente, el l 9 de junio de 1827, el gobernador 
de Durango, Santiago Vaca Ortiz, presentó al Congreso del 


2s Ibid., II, 559. 
2-t Ibid., II, 560. 
25 Ibid. 
se ibid. 

27 Ibid. 
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Cuadro I 


Distribución ocupacional de Durango de acuerdo con la lista 

PREPARADA POR EL GOBERNADOR VACA 


Número % 

Gente decente: 



Eclesiásticos seculares 

443 

0.598 

Eclesiásticos regulares 

113 

0.150 

Militares, incluso los cívicos 

375 

0.495 

Empleados en rentas de la federación 

24 

0.032 

Empleados del Estado 

34 

0.045 

Abogados 

12 

0.016 

Escribanos 

3 

0.004 

Médicos 

2 

0.003 

Boticarios 

5 

0.007 

Comerciantes 

1 143 

1.523 

Subtotal 

2154 

2.845 

El pueblo: 



Artesanos y jornaleros 

60 446 

79.843 

Sirvientes domésticos 

12 967 

17.128 

Presos 

139 

0.184 

Subtotal 

73 552 

97.155 

Total 

75 706 

100.000 


Nota: la lista original no estaba dividida en dos secciones, ni conte- 
nía los cómputos de porcentajes. La población de Durango en junio de 
1827 fue calculada, de acuerdo con la Memoria del Gobernador Vaca, en 
149 421, de los cuales 74115 eran mujeres y niños. Humboldt había in- 
formado que en 1803 la población de Durango era de 120 313, con 60 727 
mujeres. Véase Humboldt, I, 266. 

Fuente: "Memoria de los ramos que son á cargo del Gobierno del 
Estado de Durango... leído ante el Segundo Congreso Constitucional... 
5 de septiembre de 1827”, AGNM:RE, leg. 13, vol. 29, exp. 286, fol. 69, 
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Cuadro II 

Ocupaciones de los españoles en el estado de Durango, en 1827 



Número 

% 

Comerciantes 

58 

24.17 

Labradores 

32 

13.33 

Mineros 

31 

12.92 

Dependientes de comercio 

21 

8.71 

Sirvientes 

21 

8.71 

Eclesiásticos seculares 

5 

2.08 

Empleados federales cesados 

3 

1.25 

Escribanos 

3 

1.25 

Eclesiásticos regulares 

2 

0.84 

Dependientes de minas 

2 

0.84 

Cirujanos 

2 

0.84 

Dependientes rurales 

2 

0.84 

Empleado estatal cesado 

1 

0.42 

Director de primeras letras 

1 

0.42 

Guarda de la federación 

1 

0.42 

Barbero 

1 

0.42 

Sargento 

1 

0.42 

Corredor 

1 

0.42 

Partón de cerdas 

1 

0.42 

Preso 

1 

0.42 

Sin empleo 

20 

8.33 

Ocupaciones desconocidas 

30 

12.50 

Total 

240 

100.00 


Fuentes: Los cálculos se hicieron con base en seis listas de españoles 
parcialmente completas descubiertas en AGNM:RE, leg. 2, vol. 4, exps. 
3, 5; leg. 3, vol. 7, exp. 2. Una séptima lista incompleta fue publicada 
en El Águila Mexicana VI, 16 de julio, 1828, 3. 
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estado un útil informe estadístico sobre la estructura ocupa- 
cional de los hombres de Durango. 28 

El cuadro del gobernador Vaca constituye un corte en la 
estructura ocupacional de los duranguenses, sin distinguir 
entre españoles y criollos. Durante la investigación de la pri- 
mera expulsión de españoles, quien esto escribe, recogió datos 
sobre la ocupación de la mayoría de los duranguenses espa- 
ñoles, de las listas enviadas por el gobierno del estado al 
Ministerio de Gobernación en la ciudad de México. Duran- 
go, como otros estados, fue requerido por la Ley Federal de 
Expulsión, del 20 de diciembre de 1827, a proporcionar su 
lista de españoles. 29 

Integrando esas dos series de datos, derivadas indepen- 
dientemente, pudo establecerse una comparación de estatus 
ocupacional entre españoles y criollos (cuadro I) . 

En 1827, los españoles constituían menos del uno por 
ciento (0.33%) de los hombres duranguenses. La proporción 
de criollos y peninsulares era de 311 por uno. Los 240 espa- 
ñoles que residían en el estado eran, en efecto, una minoría 
pequeña y numéricamente insignificante. Pero la verdadera 
medida de su importancia descansaba no tanto en su número, 
cuanto en sus posiciones, riquezas, lazos familiares, educación 
y todos los otros requisitos de membresía de una élite domi- 
nante (o antiguamente dominante) y rectora. La importancia 
española debe calibrarse, pues, observando su participación en 
las ocupaciones elitistas. 


28 ‘'Memoria de los ramos que son a cargo del Gobierno del Estado 
de Durango... leído ante el Segundo Congreso Constitucional... 5 de 
septiembre de 1827”, México, Archivo General de la Nación Mexicana, 
Ramo de Espulsión (citado de aquí en adelante como AGNMrRE) , leg. 
13, tomo 29, exp. 28b, £ol. 69. 

28 Los cuadros II hasta el IV fueron construidos de la información 
ocupacional contenida en las listas de españoles enviadas al ministerio 
en la ciudad de México y conservadas en el AGNM:RE, leg. 2, tomo 4, 
exp. 3,5: leg. 3, tomo 7, exp. 2. Un reporte incompleto fue hecho público 
después de que caducaron las estipulaciones mayores de expulsión de la 
Ley del 20 de diciembre en El Aguila Mexicana, VI (16 de julio de 




75 824 hombres y 149 939 para el total del estado. 
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Si arbitrariamente se tirara una línea sobre la figura III, 
entre las categorías “Dependientes rurales y de minas’’ y "Ar- 
tesanos y jornaleros”, resultaría una división que podría muy 
bien aproximarse al perfil contemporáneo de la sociedad, ex- 
presado en los términos “gente decente” y “el pueblo”, tan 
frecuentemente empleados hacia 1820. El ámbito de la gente 
decente, quedaría, desde luego, encima de la línea. Antes de 
seguir adelante, conviene examinar la debilidad de esta divi- 
sión, e intentar rectificar simultáneamente sus posibles incon- 
sistencias. 

Debido a las limitaciones del informe del gobernador 
Vaca, la categoría “gente decente” incluye personas que de- 
bieron haber aparecido debajo de la línea. Los soldados eran 
contados, sin duda, entre los militares. Aunque los oficiales 
del ejército pertenecen, claramente, a la gente decente, los 
soldados quedan fuera. La ausencia de este matiz en el infor- 
me elimina la posibilidad de algún ajuste en nuestros cuadros. 
Quizás algunos de los que fueron agrupados en el rubro 
“comerciantes”, fueron de hecho mercaderes o traficantes de 
poca riqueza e importancia, perteneciendo por ello, más ri- 
gurosamente al estatus “pueblo”. Estos ajustes, cuando son 
posibles, tenderían a reducir el tamaño de la élite. 

Otra debilidad del informe, resulta de que el gobernador 
haya arrumbado a jornaleros y artesanos en el mismo inciso. 
Al hacerlo, posiblemente desvaneció el hecho de que algunos 
artesanos, como los plateros, pudieron haber sido más prós- 
peros y respetados que algunos comerciantes. Este ajuste que 
no puede hacerse, pudiera aumentar el área de la gente de- 
cente. Con buena razón, los labradores que administraban o 
poseían grandes parcelas de siembra y empleaban laboríos 
(trabajadores indios emigrantes) , fueron incluidos entre la 
“gente decente”. 30 

Ya que la información no permite una división mejor que 


so Sobre los labradores en el Norte, véase Robert C. West, The 
Mining Community in northem New Spain: The Paral Mining District 
(Berkeley, 1949) , p. 166. 
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la propuesta y reconociendo sus imperfecciones, permítasenos 
comparar las posiciones ocupacionales de criollos y peninsu- 
lares, en el microcosmos que era Durango en 1827. La élite 
parece demasiado pequeña como para trazar una subdivisión 
útil que represente una “clase media”. De los criollos, difí- 
cilmente se encuentra un 2.7% entre la gente decente , mien- 
tras que un 68.7% de los españoles había alcanzado tal dis- 
tinción. 

Sin embargo, en una mayoría de las ocupaciones, los 
criollos gozaban de una impresionante ventaja numérica. Dos 
ejemplos notables fueron el clero seglar, con sólo dos frailes 
españoles, y los militares, con un solo sargento español. 

La inclusión de la milicia urbana (cívicos) dentro del 
cuadro militar —inclusión realizada por el gobernador Vaca—, 
pudiera indicar que tal grupo —integrado en los tiempos de 
la Colonia fundamentalmente por el sector comercial— era 
reclutado de las filas de la gente decente, aunque algunos re- 
conocidos artesanos probablemente estuvieron presentes en las 
filas. 

En seis categorías ocupacionales, por sorprendente que 
pueda parecer, los españoles gozaron no sólo del liderazgo 
sino del monopolio de las posiciones. Aparentemente, la úni- 
ca escuela primaria de Durango era administrada por un 
español. Nadie que haya leído a Lucas Alamán 31 o a Lorenzo 
de Zavala, 32 se sorprenderá al observar que los españoles fue- 
ron los capataces de las haciendas y en las minas, o de que 
fueran notarios o practicantes médicos. Pero la presencia de 
treinta y un españoles propietarios de minas en una región 
platífera, sin un solo competidor criollo, exige una explica- 
ción. ¿Qué pasó con la familia Zambrano y sus albaceas en 
las minas de Guarisamey y San Dimas? 

Dadas las circunstancias, parecen posibles dos explicacio- 


31 Historia de Méjico (tercera edición, 5 vols., México, 1942) , V, 
passim. 

32 Ensayo histórico de las Revoluciones de México desde 1808 hasta 
1830 (2 vols. París, 1831) , I, passim. 
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nes. Tal vez, los españoles habían comprado las vetas de plata 
a las familias criollas un poco antes o inmediatamente des- 
pués de la Independencia, guiados por el cálculo de que 
estarían en posibilidades de lograr que las mal trabajadas 
minas rindieran muchos años todavía. Ésta parece una expli- 
cación inadecuada. La segunda alternativa, más plausible, 
explicaría la ausencia de mineros en la lista del gobernador. 
Quizás el gobernador Vaca incluyó a los mineros entre los 
comerciantes, que constituían apenas el 1.4% de la población 
masculina de Durango. Si en efecto éste fue el caso, sigue 
siendo imposible determinar cuántos de los mineros eran 
criollos. La ausencia de labradores criollos en el informe, pue- 
de ser explicada de la misma forma. Parece altamente impro- 
bable que el gobernador Vaca haya pasado por alto a mineros 
y labradores de Durango, cuando eran ellos quienes le daban 
la dirección a la economía. 

El hecho de que la sociedad duranguense utilizara cerca 
de 13 000 sirvientes hombres, refuerza nuestra convicción de 
que era en efecto una sociedad tradicional bajo la máscara 
de un estado republicano del siglo xix. Si repartiéramos a 
estos sirvientes entre los miembros de nuestra categoría gente 
decente, habría seis sirvientes por cada empleador. Algunos 
sirvientes domésticos pueden haber sido contratados por ar- 
tesanos exitosos. Pero probablemente las familias criollas y 
el español acomodado dieron empleo a la gran mayoría de 
sirvientes como criados personales, guardias, cocheros, lacayos 
y mensajeros. 33 Del testimonio de Lucas Alamán, deriva la 
probabilidad de que los sirvientes españoles estuvieron ads- 
critos a una gran cantidad de familias españolas. 34 

La vigencia de ciertos valores sociales tradicionales podría 
explicar la ausencia de una categoría separada para los ha- 


33 Para una descripción detallada del uso de los sirvientes por las 
familias de gente decente en el México central, véase Francés Calderón 
de la Barca, Life in México. . . with New Material from Author’s Prívate 
Journal (Garden City, 1966) , passim. 

SÍ Historia de México, I, 17. 
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cendados, en el informe del gobernador Vaca. Existe la cer- 
tidumbre de que la hacienda fue, en Durango, una forma 
conspicua de organización social y económica. Quizás ser pro- 
pietario de una hacienda era adquirir una importancia 
“social”, distinta de una importancia meramente “económica”. 
Pero el liberalismo del siglo xix puede no haberse encontrado 
totalmente fuera de lugar. En la lista del gobernador, el ha- 
cendado fue agrupado dentro de la categoría “comerciantes”. 35 

A partir de la creación de los estados federales en 1824, 
el criollo había venido a ser el depositario de los puestos 
gubernamentales. La maquinaria gubernamental del estado 
fue rápidamente dominada por criollos. Los peninsulares ce- 
dieron su control sobre los puestos políticos provinciales a los 
coroneles y abogados que anteriormente habían sido forzados 
a adquirir el rango y el estatus que les negaba el poder polí- 
tico. En el cuadro III, puede apreciarse cuan completamente 
controlaron los criollos los puestos federales y estatales de 
Durango. 

Esto explica la ausencia de una “Ley de empleos” en Du- 
rango, a principios de 1827, cuando tanto en el orden estatal 
como en el federal de la república, se promulgaban leyes que 
removían a los españoles de los puestos políticos. 38 Es tam- 
bién digno de notar el que los criollos gozaran de un mono- 
polio en las profesiones legales e, incidentalmente en la pro- 
fesión de boticario. 

La estrechez de la pirámide social en Durango es impre- 
sionante. Mientras la gente decente era escasamente un 3% 
de la sociedad total de Durango, por lo menos un 68% de los 
españoles pertenecían a ese grupo. Aunque el 17.1% de 
los hombres de Durango eran sirvientes domésticos, menos 


33 ibid., I, 19-23. 

36 Antes de la promulgación de la primera Ley estatal de expulsión 
—la de Jalisco, que fue promulgada el 3 de septiembre de 1827—, los 
estados de Oaxaca, Querétaro, Zacatecas, Michoacán, Tabasco y México, 
habían promulgado leyes que removían a españoles de los puestos guber- 
namentales y eclesiásticos. Véase la tesis inédita del autor en el capí- 
tulo VII. 
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del uno por ciento eran españoles. A causa de esta distinción 
en el estatus, los peninsulares eran cerca del 7.4% del total de 
la gente decente. La competencia comercial entre las élites 
criollas y las españolas puede haber sido más significativa de 
lo que tienden a revelar nuestros cuadros. Parecería justifi- 
cado un ajuste al grupo de los comerciantes, sobre la razona- 
ble presunción de que el gobernador Vaca reunió en esa 
categoría a hacendados, labradores y mineros. 

Tal ajuste arrojaría los siguientes resultados: Comercian- 
tes y sus dependientes criollos, 997; peninsulares, 146. 

Los españoles alcanzarían el 14.7% del sector comercial 
redefinido así. Claramente este fue el meollo de la compe- 
tencia entre los criollos y los peninsulares en Durango, en 
1827. No existe una competencia similar en relación con los 
cargos públicos. El cuadro IV ilustra más claramente el pun- 
to, al presentar simplificado el de la estructura ocupacional. 
La concentración de españoles en la categoría “Comerciantes 
y sus dependientes”, es particularmente digna de atención. 

A diferencia de por lo menos once estados mexicanos, Du- 
rango abandonó la promulgación de una ley que removiera 
a los españoles de sus puestos públicos o privados en el esta- 
do. No habiendo oficiales españoles en la milicia y con sólo 
un empleado español en el gobierno del estado, los criollos 
españoles pudieron prescindir de dicha ley. El Congreso del 
estado mostró igual renuencia a promulgar una ley de ex- 
pulsión en 1827, mientras que muchos otros estados se halla- 
ban activamente comprometidos en el proceso legal expulsio- 
nista. La vecina Cámara de diputados de Chihuahua, por 
ejemplo, empezó el debate sobre una medida de expulsión 
en agosto. El 1 ? de septiembre el ministro de Relaciones en 
la ciudad de México, informó al gobierno de Chihuahua, la 
posición del gobierno federal (es decir, que el asunto concer- 
nía propiamente al Congreso federal, en tanto que involu- 
craba la cuestión de las garantías individuales) 37 El Con- 


37 Espinosa de los Monteros al gobernador de Chihuahua, el 1 de 
septiembre de 1827, AGNM:RE, leg. 13, tomo 29, exp. 28b. 
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greso de Chihuahua pospuso temporalmente la medida. El 
17 de septiembre el gobernador de Chihuahua, Leandro Gó- 
mez, ordenó la publicación de la carta del ministro y su circu- 
lación en el estado, para demostrar a sus enemigos la rectitud 
del curso que había seguido la administración del estado, al 
no abogar por la legislación antiespañola. 38 La ley de Du- 
rango en este aspecto no fue promulgada sino hasta el 24 de 
diciembre, cuatro días después de la publicación de la pri- 
mera ley federal de expulsión (ver apéndices I y II) . 

Caracterizada por esta indulgencia, la Ley de Durango 
ofreció amplios recursos para adquirir la ciudadanía y, de 
esta forma, restringió las decisiones de expulsión que la misma 
ley portaba. 39 Las facilidades eran que los españoles podían 
obtener cartas de ciudadanía que los eximieran de las medi- 
das expulsionistas. Las peticiones de ciudadanía debían diri- 
girse al ayuntamiento del pueblo del español solicitante, y de 
ahí su demanda se enviaría al Congreso por medio de la ofi- 
cina del gobernador. El Congreso decidía si el solicitante reci- 
bía o no la ciudadanía. Para recibir la aprobación del Con- 
greso, el español tenía que poseer una trayectoria política 
que demostrara su adhesión a la Independencia, una ocupa- 
ción “socialmente útil”, y pruebas de que en 1821 no había 
peleado por la causa española. Esta condición final eliminaría 
efectivamente a todos los soldados españoles que hubiera lle- 
gado a Durango con el general José de la Cruz, en 1821. 40 
Naturalmente, la ley del estado no podía proteger al español 


38 Marginalia, Ibid. 

39 “Decreto de expulsión de españoles de Durango”. El Aguila Me- 
xicana, VI (14 de enero de 1828) , 2. El artículo 10 preveía la excepción 
para cualquier español que cayendo bajo las estipulaciones de expulsión, 
obtuviera sin embargo una respuesta favorable del estado a su demanda 
de ciudadanía (ver apéndices I y II) . 

40 Después de haberse escapado de Guadalajara en junio de 1821, el 
general Cruz ocupó Durango donde aceptó la caída del Imperio sin re- 
sistencia, debido a la presencia de un ejército iturbidista en el Norte 
que estaba bajo el mando del español brigadier Pedro Celestino Negrete. 
Véase Alamán, V, 203-206, 298-307. 
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de las estipulaciones expulsionistas de la ley federal. A prin- 
cipios de 1828 el gobierno del estado se mostró eficiente, pero 
no excesivamente celoso, en la ejecución del decreto federal 
de expulsión del 20 de diciembre. Durante los primeros seis 
meses de 1828 setenta y nueve españoles recibieron pasapor- 
tes en Durango; 161 fueron eximidos de la expulsión. 41 En 
este aspecto, el estado se aproximó al promedio nacional. 42 
Parece que la expulsión fue impuesta a Durango en parte 
por los acontecimientos en otros estados y en particular por 
la aprobación de la ley federal del 20 de diciembre. 

Muchos criollos americanos en Durango, que se hallaban 
todavía en los linderos o excluidos de la gente decente (es 
decir, criollos de la plebe) deben haber tenido resentimiento 
hacia los españoles. Los enemigos del gobernador Gómez, que 
ocasionaron en septiembre la circulación de la carta del mi- 
nistro, eran criollos americanos que exigían la expulsión de 
los españoles. Pero las diferencias entre la sociedad de Du- 
rango y la de otros estados, ayuda a entender las relaciones, 
relativamente pacíficas, que se dieron en el primero. La au- 
sencia de oficiales españoles en la milicia local, probablemen- 
te impidió que las demandas antiespañolas de los militares 
fueran llevadas a cabo exitosamente, como lo fueron dentro 
de otros estados en 1827. La presencia continua de los crio- 
llos europeos (proespañoles) en la gubernatura y en el Con- 
greso, fue un segundo factor determinante. 

Un tercer factor fue la ausencia de españoles en los pues- 
tos públicos. Condiciones similares a los de la región minera 
norteña, pueden haber suscitado una política indulgente hacia 


•*i Los efectos de la ley de expulsión, fueron calculados de seis listas 
parcialmente completas halladas en AGNM:RE, leg. 2, tomo 4, exps. 2,5; 
leg. 3, tomo 7, exp. 2 y de una séptima lista incompleta publicada en 
El Águila Mexicana, VI (16 de julio de 1828) , 3. 

* 2 Los datos sobre la ejecución de lo dispuesto en la ley del 20 de 
diciembre de 1827, han sido reunidos en la tesis inédita del autor, ca- 
pítulo XI. 
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los peninsulares, en el vecino estado de Zacatecas durante 
1827. 43 

En resumen, parecen particularmente dignas de conside- 
ración las siguientes características de la sociedad duranguen- 
se en 1827: 

1. Aproximadamente el 97% de los hombres de Durango 
estaba ocupado en trabajos manuales, que excluían de la élite 
social. Por orden de importancia estas ocupaciones incluían 
a los artesanos comerciantes, a los obreros y al servicio do- 
méstico. 

2. La gente decente, que reunía al 3% más elevado de la 
sociedad durangueña, era principalmente de comerciantes, 
mientras que el clero y los militares de rango, ocupaban, nu- 
méricamente, la segunda y la tercera posiciones. 

3. Más del 68% de los 240 españoles de Durango eran 
parte de la gente decente. Pero la animosidad entre los crio- 
llos y les peninsulares en Durango, en 1827, parece haber 
tomado un acento menos hostil, que en las regiones donde 
hubo una población menos pura racialmente. 

4. La propiedad de la tierra y la cultura en Durango es- 
tuvo restringida probablemente al 3% de la población que 
compartía los atributos de la gente decente. 

Antes de 1850 la república mexicana estaba compuesta de 
economías regionales, esencialmente agrícolas. Los terratenien- 
tes provinciales y los funcionarios del estado (por lo general 
uno y el mismo) en los estados mexicanos, lucharon por sus- 
traer la baie ecológica de su poder, a la autoridad tradicional 
del eje México-Veracruz, 

Esto no obstaculizó su inclinación hacia esta región popu- 
losa y más ;osmopolita, en busca de mercados más beneficio- 
sos para los productos agrícolas de la provincia. 44 El español. 


43 Solamente ocho de 248 españoles recibieron pasaporte en Zacate- 
cas, de acuerdo con 29 listas parcialmente completas conservadas en 
AGNM:RE, Itg. 1, tomo 4, exp. 21; leg. 2, tomo 4, exp. 21; leg. 3, tomo 7, 
exp. 2; leg. 8 tomo 19 exp. 41. 

44 Para uta explicación detallada de estos arreglos de mercadeo y 
un ejemplo eminentemente exitoso de Coahuila, véase C. H. Harris III, 
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lo mismo si residía en la capital que en las ciudades y pueblos 
de la provincia, debe haber evocado en algunos casos el re- 
cuerdo impugnable del pasado colonial. En ocasiones debe 
haber representado la constante amenaza de la intrincada red 
de intereses comerciales, que continuó caracterizando a la ciu- 
dad de México después de la Independencia. Pero Durango 
hubiera podido mantener la paz con sus españoles si la polí- 
tica nacional hubiese sido más propicia. 

En conclusión, el caso de Durango sugiere dos hipótesis 
interrelacionadas, que pudieran ser importantes para la re- 
pública como un todo: 

1. La competencia entre los españoles y los criollos del 
sector mercantil, estuvo probablemente en la raíz de! senti- 
miento local pro-expulsionista en cada uno de los es:ados y 
territorios mexicanos. 

2. Esta competencia debe haber sido más intensx en los 
estados del sur y del centro, donde el movimiento de expul- 
sión había empezado con gran anticipación en 1824 Allí los 
criollos se enfrentaban a los competidores mestizos y los es- 
pañoles eran más numerosos que en el norte. 45 

Apéndice I 

Decreto sobre espulsión de españoles de Durando 

El ciudadano Santiago Baca y Ortiz, gobernador del estado libre 
y soberano de Durango, a sus habitantes, sabed: que e! honorable 
congreso de este estado ha decretado lo siguiente. 


The Sánchez Navarros: a Socio-economic Study of a Coahuihn Latifundio 
1 846-185 3 (Chicago, 1964), pp. 51-74. 

45 Los estados y territorios con la más numerosa poblaáón española 
eran el Distrito Federal (1 337) , Puebla (726) , Oaxaca ((15) , y Yuca- 
tán (454) . Véanse las numerosas listas conservadas en AGNM:RE, legs. 2, 
3, 5, 7, 8, 9 y 10. Ante las complicaciones diversas, como la frecuente 
duplicación de nombres en diferentes listas, el autor ha htentado con 
su mejor esfuerzo, lograr una adecuada rigurosidad de esos cómputos. 
Futuros investigadores que utilicen el Ramo de Espulsión deben saber 
que los volúmenes estaban amarrados sin ningún orden y, más aún, no 
podía contarse con un índice. 
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El estado libre y soberano de Durango, reunido en congreso, 
decreta: 

1. Dentro de treinta dias contados desde la publicación de esta 
ley, saldrán del estado los españoles que hayan venido a la repú- 
blica después del año de 21. 

2. En el mismo tiempo saldrán también los españoles capitu- 
lados que estuvieron con las armas en la mano en el mismo año, 
y los espedicionarios. 

jj. Los solteros y viudos sin hijos, y los que no tengan modo 
de vivir conocido. 

4. Se aceptuan de los artículos anteriores los de edad de sesen- 
ta años y los que tengan física notoria imposibilidad a juicio del 
gobierno, mientras esta dure. 

5. Igualmente saldrán los espulsos por ley de los demas estados, 
sea cual fuere su estado y condición. 

6. Si los comprendidos en esta ley tuvieren testamentarias pen- 
dientes, deudas, o cargasen con algunas otras responsabilidades civi- 
les, se libertarán precisamente de ellas ames de su salida, que se 
verificará el dia prefijado en el art. 1. 

7. En adelante no se avecindará en el estado ningún español, 
a no ser que tenga carta de ciudadanía por el mismo. 

8. Los que vinieren a asuntos particulares previo aviso a la pri- 
mera autoridad del lugar, podrán detenerse hasta los ocho días. 

9. Se garantizan los bienes y personas de los que hayan de salir 
y de los caminantes; pero en ningún lugar del estado podrán de- 
morarse sin causa legítima a juicio de la primera autoridad local 
del mismo. 

10. Los españoles comprendidos en esta ley que obtengan del 
congreso del estado carta de ciudadanía, se tendrán por no conte- 
nidos en los artículos anteriores. 

11. Para obtener esta carta sean estos o los demas que queden, 
pedirán al ayuntamiento de su residencia que informe al congreso 
por conducto del gobernador, quien visto este espondrá su juicio 
al calce de él al tiempo de remitirlo. 

12. Remitidas las solicitudes é informes de que habla el ar- 
tículo anterior, a algunos de los presidentes de las cámaras, se reuni- 
rán en sesión permanente y resolverán lo conveniente. 

13. Solo valdrá esta ley mientras la España no reconozca for- 
mal y espresamente la independencia. 
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El gobernador del estado dispondrá se publique, circule y ob- 
serve. Victoria de Durango, diciembre 24 de 1827. 

El Águila Mexicana, VI (14 de enero de 1828), 2. 


Apéndice II 

Decreto sobre ciudadanía por los españoles eligibles 

El ciudadano Santiago Baca y Ortiz, gobernador del estado libre 
y soberano de Durango, a sus habitantes, sabed: que el honorable 
congreso de este estado ha decretado lo siguiente. 

El estado libre y soberano de Durango reunido en congreso 
decreta: 

1. Corresponde al congreso espedir las cartas de ciudadanía de 
que habla el párrafo 4, art. 17 de la constitución política del estado. 

2. Para obtener estas cartas se requiere: 

Primero. No hallarse en ninguno de los casos porque se pierden 
o suspenden los derechos de ciudadano según la misma constitución. 

Segundo. Tener algún giro, oficio o industria útil al estado a 
juicio de la misma legislatura. 

Tercero. Ser de público y notorio afecto a la independencia 
nacional y actual forma de gobierno. 

Cuarto. No haber atentado contra la causa de la patria en el 
año de 1821. Esta condición no se les ecsigirá a los que en el mismo 
año desertaron de las banderas españolas voluntariamente y no en 
virtud de alguna capitulación sea la que fuere, ni tampoco a los 
que por sus portes ulteriores o lugar de su nacimiento tengan 
positivamente a juicio del congreso desmentido el concepto de 
enemigos. 

El gobernador del estado dispondrá se publique, circule y ob- 
serve. Victoria de Durango, 24 de diciembre de 1827. 

El Águila Mexicana, VI (14 de enero de 1828), 2. 
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Introducción 

El estudio de las haciendas y bienes en general que la 
Compañía de Jesús adquirió durante el período colonial se 
ha convertido en uno de los temas más importantes de la 
historia social de Hispanoamérica. 

A la importancia religiosa que la Compañía tuvo en la 
colonia se unió una preocupación económica. Lo uno y 
lo otro influyó, considerablemente, para formar los gran- 
des latifundios que lograron los jesuítas en el curso de casi 
tres siglos. 

La necesidad de enfrentar los diferentes procesos que lle- 
varon a la formación de una gran hacienda laica y una ha- 
cienda seglar, es una de las tareas urgentes de la historia 
agraria americana. 

Tal vez porque fueron los misioneros expropiados en el 
siglo xviii, los jesuítas se han convertido en centro de 
atracción y preocupación de la moderna investigación histó- 
rica. Esto no descarta la importancia que tuvieron otros 
grupos de misioneros como por ejemplo los dominicos. Pero 
como existe una masa de documentos en los diversos archi- 
vos nacionales de España, América y Europa referentes a las 
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temporalidades de jesuítas, la investigación se ha centrado 
en ellos. 

Además y éste es nuestro interés, en el Archivo Nacional 
de Chile se halla un fondo de jesuítas para toda América, 
que contiene uno de los materiales más ricos para la com- 
prensión de la historia económica y social de Hispanoamé- 
rica. Ese fondo se halla repartido en la siguiente forma: 


Volumen 

Región 

Tomos 

1 al 134 

Chile 

134 

135 al 139 

Antillas 

5 

140 al 204 

Argentina 

65 

205 al 218 

Bogotá 

14 

219 al 234 

Bolivia 

15 

235 al 247 

Ecuador 

13 

248 al 256 

España 

9 

257 

Filipinas 

1 

258 al 259 

Manila 

2 

260 al 342 

México 

83 

343 

Panamá 

1 

344 al 419 

Perú 

76 

420 al 421 

Venezuela 

2 

422 

Chile-España 

1 

423 

Chile-Perú 

1 

424 al 429 

Varios 

31 


De estos jesuítas, varios corresponden a: 


Argentina-Uruguay-Paraguay el volumen 425 
Argentina-Paraguay „ 426 

Bogotá-Filipinas-Venezuela „ 427 

Bogotá-Maracaibo „ 433 

Bogotá-Quito-Santo Domingo „ 434 

España-Bogotá-Salvador „ 444 

Nueva Granada-Centro América „ 446 y 447 

Quito-Panamá „ 449 

Panamá-Quito-Santa Fé-Popayán- 
Madrid-Santa Cruz-Caracas „ 450 
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Presentamos aquí un índice del material referente a je- 
suitas-México existente en el Archivo Nacional de Chile y 
que como se ve comprende 83 volúmenes, material que cuan- 
titativamente es el más importante después del de Chile. Con 
excepción de unos dos o tres volúmenes (foliados a mano) 
no se ha foliado ninguno de los volúmenes. 

Hemos intentado clasificar este material, teniendo en cuen- 
ta el contenido de cada documento, el número de folios, el 
año de su expedición, el lugar donde se emite, etc. Algunas 
fallas existirán en este trabajo, sobre todo en cuanto a cier- 
tas decisiones subjetivas, al no detallar muchos documentos 
que hemos englobado como “cartas varias”, “papeles referen- 
tes a tal colegio”, etc. Lo hicimos así para evitar un trabajo 
que se hubiera tornado sumamente dispendioso, a más de 
que muchos de esos papeles no parecen muy importantes. 
El índice en general servirá de guía a los diferentes inves- 
tigadores que acudan al Archivo Nacional de Chile y no 
dudamos que su utilidad será muy valiosa mientras no haya 
otro más detallado. Los 83 volúmenes se hallan divididos 
de acuerdo a su contenido en la siguiente forma: 


Asunto 

Volumen 

Total 

Fundaciones 

260 al 267 

8 

Ocupaciones 

268 al 291 

24 

Aplicaciones 

292 al 301 

10 

Cuentas 

302 al 307 

6 

Particulares 

308 al 321 

14 

Notas 

322 al 328 

7 

Reales Cédulas 

329 

1 

Cartas, etc. 

330 

1 

Varios 

331 al 335 

5 

Envíos 

336 al 337 

2 

Visitas 

338 

1 

Nayarit 

339 

1 

Tepozotlán 

340 

1 

Monterrey 

341 

1 

México 

342 

1 


Suman 

83 
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Es necesario tener en cuenta que esta clasificación no es 
más que aproximada y que en uno y otro volumen aparecen 
los más variados documentos. 

La información que aparece en cada uno de estos volú- 
menes nos permite conocer de cerca el tipo de bienes que 
poseía la Compañía de Jesús en los 8 obispados de la Nueva 
España. 

Existen muchos planes y estados de las diferentes ha- 
ciendas de los colegios de México, Puebla, Durango, Zaca- 
tecas, etc. Estados y documentos para las haciendas de los 
colegios de la ciudad de Mérida de Yucatán, de Oaxaca, 
Guadalajara, Valladolid, etc. También documentos importan- 
tísimos sobre las misiones de Chiapas, Nayarit Pimería, Si- 
naloa, Sonora y California. Estos documentos y estados 
contienen generalmente: extensión de las haciendas, su na- 
turaleza, el volumen de ganados, minerales y vegetales que 
había en ellas al momento de la expatriación. Generalmente 
ellos muestran el estado de la hacienda en el año de 1767 
y su situación 5, 10 o 15 años después cuando es rematada 
o vendida. Existe igualmente material seriado de producción; 
datos sobre gastos de muchas haciendas y promedios de pro- 
ducción de esas haciendas cinco años antes de la expatria- 
ción. Con ello es posible reconstruir curvas generales de 
producción y variaciones estacionales como por ejemplo ocu- 
rre para las haciendas del Colegio de Chiuahua. 

Muchos documentos hacen referencia al tipo de actividad 
y producción a que se dedicaban las diversas haciendas de 
los jesuitas en todo México. Sobresalen indudablemente las 
haciendas de maguey del Colegio San Pedro y San Pablo 
de México. Las haciendas de labor y cría de ganado mayor 
pertenecientes a los colegios de Puebla. Las haciendas de 
Zacatecas (Cieneguilla, Tetillas) dedicadas a la cría de gana- 
do mayor o la de San Joseph de Linares dedicada a sacar 
plata. 

Fuera de este tipo de documentos, se hallan estados de 
los censos a favor y en contra de los colegios de jesuitas 
en las diversas ciudades donde ellos fundaron colegios. Un 
estudio muy cuidadoso, completado con los fondos de tem- 
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poralidades existentes en México, permitirían indudablemen- 
te reconstruir el “proceso” de formación de ciertas haciendas, 
ya que hay referencias constantes sobre las donaciones hechas 
desde el siglo XVI, especificándose si son simples donacio- 
nes, si son obtenidas por compra o por remate, etc. 

También los materiales sobre salarios de sirvientes y ga- 
ñanes son muy importantes, sobre todo los que existen para 
la hacienda de Ozumba perteneciente al Colegio del Espí- 
ritu Santo de Puebla. Mucho más interesantes son las listas 
de arrendatarios, los créditos, las deudas, las imposiciones de 
capital, etc. 

Los documentos existentes sobre envíos de caudales a 
España, constituyen uno de los aspectos más importantes, al 
igual que los inventarios de bibliotecas, ornamentos, etc. 

En fin, desde las intrigas de los diversos grupos de mi- 
sioneros por obtener de un alma agonizante la escritura de 
donación de sus bienes hasta los pleitos con el obispo Pala- 
fox, se hallan en este rico archivo de jesuitas-México. 

Por último anotamos la importancia de las aplicaciones 
de los bienes de los jesuitas y los remates de las haciendas 
que normalmente caen en manos de gentes laicas, poderosas 
económicamente. Muchas cosas más habría que anotar. Nos- 
otros hemos extraído gran parte de este material. Desafortu- 
nadamente no hemos encontrado la posibilidad de ampliarlo 
con una investigación más a fondo en los archivos de Mé- 
xico. Estamos convencidos que difícilmente podremos enten- 
der el mundo colonial si no comprendemos bien la acción 
de la Iglesia y sus representantes en América. No sólo como 
los guerreros del espíritu sino como los grupos políticos alia- 
dos a los grupos dominantes, que desde el siglo xvi ini- 
ciaron un proceso de expansión y acumulación de bienes 
y que llegaron a hacer de la tierra la base de su poderío 
económico. 

Pero dejemos que los mismos investigadores constaten la 
importancia del material sobre jesuitas-México existente en 
el Archivo Nacional de Chile y que este pequeño índice 
preste un modesto servicio a los investigadores de la historia 
social y económica de la América española. 
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EXAMEN DE LIBROS 


Bernardo García Martínez, et al. (editores) : Historia y so- 
ciedad en el mundo de habla española. México, El Cole- 
gio de México, 1970, 397 pp. 

Erudito, investigador en el más cabal sentido del término, pe- 
netrante analista de las fuentes, autor de una maciza bibliografía 
que en su género será siempre de consulta obligada, y fomen- 
tador de vocaciones excepcionalmente dotado, el doctor José Mi- 
randa —fallecido en 1967 en su nativa España— ha sido objeto 
de un homenaje por algunos de sus más cercanos discípulos, en 
la forma que, a buen seguro, más le habría complacido ver: este 
volumen de Historia y sociedad en el mundo de habla española , 
compuesto por un selecto equipo de especialistas, mexicanos y ex- 
tranjeros, a quienes ha unido su admiración y respeto por la obra 
del maestro desaparecido. 

Basta revisar el índice del libro para darnos cuenta de la 
categoría y el prestigio de los colaboradores, y de la importancia 
de los temas abordados por cada uno de ellos. Y luego, al entrar 
en materia, las sorpresas agradables se multiplican, al constatar 
el valor, el rigor científico y la aportación historiográfica que 
ofrecen la casi totalidad de los estudios que lo integran; unos 
más sugestivos que otros, desde luego, según el interés particular 
del lector. Veámoslos, aunque con la brevedad, casi críptica, que 
el corto espacio disponible nos impone. 

Del profesor Wigberto Jiménez Moreno se sabe que sabe mu- 
cho, pero también que publica poco; de ahí que, cuando aparece 
algo nuevo de él se considere casi como día de fiesta: éste podría 
ser uno de ellos. Después de la bibliografía y de la biografía de 
José Miranda, Jiménez Moreno abre la sección de estudios del 
volumen, con uno titulado: “Nayarit: etnohistoria y arqueología.” 
Su nota distintiva es el énfasis que el autor imprime al factor 
geográfico para explicar el desarrollo de las culturas nativas de la 
comarca, acompañando el texto de un útil y muy claro mapa 
etnográfico. Cierto que varias de las hipótesis de Jiménez Moreno 
sobre el origen de la población nayarita son en extremo aven- 
turadas, y el aplomo con que precisa fechas de sucesos tan remo- 
tos y legendarios (como la emigración de los nahuas de Metzcal- 
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titlan y Aztatlan “en lili d. C.”) , no puede menos que dejarnos 
perplejos; pero, aun así, esta apretada síntesis arroja un poco de 
luz sobre la oscura historia antigua de nuestro Occidente. 

También del Occidente se ocupa el admirado amigo Woodrow 
Borah: “Los tributos y su recaudación en la Audiencia de la Nue- 
va Galicia durante el siglo xvi.” Luego de un justo elogio a la 
obra de Miranda El tributo indígena en la Nueva España duran- 
te el siglo xvi (que “significa —dice— un progreso sobresaliente 
en los estudios de las instituciones mexicanas, y hace posible el 
análisis de la información sobre tributos para otros tipos de in- 
vestigación, notablemente sobre población indígena”) , Borah nos 
recuerda los inicios coloniales de Nueva Galicia, para abordar des- 
pués el tema de la tributación indígena, transcribiendo y glosando 
—con su habitual maestría— los datos de la fuente más antigua 
y confiable, y con la que tan familiarizado está: la Suma de visitas 
publicada por Paso y Troncoso. Sobre este armazón, reforzado 
con un acervo documental de primera mano, el hombre de Ber- 
keley ofrece al final sus conclusiones, que como todas las suyas, 
son de un rigor y una brillantez contundentes. El de Borah es 
un buen aporte a la historiografía de Jalisco, tan vapuleada por 
los “especialistas” locales. (Véase, por ejemplo, esa incalificable 
“Exégesis” de Juan López que acompaña a la nueva edición de 
la Crónica miscelánea del padre Tello, Guadalajara, Instituto Ja- 
lisciense de Antropología e Historia, 1968.) 

El historiador jesuíta Norman F. Martin, ampliamente cono- 
cido en nuestro medio por sus estupendos estudios novohispanos 
(recuérdese su sesudo y erudito prólogo a la Instrucción reservada 
del virrey Montañés, México, Jus, 1965) , participa en este volu- 
men con una muestra más de su seriedad en el campo de la in- 
vestigación: “Antecedentes y práctica de la esclavitud negra en la 
Nueva España del siglo xvi.” Si el siempre citable estudio de 
Aguirre Beltrán, aborda la cuestión del “problema negro” a par- 
tir de 1519, Martin bucea en los antecedentes europeos (irrup- 
ción del Islam, las Cruzadas, expediciones portuguesas al África) , 
para señalar “la continuidad en la historia de la servidumbre entre 
el Viejo y el Nuevo Mundo”. Sugestiva y muy defendible tesis 
del autor. 

Juan Friede, especialista en etnohistoria de Tierra Firme (Pa- 
namá, Colombia y Venezuela) , toca aquí un asunto novohispano: 
“El privilegio de vasallos otorgado a Hernán Cortés.” El autor 
analiza particularmente el valor testimonial de los documentos 
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oficiales de la época, para precisar las contradicciones y extrañe- 
zas que encierran y que han hecho confuso el esclarecimiento de 
este punto. Es agudo el escápelo de Friede, pero es incompleta 
su información, bibliográfica y del “ámbito” cortesiano. 

Sobre un fondo geohistórico más amplio que el anterior, puesto 
que alude a toda la América hispana, el historiador cubano Julio 
Le Riverend trata de los “Problemas del régimen de apropiación 
de la tierra”, tomando como lógico punto de partida la inicial 
experiencia española en las Antillas. Es provechoso, en cuanto 
sintetiza los antecedentes más lejanos de la cuestión agraria en 
Iberoamérica: explosivo socioeconómico que no ha dejado de deto- 
nar desde las emancipaciones políticas de 1810. 

Enrique Otte, por su parte, nos da la imagen de “La Nueva 
España en 1529” a base de tres preciosos documentos coetáneos, 
hasta ahora inéditos, localizados por él en el Archivo de Indias. 
En verdad se trata de una aportación valiosa, pues no es cosa de 
todos los días dar con testimonios príncipes sobre la etapa histó- 
rica inicial de Nueva España. 

Excepto en las colonias del Río de la Plata-Paraná (por la 
vecindad con el Brasil) y en los otros dominios españoles por 
algún sonado proceso inquisitorial, "lo portugués” nunca consti- 
tuyó un serio problema sociopolítico en la vida de la América 
hispana. Empero, Marcel Bataillon lo hace objeto de un breve 
estudio regional: "Santo Domingo ‘era Portugal’ ”. El asunto tra- 
bajado con la pericia y el aparato documental habituales en el 
autor del clásico Erasmo y España, ofrece un interés demasiado 
estrecho, por lo menos para la historiografía novohispana. Se trata 
de una joyita —una minucia— poco atrayente, en tanto que siem- 
pre se esperan, de todo un señor Bataillon, nuevos Erasmos y 
nuevas Españas. 

“Notas sobre la historia de la conquista, de Sahagún” es la 
contribución del gentil amigo, Howard F. Cline, otro candidato 
a dilucidar el tentador y sempiterno misterio del famoso “libro XII" 
del franciscano. Que si Panes, que si Bustamante, que si la pri- 
mera copia, que si el borrador original, que si el ejemplar inter- 
polado, que si fue Paso y Troncoso o el padre Garibay el “nor- 
teado”, etc. y etc., hasta el día del juicio. Cline no nos saca de 
la confusión, sencillamente porque ésta no es obra de humanos. 
Sin embargo, el estudio es ameno y sahagunianamente “movido”. 

Estupenda la investigación de Luis Muro sobre un tema tan 
grato a la historiografía mexicana: “La expedición Legazpi-Urda- 
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neta a las Filipinas. Organización 1557-1564.” Es la más amplia 
de todo el volumen, erudita y con documentación inédita funda- 
mental; inapreciable para valorar el papel de Nueva España en 
la soberbia empresa de hacer del Pacífico “un lago español”, este 
escrito, que complementa y supera uno anterior del profesor Ru- 
bio Mañé, constituye ya una buena fuente de consulta para el 
estudio de la expansión —material y cultural— novohispana en 
el siglo xvi. 

En breve artículo, “La introducción de apellidos castellanos 
entre los mayas alteños”, el antropólogo Pedro Carrasco analiza 
un interesante problema de mestizaje socio-cultural, con el apoyo 
de un valioso documento localizado por él en el Archivo de In- 
dias; la visita de Antonio de Lara Mogroviejo por diversas pro- 
vincias de la Capitanía General de Guatemala, en 1646. Las con- 
sideraciones del autor olvidan, sin embargo, un hecho que puede 
plantearse así; el proceso de castellanización que opera en este 
sector del Nuevo Mundo, a lo largo del siglo xvn, se refiere 
menos a los grupos designados por Carrasco “mayas alteños” que 
a los propiamente “nahuatizados”, habida cuenta que a partir 
de la expedición conquistadora de Alvarado se inicia una fuerte 
e incontenible campaña de “mexicanización”, manifiesta en los 
nombres de personas y lugares traducidos del quiché y del cakchi- 
quel al náhuatl, que fue la primera lengua “reguladora” impuesta 
por los españoles (y sus aliados del altiplano mexicano) en Gua- 
temala. 

“El régimen de trabajo en México. Aumento y alcance de la 
gañanía [en el] siglo xvii”, por Charles Verlinden, es una exce- 
lente aportación a la historia socioeconómica de Nueva España. 
Se trata, en rigor, de un buen estructurado ensayo en el que se 
cotejan las semejanzas y diferencias, las ventajas y desventajas, 
entre el sistema laboral de los “repartimientos” y el de la “ga- 
ñanía”, o trabajo libre asalariado, implantado por las ordenanzas 
de 1632. Con el sustento erudito de las Fuentes editadas por 
Silvio Zavala, Verlinden llega a conclusiones muy interesantes, que 
habrá de tomar en cuenta el futuro investigador; sobre todo en 
aquellas en que pone en guardia a los estudiosos, de no dejarse 
deslumbrar por el solo examen del aspecto jurídico y legal de la 
cuestión, tan divorciado, casi siempre, de la realidad. Insiste —y 
tiene toda la razón— en que debe ser preferencial la investiga- 
ción de la situación real de los trabajadores del campo (a base 
de informes, visitas, estadísticas, descripciones, etc.) , sobre la teórica 
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y a menudo letra muerta, de las disposiciones legales filantrópicas 
que venían de la metrópoli. Aún hoy, la última fuente a la que 
acudiríamos para enterarnos de las “conquistas” de la clase traba- 
jadora, sería la Ley Federal del Trabajo. 

Uno de nuestros predilectos de este volumen dedicado a José 
Miranda, es el estudio de Jean-Pierre Berthe "La peste de 1643 
en Michoacán: examen crítico de una tradición”. A base de pura 
lógica y de un cuidadoso análisis de las fuentes, Berthe deshace, 
sin remedio, una de las múltiples supercherías de que está infec- 
tada nuestra historia: “la peste de 1643”, que lanzó a la circula- 
ción el padre José Guadalupe Romero, amparándose en la clásica 
Crónica del franciscano La Rea, mal leída y peor interpretada 
por Romero. Estupenda labor de esclarecimiento realizada por 
Berthe, que compartimos in totum, así por lo rigoroso y exacto 
de su “disección”, como porque en lo personal hemos podido com- 
probar cuan endebles, descuidadas y ligeras son muchas de las 
aseveraciones del autor de las Noticias para formar la estadística 
del obispado de Michoacán. 

De John J. TePaske es el ensayo “La crisis del siglo xvm en 
el virreinato del Perú”. Sugestivo y con amplias proyecciones, por- 
que dicha crisis repercute, inevitablemente, en el movimiento eman- 
cipador sudamericano. Las reformas económicas y administrativas 
de los Borbones, y en especial las de Carlos III (libertad de co- 
mercio, instauración de las intendencias, creación del virreinato 
del Río de la Plata) , aceleraron la decadencia del virreinato del 
Perú, que culminó medio siglo después con el acta de defunción 
de Ayacucho. Tal proceso, en el que se inserta como uno de sus 
momentos más trágicos y significativos la rebelión de Tupac-Amaru, 
constituye el meollo de este bien documentado trabajo de Te- 
Paske, donde se trasluce el conflicto entre dos estilos de gobierno, 
sociedad y economía: el “tradicional” y el "ilustrado”, cuyo final 
se avizora: la independencia política del siglo xix. Pero, antes 
que TePaske otro autor había penetrado ya con agudeza en el 
tema: Guillermo Céspedes del Castillo: Lima y Buenos Aires: re- 
percusiones económicas y políticas de la creación del virreinato 
del Plata, Sevilla, 1947. 

En el complicado y movido torneo histórico de las “esferas 
de influencia” imperialistas, ha sido notable la contribución biblio- 
gráfica del doctor Robert A. Humphreys, que ahora nos ofrece, 
traducido, un valioso estudio publicado originalmente en inglés: 
“Rivalidades angloamericanas y emancipación hispanoamericana.” 
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Es de felicitarse que nuestro público pueda ya tener fácil acceso 
a este texto. Un solo reparo podría hacerse al mismo, aunque 
parezca osado tratándose de la autoridad de Webster, citado por 
el autor, cuando afirma que la influencia de la Gran Bretaña en 
Hispanoamérica quedó establecida “por dos medios principales: 
su comercio y su flota”. Ello es cierto, pero parcial, pues en el 
campo de las ideas fue intenso y determinante el impacto del 
pensamiento y de las instituciones británicas en la lucha eman- 
cipadora y en la formación de los nuevos estados del continente 
americano. 

Siguiendo muy de cerca la brecha abierta por el filósofo mexi- 
cano Leopoldo Zea (Dos etapas del pensamiento en Hispanoamé- 
rica), el historiador Ernesto Chinchilla Aguilar, formado en El 
Colegio de México, examina un aspecto local de aquel vasto tema: 
“Corrientes filosóficas en Guatemala anteriores a la implantación 
del positivismo.” Quizá la limitación más sensible de este trabajo 
-por lo demás, muy común en los que conocemos del autor- 
consiste en la estrecha visión geohistórica con que lo ha abordado. 
La ciudad de Guatemala no era una ínsula, y sus relaciones e 
intercambios, con México y con otros centros culturales del con- 
tinente, fueron frecuentes y tuvieron consecuencias. Para citar 
sólo un ejemplo, de los muchos que no pueden ignorarse, piénsese 
en la labor mexicana del admirable guatemalteco Mariano Gál- 
vez, que a lo largo de varios lustros de exilio fue un seguro tras- 
misor de ideas progresistas, allende los Cuchumatanes, que algo 
tuvieron que ver con la revolución liberal y la implantación del 
positivismo en su país. A Chinchilla casi siempre le falta ampliar 
y profundizar sus investigaciones. 

“Taft y los antimaderistas”, de Berta Ulloa, es un pequeño 
anticipo de la obra grande de la autora, ya en circulación. La 
revolución intervenida. Cualquier comentario al respecto, tendrá 
que reservarse, en consecuencia, para el menú completo y no para 
la botana. 

Nuestro buen amigo Luis González, cuyo Pueblo en vilo sigue 
siendo objeto de los más entusiastas comentarios, contribuye aquí 
con un estudio sumamente original: “Los balances periódicos de 
la revolución mexicana.” No a la manera del célebre “balance” 
de otro Luis (Cabrera) , sino contabilizando el aspecto formal, 
estadístico, curioso y biográfico de los informes presidenciales y 
de sus protagonistas. Este texto, nada comprometedor ni arries- 
gado, convida, sin embargo, a reflexionar seriamente sobre “la 
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máxima expresión oficial del México de este siglo”, expresión 
que, para tortura del historiador, casi nunca coincide con la rea- 
lidad vivida ni con los “balances periódicos” que corren de boca 
en boca o que se imprimen al margen —y en pugna— de la 
consigna oficial. La compulsa entre ambas “verdades” y su resul- 
tado final, es la meta primordial de la tarea historiográfica. 

Sherburne F. Cook, “el otro yo” del doctor Borah, participa 
con un estudio histórico-demográfico: “Las migraciones en la his- 
toria de la población mexicana”, cuyo subtítulo es confuso: “Da- 
tos modelo del occidente del centro de México, 1793-1950.” Cook 
— al igual que Borah— siempre es un autor confiable: la exactitud 
de sus cálculos, la precisión de sus cifras y la prudencia de sus 
hipótesis, nos proporcionan en todo momento árboles con buena 
sombra. En este trabajo no hace sino confirmar garantías prece- 
dentes. La única y sempiterna duda se produce por causas ajenas 
a la pericia y erudición del manipulante: la dificultad, en oca- 
siones insuperable, de “traducir” los datos estadísticos antiguos al 
vocabulario numérico actual de nuestros sistemas demográficos. 

Cierra el volumen otro estudio histórico-demográfico, el del 
sociólogo James W. Wilkie, "La ciudad de México como imán de 
la población económicamente activa, 1930-1965”. Meditaciones, con 
el apoyo de cifras oficiales escalofriantes, en torno al problema, 
no metropolitano, sino “megalopolitano” de nuestra capital, que 
al ritmo que lleva engendrará hacia el advenimiento del siglo xxi 
una crisis social de consecuencias imprevisibles. Y todavía se habla 
del “equivocado” Malthus. Claro que a este estudio le falta su 
obligado complemento: el de “la población económicamente pa- 
siva” (chicleros, “marías”, pordioseros, etc.) que de la provincia 
succiona el "De-efe”, para que el cuadro quede perfectamente di- 
bujado. 

Por este rápido examen se verá que no ha sido magro el ho- 
menaje de El Colegio de México al que fuera ilustre miembro de 
la institución, José Miranda. Por ello, es improbable que el home- 
najeado, desde donde se encuentre, “les tire con el volumen a la 
cabeza” a sus jóvenes alumnos que discurrieron el libro. Cierto 
que don José era hombre de pocas pulgas, pero Historia y socie- 
dad en el mundo de habla española cuenta entre las muy “pocas” 
con las que, a buen seguro, le habría agradado solazarse. 


Ernesto Lemoine 

Facultad de Filosofía y Letras , XJNAM 
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BIBLIOTECA JOSÉ PORRÚA ESTRADA 
DE HISTORIA MEXICANA 
DIRIGIDA POR JORGE GURR1A LACROIX 

Primera Serie 

LA CONQUISTA 

V. Relación de algunas cosas de la Nueva España y de la gran 

ciudad de Temestitan México, hecha por un gentil hombre del 
señor Femando Cortés [El Conquistador Anónimo]. Traducción 
del italiano por el doctor Francisco de la Maza. México, 1961. 
135 páginas, 3 grabados. Edición de 250 ejemplares numera- 
dos, impresa sobre papel Córsican, portada a dos tintas. 
Rústica $ 150.00 

Contenido del volumen: Noticias bibliográficas por Jorge Gu- 
rría Lacroix; estudio de don Federico Gómez de Orozco; texto 
de El Conquistador Anónimo en español; notas a pie de 
plana de H. Temaux Compans, Joaquín García Icazbalceta, 
Marshall H. Saville, León Díaz Cárdenas y Francisco de la 
Maza. Como Apéndice se publican estudios de don Joaquín 
García Icazbalceta, Marshall H. Saville, doctor Edmundo 
O’Gorman, profesor León Díaz Cárdenas y don Alfredo Cha- 
vero; la reproducción facsimilar de la primera edición en 
italiano de la Relación e índices Onomástico y General. 

VI. Décadas del Nuevo Mundo, por Pedro Mártir de Angleria, 
Primer Cronista de Indias. Traducción del latín por Agustín 
Millares Cario. México, 1964-1965. 794 páginas. 2 volúmenes. 
Rústica. 

Tirada de 250 ejemplares numerados, impresa sobre papel 

RLCH de 106 gramos $ 300.00 

Tirada de 1,750 ejemplares, impresa sobre papel RLCH de 

75 gramos I 150.00 

Contenido del volumen: Pedro Mártir y el Proceso de Amé- 
rica por Edmundo O’Gorman; Datos Biográficos de Pedro 
Mártir por Edmundo O’Gorman; Cronología de Composición 
de las Ocho Décadas por Edmundo O’Gorman; Bibliogra- 
fía de Pedro Mártir de Angleria por Joseph H. Sinclair, 
puesta al día por Agustín Millares Cario; texto de las Dé- 
cadas en español; índices de Nombres y General. 
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